
UNIVERSIDAD NACIONAL AUTONOMA DE MEXICO 
FACULTAD DE DERECHO 

CONSECUENCIAS JURIDICO=POLITICAS DERIVADAS 
DEL DECRETO DE 29 DE JUNIO DE 1944 

T E s s 
Que para Obtener el Título de : 
LICENCIADO EN DERECHO 

PRESENTA 
GUSTAVO MANUEL ZENIZO GONZALEZ 

México, D. F. 1972 



 

UNAM – Dirección General de Bibliotecas 

Tesis Digitales 

Restricciones de uso 
  

DERECHOS RESERVADOS © 

PROHIBIDA SU REPRODUCCIÓN TOTAL O PARCIAL 
  

Todo el material contenido en esta tesis esta protegido por la Ley Federal 
del Derecho de Autor (LFDA) de los Estados Unidos Mexicanos (México). 

El uso de imágenes, fragmentos de videos, y demás material que sea 
objeto de protección de los derechos de autor, será exclusivamente para 
fines educativos e informativos y deberá citar la fuente donde la obtuvo 
mencionando el autor o autores. Cualquier uso distinto como el lucro, 
reproducción, edición o modificación, será perseguido y sancionado por el 
respectivo titular de los Derechos de Autor. 

 

  

 



A MIS PADRES, 

Ma. de las Mercedes G. de Zenizo 
Jaime Zenizo Rojas 

.• i 

..... ,.·.·. 

A MIS HERMANOS, 

Jaime, Carlos, Ma. de las Mer­
cedes, Pepe y Mely 



!' 
¡ 

! 

AL MAESTRO, 

Víctor Carlos Garcra Moreno 



A MI NOVIA, 

Beatriz Eugenia Macíaa Cuevas 



A LA MEMORIA DE UN AMIGO, 

Osear Alfonso Velázq11ez Valencia 



INDICE 

lntroducclón 

CAPITULO I 

Antecedentes Históricos de la Inversión Extran­
jera y Principales Causas que motiva ron la Ex-
pedición del Decreto de 29 de junio de 1944 2 

A. - Período Jua rlsta 2 

B. - Período Porílrieta 5 

C. - De la Revolución Mexicana a los inicios de 
la Segunda Guerra Mundial: 1911- 1940. 9 

a) La Cláusula Calvo 15 

b) Fracción 1 y IV del Art(culo 27 Constitucional 16 

c) Ley Orgánica de la Fracción I del Artículo 27 
Constitucional 18 

d) Reglamento de la Ley Orgánica de la Fracción I 
del Artículo 27 Constitucional 20 

e) Otras disposiciones 24 

D.· Período Presidencial del General Manuel AvUa 
Camacho 

a) Decreto de lo. de junio de 1942 

b) Decreto de 29 de junio de 1944 

e) Decreto de 28 de septiembre de 1945 

CAPITULO II 

Consideraciones sobre la Constitucionalidad del 
Decreto de 29 de junio de 1944 

25 

26 

28 

29 

32 

33 



A. - Art(culo 29 Constitucional. 33 

B. - La Suspensión de Garantías decretada el lo. de 
junio de l94Z. 36 

C. - El Decreto de Z9 de junio de 1944. 40 

a) C"Ontenido 41 

b} Decreto de 28 de septiembre de 1945. Contenido 46 

e) Aplicación del Decreto de Z9 de junio de 1944' derivada 
del Artículo 60. del Decreto de 28 de septiembre de 1945. 48 

d) Inconstitucionalidad del Decreto de 28 de septiembre 
de 1945. 51 

e) El Decreto de Z9 de junio de 1944 carece de vigencia 54 

D. - Amparos promovidos en relación con la aplicación del 
Decreto de 29 de junio de 1944 65 

a) Amparo en revisión No. 507/62 promovido ante la Su­
prema Corte de Justicia por Química Industrial de Mon-
terrey, S.A. 65 

b) Amparo en revisión No. 3596/64 promovido ante la Su-
prema Corte de Justicia por Playtex de México, S.A. 69 

CAPITULO TERCERO 80 

Criterios adoptados por la Secretarfa de Relaciones 
Exteriores en uso de las Facultades Discrecionales que 
le otorga el Decreto de 29 de junio de 1944 8Z 

A.~ Facultades de la Secretada de Relaciones Exteriores SZ 

a) De acuerdo con la fracción VII del Artículo 3o. de la Ley de 
Secretarías y Departamentos de Estado 8Z 

b) De acuerdo con el Artícufo 3o. del Decreto de 29 de Junio 
de 1944 85 

c) La Facultad Discrecional. 86 



d) Los Acuerdos de l 7 de abril de 1945 y de 27 de mayo de 
1947. 92 

B.• La Comisión Mixta I.ntersecretarial 94 

Análisis de algunas normas dictadas por la Comisión Mixta 
Intersecretarial 97 

C. - Algunos criterios adoptados por la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores 106 

I. Por lo que a la constitució~ de sociedades se refiere. 107 

a) En relación con la industria cinematográfica 107 

b) En relación con la psicultura y la pesca 109 

c) En relación con la producción de aguas gaseosas y refrescos 
embotellados 114 

d) En relación con empresas editoriales y de publicidad 115 

e) En relación con la industria hulera 116 

!) En relación con las empresas de transportes marítimos 117 

g) ,J!;n relación con las empresas de transportes aéreos 119 

h) En relación con las empresas de transportes terrestres, 
urbanos e interurbanos lZO 

i) En relación con la siderúrgica, cemento, vidrio, fertili· 
zantes, celulosa y aluminio lZl 

j) En relación con artículos de tocador y belleza 125 

II. Por lo que a modificación de sociedades se refiere 126 

III. Por lo q11e a l~ adquisiciÓ~ de inmµebles o derechos por 
extranjeros y sociedades mexicanas se refiere 1Z8 

IV. Por lo que a ~onas prohibidas se refiere 133 

V. Por. lo que a adquisición por extranjeros de sociedades 
mexicnnas ya existentes se refiere 136 



VI. Por lo que adquisición de empresas mexicanas por socie­
dades también mexicanas que tengan o puedan tener soci~ 
extranjeros se refiere 

CAPITULO CUARTO 

El Decreto de Z9 de junio de 1944 como medio regulador de 
las Inversiones Extranjeras 

A. - La Inversión Extranjera 

a) Su importancia 

b) Forma de aceptarla 

e) Los medios de control 

D. - Aplicación del Decreto de 29 de junio de 1944 a cargo de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores 

La solución propuesta 

CAPITULO QUINTO 

Conclusiones 

Bibliograí(a 

138 

143 

144 

145 

146 

150 

154 

155 

160 

161 

167 



INTRODUCCION 

México, como pars civilizado, debe vivir sujeto al Derecho, como 

condici6n indispensable de s.eguridad para sus habitantes y como base im­

prescindible de sus relaciones internacionales. Por lo tanto, debe velar 

porque ninguna disposición_ lega~ alter~. o impida el desarrollo armónico de 

la seguridad jur(dica, _ni.quebrante la inviolabilidad de las garantfas consa­

gradas en nuestra Carta Fundamental, para lo cual se requiere de estudio 

y cr(tica por parte del legislador y del jurrsta, para de esta forma impedir 

la corrupción de nuestro máximo principio: la justicia. 

Muchas fueron las disposiciones legales expedidas por el Ejecutivo 

durante el período de suspensión de garant(as que transcurrió del lo. de 

julio de 1942 a.J ;z.s de septiembre de 1945, como consecuencia del estado de 

guerr.a en que se encontraba México con Alemania, Italia y Japón. 

Una de tantas disposiciones fue el Decreto de Z9 de junio de 1944, 

cuya trascendencia en la vida económica de México ha sido decisiva, a 

pesar de que dicho Decret.o supone estar abrogado por haber sido una dis­

posición que además de no haberse ratificado expresamente, estableda 

dentro de su texto el perfodc1 de vigencia que lo fue el estado de emergen­

cia. 

La pol(tica económica. que ha seguido nuestro país a través de los 

afios con respecto a las inversiones extranjeras, y concretamen·te, la inter­

vención que sobre esta materia ha llevado al cabo la Secretaría de Relacio-



nes Exter ita es, se ha basado fundamentalmente en las disposicione11 cor.L• 

tenidas en el Decreto de 2.9 de junio de 1944, mismo que representa para 

nuestro gobierno un .vehículo y medio de control de dichas inversionea, a 

mi parecer obsoleto, ya que no ha logrado sino diversüicar cada vez más 

la política y criterios sobre inversiones extranjeras aplicables y fundadas 

en disposiciones legales dispersas y en ocacione·a· inadecuadas. 

Los motivos expresados me llevaron a desarrollar el presente 

trabajo, ya que la materia de que trata, representa un tema que no ha deja­

do de tener actualidad, siendo decisivo ·para el desarrollo de nuestro país, 

por lo que requiere de medios de control adecuados a su situación. 



CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA INVERSION EXTRANJERA Y PRIN­
CIPALES CAUSAS QUE MOTIVARON LA EXPEDICION DEL DECRETO DE 

Z9 DE JUNIO DE 1944 

A. - Perfodo Juaristá. 

B. - Perfodo Por!iri~ta. 

C. - De la Revolución Mexicana a los inicios de la Segunda 

Guerra Mundial: 1911 - 1940. 

a) La Cláusula Calvo. 

b) ltracciÓn 1 y IV del Artfculo Z7 Constitucional. 

c) Ley Orgánica de la Fracción I del Artfculo Z7 

Constitucional. 

d) Reglamento de la Ley Orgánica de la Fracción 1 del 

Articulo Z7 Constitucional. 

e) Otras disposiciones. 

D. - Periodo Presidenci11l del General Manuel Avila Camacho . 

. a) Decreto de lo. de junio de 194Z. 

b) Decreto de Z9 de juni'o de 1944. 

c) Decreto de 28 de septiembre de 1945, 
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CAPITULO PRlMERO 

ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA INVERSION EXTRANJERA Y PRIN­
CIPALES CAUSAS QUE MOTIVARON LA EXPEDICION DEL DECRETO DE 

Z9 DE JUNIO DE 1944. 

Para llegar a conocer las causas que motivaron la expedición del De-

creto de Z9 de junio de 1944, considero importante partir de una exposición 

breve y generalizada de los antecedentes históricos de la inversión extranjera 

en México, analizados con anterioridad al afio de 1944, ya que los mismos, 

nos ayudarán a comprender, como una de las cau11as m<Í'.l'I importantes, le. ex-

pedición del mencionado Decreto de "Emergencia". 

A. -PE~IODO JUARISTA. 

Iniciaremos nuestro estudio partiendo del Gobierno de Don Benito Juá. 

rez, el cual sustentaba las postuladas del liberalismo económico, porque a 

partir de aquella época (1858-1872), se fueron creando las condiciones sobre 

las cuales iba a ingresar el capital extranjero en México y formándose, a la 

vez, las bases del Gobierno de Porfirio Díaz. 

Notorio era para el mundo los acontecimientos que se manifestaron a 

causa de la guerra civil • .A partir de aqu! comienza para el país y para el 

Gobierno una nueva época llena de dificultades y conflictos, Era necesario 

comenzar una obra de reparación y de reorganización. La guerra y la opre-

siÓn, todo lo habían desorganizado. Había grandes complicaciones y dificul-

tades en todos los ramos de la administración pública, desde las instituciones 
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munlcipales, ha ata las relaciones exteriores. Sin embargo, la Federacl611 

estaba dispuesta a superar loa acontecimientou bas"ndose en la uni6n de los 

Estados. Las relaciones exteriores ofrecían grandes complicaciones crea-

daa por la reacci6n que leg6 al pa(s amargos males, y como consecuencia 

de todo, México era un pa(s que estaba muy lejos de ser estable. Falta de 

medios de comunicaci6n'. leyes favorecedoras de los productos extranjeros 

y las alcabalas que entorpec(an cualquier tipo de comercio hacían aparecer 

un sinúmero de mercados minoritarios. Las pocas inversiones que se efec-

tuaban en aquel entonces eran hechas por la 1 glesia en bienes raíces o por 

personas física e en ranchos, haciendas y plantaciones. Se trató de estimu-

lar la industrializaci6n del pa!s mediante la prohibición de importaciones, 

créditos gubernamentales, y exenciones de impuestos. Fue entonc~a cuan-

do Ju~.rez trató de comprender la circulación de mercancías y explicó,có-

molos particulares preferían su interés personal al de la comunidad. "Lle-

vó al Congreso local la expedici6n de "leyes tutelares de la industria nacio-

nal. .. Cree (Juárez) en la libertad fecunda de todos los ramos de la econo-

mía y que es la base del progreso de la nación. 11 (1) 

Hada el ai'l.o de 1859, Estados Unidos y Europa trataban i:,. intervenir 

en loa asuntos de M~xico. Ju"r~z aunque reconocido por el gobierno eatado!l* 

nldense desde el mes de abril de 1859, se sentía amenazado por E11pafia. Fue 

(l). Comité Bilateral de Hombres de Negocios México-Estados Unidot1• 
Sección Mexlcana • 11 Invera iones Privadas Directa a en México". 
México, 1971, ¡:>, 73 
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aqu! cuando Juárez en virtud de:l tratado McLane-Ocampo, estuvo a punto 

de otorgar privilegios muy peligrosos para México en beneficio de los Es­

tados Unidos. Concedí'a a perpetuidad el derecho de tránsito por el Istmo 

de Tehuantepec, y a11torizaba. también el derecho de vía de Guaymas a 

Nogales, o por alguna otra ruta cercana a la frontera. El gobierno mexi­

cano se comproinetí'a a vigilar por la seguridad y protección de las per­

sonas y bieneo norteamericanos que pasasen por las referidas rutas. Se 

llegó a creer que sólo la intervención de una potencia extranjera inclinaría 

la balanza en favor del liberalismo o del conservatismo. Juárez mismo 

había consentido en la cuestión de Tehuantepec presionado por los Estados 

Unidos y bajo el influjo de los acontecimientos internos, sin embargo, Juárez 

siempre aseguró que la solución de los problemas de México debía depender 

de 1011 propios mexicanos. 

Don Benito Juárez a pesar de su mesurado liberalismo económico, 

en el Manifiesto de la Nación del lZ de abril de 186Z expresó: 11 Espero 

que preferiréis todo género de infortunios y desastres, al vilipendio y 

al oprobio de perder la independencia de consentir que extraflos vengan 

a arrebatarnos nuestras instituciones y a intervenir en nuestro regimen 

interno." (Z) 

(Z). Manifiesto a la Nación del lZ de abril de 186Z. 

;'': 
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"Hacia 1870 liu únicae potencias mundiales exportadorae de ca­

pital eran Inglaterra y Francia, naciones que tenían en México colonias 

de ciudadanos que se hab{an adaptado al pa!s. Sin embugo, tanto ingle­

ses como franceses pensaron que las perspectivas en México como cam• 

po de inversión no eran del todo halagüeftas, más que nada porque nues -

tro paí's era el mercado natural para EUA, y en cualquier momento este 

pa(s avanzarfa y extender{~ eus dominios hasta Centroamérica." (3) 

Siendo"ºª minor!a de inversionistas ingleses persiutiendo en la 

perspectiva que les brindaba México con resultados adversos, ya que 

terceras personas que intervenían eran las que gozaban de los frutos 

obtenidos, se dictaron medidas para hacer de México una nación homo­

géúéa, y entre dichas medidas podemos mencionar: la emisión de mo­

neda, la regulación del comercio exterior, la construcción de ferroca­

rriles, etc. ; pero debido a la situación que prevalecía en el país, fue 

difícil llegar a las metas fijadas. 

Como consecuencia de la falta de moneda en el sector privado, 

nadie hacía inversiones en la industria y la agricultura. Eran un número 

(3). Comité Bilateral. op. cit. p. 74 
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re.ducido 101 inveraionistaa, pero de la situación en que se encontraba 

México en aquella época, no se podía esperar más de lo que ya se había 

iniciado: "el deslinde de terrenos baldros y el fomento de la colonización; 

la construcción de un canal en el Istmo de Tehuantepec para comunicar 

los dos océanos: el establecimiento de bancos ·hipotecarios para movi• 

lizar y acrecentar la riqueza pública; regl11;s a efecto de que el ejecutivo 

pudiera hacer concesiones para la construcción de ferrocarriles y la 

relativa a extender las líneas telegráficas en varias direcciones y hasta 

los más remotos lugares de nuestras fronteras." (4) 

B. • PERlODO PORFIRlSTA 

Algunos autores opinan, que la ruatoria de la inversión extran­

jera en México, tiene sus principales raíces a partir de la asunción a 

la Presidencia del General Porfirio Dfaz en el afio de 1876. Sin embargo, 

considero que ya con anterioridad se habí'an gestado y se ventilaban las 

formas y medios para invertir capitales extranjeros en México. 

(4). Idem p. 74 
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El Gobierno aristocrático del General Díaz, ha sido el que más 

polémicas ha provocado en el medio nacional, ya que el género de acti­

vidades políticas, econc'Jmicas y sociales a desarrollar estarían durante 

sus 33 allos de dictad\<ra, investidas de un amplio liberalismo. 

El General Díaz inicialmente se encontró con una economía emi­

nentemente agrí'cola, muy pocas seña¡es de industrialización, pocos in­

telectuales y con gran riúmero de terratenientes. Su tendencia era lograr· 

el desarrollo del país consiguiendo por ese medio la unidad política del 

mismo; su medio para lograrlo era la fuerza. 

La promulgación de leyes, decretos, reglamentos y otras dispo­

siciones, fueron la base para fomentar las actividades productivas en el 

país. 

Con una clara visión, pudo observar que la economía del país para 

bastarse por sí, era practicamente nula, y así fue como concluyó que al 

país le eran necesarios los recursos indispensables para comunicarse 

con los demás países, y para dotarlo de las obras y servicios públicos 

de primera necesidad. La política a seguir era llevar los intereses na­

cionales a través de las fronteras, llegando a obligar a los capitales 

mexica~os a la participación en conjunto con las inversiones extranjeras. 

Espinosa de· los Reyes, ·afirma que el interés de los norteameri­

canos en los recursos económicos de México y las concesiones que otor-
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gó el Estado "dieron como resultado que en el período comprendido de 

1874 y 1877, México se convirtiera en el país en el que preferentemen-

te se localizaban las inversiones extranjeras norteameircanas. Para 

1897 Estados Unidos había colocado en nuestro país el 29. 3"/o del im-

porte total de sus inversiones directae o indirectas en el extranjero. 

En ningún otro país tenía invertida una proporción mayor". (5) 

Durante todo el gobierno del General Porfirio Díaz las inversio-

nes procedentes de los Estados Unidos fueron las que más constancia y 

volu.rnenes tuvieron. 

La abundancia de ricos yacimientos mineros en México fue reco-

nacida en el mundo prácticamente desde que Espaffa conquistó estas tie-

rras. En el México independiente se promulgaron el Código Minero de 

1884, la Ley Minera de 1887 y la Ley Minera de 1892. Existía una gran 

fiebre por los recursos minerales de México, y el General Díaz tuvo que 

hacer frente a abundantes problemas en la industria minera. 

La Ley Minera de 6 de junio de 1887 provocó una avalancha de so-

licitudes para explotar yacimientos: en menos de medio ai'lo se crearon 

en nuestro pai'a 859 nuevas empresas mineras. 

Otro grande sector participante de la inversión extranjera duran-

te el gobierno del General Díaz fue lo referente a los ferrocarriles. La 

agricultura, la minería y el comercio encontraron en este medio de co-

(5). Espinosa de los Reyes, Jorge. "Relaciones Económica61,. entre México 
y Estados Unidos, 1870-1910". México, 1951. p.177 
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municación un eslabón determinante para su expansión. Consideramos 

que en este período el principal control económico del país lo ejerdan 

los norteamericanos. 

Al final del regimen de Díaz tres cuartas partes de las minas, la 

mitad del petróleo y aproximadamente, una cuarta parte de la tierra de· 

México pertenecieron a los norteamericanos. 

Los extranjeros fprmaban entre nosotros, debido a la deficiente 

organización social en aquel perfodo, un E atado dentro del Estado. Se 

organizaban en forma de colonias, con el ministro plenipotenciario co-

mo superior. Todos los negocios privados importantes que se relaciona-

ban con el Gobierno nacional, eran tratados siempre por conducto del re-

presentante diplomático, por lo que este no ejercía su función con res-

pecto a relaciones extranjeras, sino que servfa de protector inmediato de 

sus compatriotas, Los extranjeros eran más invencibles a la competen-

cia comercial. Formaban siempre parte de las clases privilegiadas, (6) 

Por todas las razones expuestas, debemos tomar en cuenta que 

uno de los factores básico.a del descontento general con el gobierno, fue 

la estrecha conexión entre el regimen de DÍaz y el capital extranjero, 

originando el movimiento revolucionario en noviembre de 1910. 

(6\. González Roa,Fernando. "El aspecto agrario de la Revolución Mexicana". 
México, 1919. P• 298 
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Sin embargo, ya conocida la situación en que se encontraba Mé-

xico, el exterior tuvo confianza en su estado político y gran cantidad de 

inmigrantes llegaban a establecerse con sus capitales en la banca, co-

mercio o industria, pudiéndose marcar con esto el comienzo de la indus-

trialización y desarrollo económico del país. 

C. - DE LA REVOLUCION MEXICANA A LOS INICIOS DE LA Za. GUERRA 
MUNDIAL: 1911 - 1940. 

El 20 de noviembre de 1910, se inicia para México la etapa más re-

volucionaria de su historia, frenando temporalmente el crecimiento eco-

nómico e industrial desmesurado que se había iniciado durante los 33 años 

de gobierno del General Díaz. 

Francisco I. Madero comanda la sublevación del pueblo llevando 

como directiva de su gobierno, el sufragio efectivo y la no reelección. 

Asume la Presidencia de la República el 6 de noviembre de 1911. Ya con 

aiüerioridad a esa fecha, en diciembre de 1908, había publicado su libro 

titulado "La Sucesión Presidencial de 1910 11
, en el que sin desconocer las 

grandes virtudes personales y políticas del General Dí'az, señalaba el 

gran peligro en que el país se encontraba. 

Madero queda el reinado de la justicia social, y de todos los ma-

les que afligían al país solo uno había desaparecido: la dictadura del Ge-

neral Porfirio Díaz. Sin embargo, no obstante que existía en el país un 

sentimiento popular en contra del extranjero, en virtud de la gran domi-

nación que tuvo la inversión extranjera, Madero prometía en el Plan de 
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San Luis, en su proclamación revolucionaria, que las obligaciones con­

traídas durante la administración del. General Díaz con gobiernos extran­

jeros, serfan acatadas por el pueblo mexicano para respetar los intere­

ses extranjeros. 

Poco tiempo después, el 22 de febr.ero de 1913, Victoriano Huer-

ta, comandando la jefatura del .ejérci~? revolucionario, asesina a Made-

ro junto con su Vicepresidente José María Pino Suárez. Consumado es-

te acto de traición, la marina de los Estados Unidos de Norteamérica in­

vade México el 21 de abril de 1914. No tarda Victoriano Huerta en abando­

nar el poder, después de un corto período de catorce meses. 

Don Venustiano Carranza asume el control de las fuerzas suble­

vadas, sin responder a los anhelos de reparto de tierras propuesto por 

Emiliano Zapata en el Plan de Ayala. El S de febrero de 1917,Carran­

za convoca un Congreso Constituyente que promulga la Constitución.Po­

lítica de los E atados Unidos Mexicanos, que en gran medida, satisfizo 

las demandas planteadas por los revolucionarios, principalmente en lo 

que toca a la propiedad de la tierra y a la explotación del subsuelo. Una 

conspiración encabezada por Alvaro Obregón se levanta contra Venustia­

no Car r~nza, quien mue re asesinado el 27 de mayo de 1920. 

Cuando por fin en 1921 las relaciones entre México y los Estados 

Unidos de Norteamérica regresaban a la normalidad, aquel país empie­

za a presionar al gobierno mexicano para que éste diera un efectivo tra­

to de privilegios a los ciudadanos extranjeros norteamericanos que tuvie-
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ren en reclamaciones contra México por pérdidas de propiedades duran-

te el periodo revolucionario, basándose en que dichas reclamaciones 

habfan recibido, hasta entonces, numeros.as promesas de ser satisfechas 

por los diversos gobiernos revolucionarios. As( fue como Washington le 

negó el reconocimiento al gobierno del Presidente Alvaro Obregón desde 

192.0 a 192.3, para forzarlo a firmar un tratado sob:r~ las citadas reclama-

clones. En 192.l, los Estados Unidos de Norteamérica propusieron un 

"Tratado de Amistad y Comercio" que contenia muchas referencias concre-

tas a la Constitución de 1917 y un Decrato de 1915, que afectó derechos mine-

ros en México (7). Los norteamericanos quisieron que el gobierno de Mé-

xico declarara que las disposiciones constitucionales y el decreto, no se 

aplicarán retroactivamente para que no afectaran terrenos y derechos mine-

ralea que pertenedan en perpetuidad a los ciudadanos norteamericanos. 

Años más tarde en 192.3, por medio de los Tratados de Bucareli se 

llega a un acuerdo. El primero de los Tratados contení'a disposic1~nes 

para el arreglo de todas las reclamaciones que pudieran tener los ciudada-

nos norteamericanos contra el gobierno mexicano que surgieron antes de 

·la Revolución de 1910. Asi, los inversionistas extranjeros en México go-

zaron de un tratamiento privilegiado en comparación con los mismos du-

dadanos mexicanos. 

El objeto del segundo de los Tratados fue resolver las reclamaciones 

norteamericanas por pérdidaa de propiedad a través de expropiaciones o da~ 

ñas causadoa por las fuerzas revolucionarias de 1910 a 1920. El resultado 

(7) González Ramírez,Manuel. "Los llamados Tratados de Bucareli 11 ,~éxico 1939 
p.p. 391-405 
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fue que los inversionistas extranjeros, ten{an una posición de acreedores 

pre~erentes, gozando de prioridad para sus reclamaciones, con el dere-

cho o procedimiento especial sumario de cobranza, contra el gobierno me­

xicano. Los tribunales y leyes tendientes a regular la actividad del in­

versionista en México, no se iban a aplicar a 10:1 extranjeros, aunque 

los mexicanos tendrían que cumplir con su:i disposiciones. Consecuente­

mente a estas disposiciones, afloran a nues~ro alcance, pol(ticaa restric­

tivas que hasta la fecha se siguen en cuanto a la participación de los extran­

jeros en las sociedades mexicanas. 

Durante esta época, dos eran los campos de atracción para el ex­

tranjero: el petróleo y la energfa eléctrica. 

El 26 de diciembre de 1925 se promulga la Ley del Petróleo Regla­

mentaria del Artículo 27 Constitucional, misma que ratificaba los lineamien­

tos constitucionales sobre el dominio directo del petróleo, la inalienabili­

dad, la imprescriptibilidad y prohib(a a las sociedades extranjeras la ad­

quisición de bienes raíces, 

Las compai'iÍas petroleras no tardaron en manifestar su desconten­

to contra la ley de referencia, logrando que al régimen contenido en le 

mencionada ley fuer,e abandonado por Decreto de 3 de enero de 1928. 

A partir de este Decreto de 1928, las empresas petroleras y sus 

gobiernos se mostraron satisfechas frente al cuerpo legislativo que tendía 

a regular la explotación del petróleo. Era lÓgico suponer entoncés, la 

gran afluencia de capital extranjero en México, sobre todo en el campo de 
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explotación del petróleo realizada por empresas extranjeras. Como conse­

cuencia de estos acontecimientos fue palpable la intervención en los nego• 

cios bancarios, y la influencia en 1.as decisiones políticas y el control de 

muchos medios de difusión: (8) 

Surgen unas sfotesis de Luchas y pugnas en contra del gobierno y 

del pueblo de México, a raíz d~ la gran influencia extranjera en la econo­

mía del país, representando un menoscabo y un atentado directo en contra 

de hue stra so be ranfa, 

El entonces Presidente de M~xico, General Lázaro Cárdenas, se 

ve obligado a intervenir en los conilictos sucitados entre t.as empresas y 

los trabajadores, y con una c tara visión de consecuencias, decreta la ex­

propiación de las empresas petroleras el 18 de marzo de 1938. 

"Antes de tomar cualquier medida, se ordenó una investigación en 

las empresas petroleras, cuyas conclusiones más relevantes fueron: las 

principales empresas petroleras que operan en México nunca estuvieron 

vinculadas al país, y sus intereses fueron ajenos, y en ocaciones opuestos, 

al interés nacional. 11 (9). 

La expropiación de las empresas extranjeras petroleras decretada 

(8). Comité Bilateral. op. cit. p. 91 

(9). Idem. p. 91 
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por el General Lázaro Cárdenas, constituyó un gran avance económico 

para México, y marcó para el pa{s el inicio de la pol{tica a seguir con 

el exterior. 

Anteriormente mencioné que la energfa eléctrica en aquella época 

constitu{a también uno de los principales campos de atracción para el in-

versionista extranjero. La principal razón era que la Co11stituciÓn de 

1917 no inclu{a ninguna referencia sobre la materia eléctrica en forma ex-

presa, y consecuentemente, en el afio de 193Z, el Ejecutivo de la Unión se 

' 
viÓ obligado a solicitar del Congreso, ·1a reforma a la Carta Fundamental 

en su Art{culo 73, fracción X, a través del cual se otorgaba. al Congreso 

la facultad para legislar en materia de energ{a eléctrica. 

En el mismo af'í.o que se decretó la expropiación de las empresaJS 

petroleras, se promulgó con fecha 31 de diciembre , la Ley de la Industria 

Eléctr_ica, misma que se convirtió en la legislación fundamental en el caro-

pode energ{a eléctrica, Afies más tarde, se realizaban operaciones con 

las empresas extranjeras que monopolizaban la industria, llegando a una 

feliz transacción, trayendo corno consecuencia, la culminación en la nacio-

nalizaciÓn de la Energ{a Eléctrica. 

México comenzaba a realizar grandes avances dentro de su econo-

m{a per~, sin embargo, la eituaciÓn no era del todo favorecedora, ya que 

se ve{a venir uno de los más grandes conflictos mundiales por los que el 

mundo ha atravesado, Pero antes de continuar con esta breve resefia histÓ-

rica de las infiltraciones extranjeras y de la economia del pafs, será nece-
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sario abordar algunas doctrinas y disposiciones legales que merecen im­

portancia porque además de haber encontrado sus or{genes dentro de las 

épocas que hemos analizado, constituyen antecedentes relevantes de regu­

lación y polfticas adoptadas para con el extranjero. 

a) La Cláusula Calvo 

En el afio de 1868, el jurista argentino Carlos Calvo, aporta al Dere­

cho Internacional. una de las prineipales doctrinas con respecto a la inter­

vención extranjera. Está doctrina fue incorporada posteriormente al Arti­

culo 27 de Ja Constitución Pol[tica de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. 

Debido a que la mayor parte de los gobiernos latinoamericanos acaba­

ban de pasar por un periodo de fricciones y luchas entabladas contra las po­

tencias europeas para conquistar su independencia, se convirtió la Cláusula 

Calvo en la técnica más exitosa para la resolución permanente de Ja inter­

vensiÓn. 

Calvo visualizó el problema real que vivían los paises latinoamerica­

nos, en conexión con la protección dada por las grandes potencias a sus na­

cionales residentes o con interés en Arnéric.a Latina, y fue as[ como consa­

gró el principio de igualdad entre nacionales y extranjeros. Niega en forma 

definitiva la posibilidad de que los extranjeros gocen de privilegios o trata­

miento especial en relación con los nacionales, !o cual seria claramente inex­

plicable y contrario a todo principio de justicia fundado en la igualdad. 

La Doctrina Calvo tardó en ser abiertamente aceptada por las grandes 

potencias, pero finalmente no faltaron declaraciones oficiales dándole validez. 
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En México se pensó en dar estructura o forma legal a los principios 

expuestos por Carlos Calvo, tratando de reglamentar en especial las in­

versiones hechas por extranjeros,obligándolos a someterse a dichas posi­

ciones legales tendientes a evitar conflictos de caráct~r internacional. 

b) Fracciones I y IV del Art[culo 27 Constitucional. 

La aportación de Carlos Calvo en nuestro sistema constitucional 

se funda principalmente, como lo indiqué. anteriormente, en la incorpora­

ción de su doctrina, dentro de la fracción primera del Articulo 27 de nues­

tra Carta Magna, que a la letra expresa: 

"Solo los mexicanos p·o r ·nacimiento o por naturalización y las 

sociedades mexicanas tienen derecho para adquirir el dominio de las tie­

rras, aguas y sus accesiones o para obtener conce.sione s de explotación 

de minas o aguas. El Estado podl'á conceder el mismo derecho a los ex­

tranjeros, siempre que convengan ante la Secretaria de Relaciones en con­

siderarse como nacionales respecto de dichos bienes y en no invocar por 

lo mismo la protección de sus <;:;obiernos por lo que se refiere a aquéllos; 

bajo la pena, en caso de faltar al convenio, de perder en beneficio de la 

NaciÓn,los bienes que hubieren adquirido en virtud del mismo." ... 

Conviene hacer la comparación de nuestro Articulo 'l.7 Constitucional 

en su fracción primera, con el .Artfculo 50 de la Constitución Venezolana 

de 1931 como ejemplo tipico de aportación internacional: 

11NingÚn contrato de interés pÚblico conclufdo con el gobierno fede­

ral, o con los gobiernos de los estados, o con los municipios, o con cual-
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quier otro poder público no podrá ser cedido, ni total ni parcialmente, a 

gobiernos extranjeros, y todos serán considerados como conteniendo la 

cláusula siguiente, aún cuando no se encuentre expresa en ellos: "Las 

dificultades y las desavenencias de cualquier naturaleza a las que pueda 

dar lugar este contrato y que no pueden oer reoueltas amigablemente por 

los tribunales competentes de Venezuela, conforme a sus leyes, sin que 

por ningún motivo o causa alguna,· puedan dar lugar a reclamaciones del 

extranjero." (l O) 

, Además de la referencia hecha a.la aportación por nuestra Consti-

tución de 1917 de la Doctrina Internacionalista del jurista argentino Carlos 

Calvo, cabe aefialar que las fracciones I y IV del Artículo 27 Constitucional' 

contienen derivaciones importantes de hecho y de derecho que nuestra le gis -

laciÓn establece en materia de inversiones extranjeras. 

De acuerdo con lo dispuesto por la fracción primera ya mencionada, 

existe f~ posibilidad para un extranjero de adquirir bienes inmuebles dentro 

del territorio nacional, pero fuera de la zona prohibida, siempre y cuando 

haya las renuncias a que se refiere el convenio que ordena para estos casos 

el propio Artículo 27 Constitucional. 

La fracción IV del Artículo 27 Constitucional fue creada por el le-

gislador constituyente con la finalidad de evitar los desmedidos acapara-

mientos de tierras de todas clas ea' que se venían efectuando por el clero y 

los extranjeros y que conservaban con fines especulativos. Esta fracción 

(10) Citado por Mendoza Mariscal, David "lnconstltucionalidad de la Legislaci6n 
complementaria de lao fracc.lones, 1 y IV del Artículo 27 Constitucioual." Tesis 
Profesional. México 1970 p. 46 
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dice lo siguiente: "Las sociedades comerciales, por acciones, no podrán 

adquirir, poseer o administrar fincas rústicas. Las sociedades de esta 

clase que se constituyeren para explotar cualquiera industria fabril,minera, pe-

trolera o para algún otro !in que no sea agrícola, podrán adquirir, poseer 

o administrar terrenos únicamente en la extensión que sea estrictamente 

necesaria para los establecimientos o servicios de los objetos indicados, 

y que el Ejecutivo de la Unión, o de los Estados, fijarán en cada caso;" 

c) La Ley Orgánica de la Fracción 1 del Artículo 27 Constitucional. 

Después de los preceptos legales ya s efialados, algunos de los cua-

les regulan la materia de inversiones extranjeras en México, es necesario 

hacer referencia a la Ley Orgánica de la fracción 1 del Artículo 27 Cons-

titucional, promulgada el 21 de enero de 1926, durante la presidencia del 

General Plutarco Elías Calles. 

La citada Ley seffala en su Artículo lo., aparte de la prohibición a 

que se refiere la fracción 1 del mencionado Artículo 27 de nuestra Carta 

Magna, para que los extranjeros adquieran inmuebles en la zona seffalada 

en el mismo, que los extranjeros no podrán ser socios de sociedades mexi-

canas que adquieran terrenos dentro de la faja prohibida. Por otra parte, 

sefiala además, a fin de que un extranjero pueda ser socio de una sociedad 

mexicana que adquiera el dominio de tierras, aguas y sus accesiones, o con-. . 
cesiones de explotación de minas, aguas o combustibles minerales; entendién-

dose que su localización esté fuera de la zona prohibida, deberá hacer el con-

venio ante la Secretaría de Relaciones Exteriores a que se refiere la fracción 
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I del citado Articulo 27 Constitucional. 

La Ley a que hacemos referencia sel'iala que no se podrá conceder 

permiso a
0

los extranjeros para ser socios o participar en sociedades me-

xicanas que posean o adquieran predios rústicos y cuyo objeto social sea 

la explotación agrí'cola, cuando dichos extranjeros conserven el cincuenta 

y uno por ciento o más del interés total de Ja sociedad. Además se preveé 

el caso de las sociedades ya existentes con anterioridad a la vigencia de es-

" ta Ley Reglamentaria, en las que el cincienta·y uno por ciento o más del 

interés total de las mismas, se encuentre en manos del extranjero; y se 

señala que tratándose de personas fí'sicas, podrán conservar su participa-

ciÓn hasta la muerte, y que las personas morales s6!o conservarán su in-

teré s o participacié,n por un término de diez afios. Asimismo se reglamenta 

la adjudicación de bienes inmuebles en favor de extranjeros, en virtud de 

haber sido heredados por los mismos y se faculta a la Secretar(a de Relacio-

nes Exteriores para extender permisos para efectuar dichas adjudicaciones 

condicionándolas a que el adjudicatario transmita lo~ derechos de propiedad 

adquiridos, en el término de cinco años, cuando el inmueble se encuentre 

dentro de Ja zona prohibida, a, persona capacitada por la Ley. Dicho tér-

mino deberá contarse a partir de la 1nuerte del autor de la sucesión. En forma 

paralela se preveé y reglamenta el caso de adjudicaciones, derivadas de de re-

chos pre-existentes adquiridos de buena fe, solo que el término para trans-

mitir los derechos sobre el bien adjudicado debe comenzarse a contar desde 

el momento en que la adjudicacién haya sido efectuada. Por Último, se esta-

blece la nulidad de los actos ejecutados y los contratos celebrados pasando por 
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alto las normas que establece el ordenamiento legal citado y se faculta al 

Ejecutivo para reglamentar las disposiciones de la Ley. 

d) Reglamento de la Ley Orgáncia de la fracción 1 del Artfculo 27 

Constitucional. 

El reglamento fue promulgado el Z9 de marzo de 1926, y en su 

Artfculo lo. establece que los notarios, .1=Ónsules mexicanos en el extranje-

ro y cualesquiera otros funcionarios a quienes incumba., se abstendrán, ba-

jo la sanción de perder dichos cargos, de autorbi:ar escrituras u otros ins­

trumentos en que se pretendan transmitir a individuos o sociedades extranjeras, 

el dominio directo sobre tierras, aguas, o sus accesiones, en una faja de 

cien kilÓmetros a lo largo de las fronteras y de cincuenta ki!Ómetros a lo 

largo de las costas, o conferir o transmitir a individuos o sociedades ex­

tranjeras cualquier interés o participación como socios en sociedades mexi­

canas que tengan el dominio sobre tiert'as, aguas o sus accesiones en .las fa-

jas de referencia. También seíl.ala otra prohibición para aquellos funcion.a-

rios mencionados, respecto a autorizar escrituras que contengan constitución 

de asociaciones o sociedades mexicanas de carácter civil o mercantil que 

deseén estal' en posibilidad de admitir socios extranjeros, y en su caso, 

también adquirir la propiedad y dominio sobre tierras, aguas, o sus acce­

siones fuera de la faja· prohibida, sin que se consigne la apot'taciÓn de Carlos 

Oalvo que dice: 

"Todo extranjero que, en el acto de la constitución o en cualquier 

tiempo ulterior, adquiera un interés o participación social en la sociedad, 
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se considerará por ese simple hecho como mexicano respecto de uno y otra, 

y se entenderá que conviene en no invocar la protección de su Gobierno, 

bajo la.pena, en caso de faltar a·su convenio, de perder dicho interés o 

participación en beneficio de la Nación. 11 Se seiiala además la obligación 

de solicitar de la Secretaría de Relaciones Exteriores, permiso para la cons­

titución de las asociaciones o sociedades, as[ como en cada caso de adqui-

sición de los referidos bienes, También se ordena a los funcionarios de que 

tratamos, que sea insertado dicho permiso en las escrituras que autoricen, 

ordenando a los encargados del Regi:Jtro Público, se abstengan de inscri­

bir tafos escrituras cuando no contengan inserto el permiso correspondien­

te, teniendo que dar aviso, los registradores, a la.Secretaria de Relacio­

nes Exteriores de toda inscripción que se realice. 

El articulo So. preveé el caso de las sociedades y asociaciones me­

xicanas ya existentes que tengan el dominio de tierras, aguas y sus acce­

siones o concesiones de explotadÓn de minas, aguas y combustibles 

minerales, para que en caso de transmisión de acciones o participaciones 

a personas .extranjeras, se incluya la cláusula contenida en el Artfculo 2o. 

del propio Reglamento, en los estatutos sociales. Se señala la obligación 

de sociedades ya existentes que tengan o puedan tener socios extranjeros 

de cumplir con el requisito del permioo en caso de adquisiciones de tierras, 

aguas y sus accesiones. 

Establece que cuando se trate de sociedades mexicanas cuyo fin sea 

el adqiµrir finca11 rústicas con fines agrícolas, deben sujetarse a lo siguien-
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te: 111. No podrán llevar al cabo ninguna adquisición cuando el cincuenta por 

ciento o más del capital o interés social perteneciera a extranjeros, II. Si 

h sociedad fuere por acciones, éstas deberán tener el carácter de nomina-

tivas, pudiendo ser transmisibles po:~ cesión ordinaria o por simpl"e endoso 

y no se registrará ninguna enajenación de acciones a favor de extranjeros 

ni las enajenaciones que se hicieren producirán efecto alguno, cuando en 
. .. 

virtud de ellas e! cincuenta por ciento o más de las acciones resulte ser de 

extranjeros. 11 

Es importante en este Reglamento lo dispuesto en su Artfculo 80, que 

previene que las sociedades mexicanas constituidas con fines G¡:ue no sean 

agricolas y deseen adquirir, poseer o administrar terrenos dentro de la 

zona prohibida, deberán obtener el previo permiso de la Secretaria de Rela-

ciones Exteriores conviniendo que "ninguna persona extranjera, fisica o 

moral, podrá tener participación social alguna o ser propietaria de acciones 

de la sociedad. Si por algÚn motivo, alguna de las personas mencionad.as 

anteriormente, por cualquier evento llegare a adquirir una participación: 

social o ser propietaria de una o más acciones, contraviniendo asilo esta-

b1ecido en el párrafo que antecede, se conviene desde ahora en que dicha ad-

quisiciÓn será nula y por tanto cancelada. y sin ningún valor la participación 

social de ·que se trate y los tftulos que la representen, teniéndose por redu-

cido el capital social en una cantidad igual al'valor de la participación can-

celada. 11 

La cláusula que se cita conteniendo el convenio de exclusión de extran-

jeros en este tipo de sociedades, por disposición del propio articulo, deberá 
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asimismo hacerse constar en la escritura social de las sociedades sin 

acciones, excluyendo a éstas de su texto. 

El Articulo 9o. preveé la posibilidad de adquisición de intereses o 

participación en sociedades mexicanas que posean fincas rústicas y cuya 

finalidad sea de tipo agrícola, por extranjeros o sociedades extranjeras 

cuya participación ascienda a más del cincuenta y uno por ciento y haya 

sido adquirida por dichas personas con posterioridad al lo. de mayo de 1917 

y con anterioridad a la vigencia de la Ley Orgánica que se reglamenta. 

Enseguida se reglamP.nta el ca!!O que regul.:l la Lay Orgánica,cuando 

los derechos adquiridos por extranjeras respecto del dominio directo sobre 

tierras, aguas. y sus accesiones o su participación social en J<. ·-Jades qu.e 

tengan dichos derechos, objeto de la propia Ley, anteriores a su vigencia, 

con excepción de los seiialados en el Artfculo 4o. de dicho Ordenamiento; 

se dispone por el Ardculo lOo. que si el poseedor de los derechos de que se 

trata, fuere una sociedad extranjera, o mexicana con socios extranjeros, 

podrán ser conservados p·:ir el término en que la sociedad subsista conforme 

a su escritura constitutiva. Se seflala a continuaciÓn·en el Reglamento de la 

Ley Orgánica,la posibilidad de una extensión del plazo de cinco afies que con­

cede la Ley a los ext-ranjeros que adquieren por herencia bienes dentro de la 

faja prohibida, o que les fueren adjudicados, en virtud de derechos pre-exis­

tentes, pudi_endo conceder la Secretaria de Relaciones Exteriores dicha ex­

tensión cuando se hubiere presentado alguna causa legítima que impidiera 

la transmisión de Ia propiedad dentro del término de Ley a persona legal-
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mente capacitada. 

Por Último, 1e refiere al tratamiento e1peclal dado a loe extranjeros 

que '"engan al país en calidad de colonos, sei'ialando el Artí'culo 17, que loa 

extranjeros que vengan al país en calidad de colonos, conforme a las leyes 

de colonización, y los que sean traídos por empresas coloniza.doras autori­

zadas por el gobierno, podrán adquirir bienes raíces dentro de la zona de 

·cien kilómetros de la frontera o de cincuenta kilómetros de las costas, siem­

pre que se llenen los requisitos y condiciones que el mismo artí'culo enumera. 

c) Otras disposiciones. 

Conviene mencionar, algunas otras disposiciones legales de la época, 

que sin tener la importancia de las que se han expuesto, no dejan de ser ci­

mientos en la estructuración y regulación de alguna parte de las inversiones 

.extranjeras en México. 

El 11 de octubre de 1926, la Secretaría de Relaciones Exteriores en 

contestación a un escrito de la CompafiÍa de Teléfonos y Bienes Raíces, S.A. 

asentó un criterio importante de actuación y polÍtica a seguir, en el sentido 

de que las sociedades constituídas o adicionadas con el~previo permiso de la 

Secretaría prevenido por los Artículos 2o., So. y 60. del Reglamento de 

la Ley Orgánica de la fracción I del Artículo 27 Constitucional, no neceai­

taban solicitar un nuevo permiso para cada adquisición posterior. 

La. Secretaría de Relacione11 Exteriores, cambió su criterio al rea• 

pecto con base en el Acuerdo del lo. de agosto de 1939, expedido por el 

entonces Presidente de la República General Lázaro Cá~denas. En dicho 

acue.rdo se dejaban sin eíecto las declaraciones que había hecho la Secre­

taría de Relaciones Exteriores el 30 de octubr~ de 1935, relativas a la in-
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terpreta.ciÓn de las .fracciones I, IV, y Vl del Artfoulo 'Z.7 Constitucional, 

a.firmando que las aociedades mexicanas, cualesquiera que sea su género 

y e1pecíe, están capacitadas para adquirir pr-:ipiedad rafz en el territorio 

nacional. Se permit{a a la Sec::retarfa autorizar la constitución de toda 

clase de sociedades mercantiles por acciones, cualesquiera que sea .;u ob­

jeto y permitfa la adquisición de la propiedad rafz en 1011 términos de la 

Iracc::iÓn IV del Artfculo 'Z.7 Constitucional. 

Después de estudiar las disposiciones legales en la materia de inter­

vención extranjera en el campo que nos ocupa, dentro de la época histórica 

que analizamos, podemo11 observar la !orm:i como se iban creando la11 con­

diciones sobre las cuales estaba ingresando el capital extranjero en México. 

Pero las disposiciones en la materia no concluirán ni estaban agotadas, 

pue11to que a continuación expondremos la etapa más trascedental de Mé­

:idco, dentro de la cual se dictaron díspo11iciones de relevante importancia 

en cuanto a la regulación extranjera, y de consecuencias actuales dentro 

de la economCa del pa{s. 

D. PERIODO PRESIDENCIAL DE GENERAL MANUEL AVILA 

CAMACHO. 

El aiio de 1940 marca el principio de uno de los más importantes 

cambios en las políticas económicas de México ante las inversiones extran­

jeras. Manuel Avila Ca.macho asume la Presidencia de la República Me­

ldcana el lo. de diciembre de 1940, época de México que iba paralela y 

atenta. . al conílicto mundial. La Segunda Gue1·ra Mundial imped(a que las 

inversiones extranjeras vinieran a México en volÚrnenes importantes, pero 
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sin embargo, se notaban un ílujo de capitales que buscaban protegerse y 

que lograron su cometido, ocasionando con posterioridad, una grave des­

compensaciÓn en nuestra economía. El pafs en aquel entÓnces ofrecfa a 

los inversionistas tanto nacionales como extranjeros medidas proteccionis­

tas y nuevos campos de inversiÓn,como en la industria del hierro y del ace­

ro, cuyos capitales se asimilaron a la economía nacional, provocando con ello 

la reinversión de los pro~uctos. de éstas y sobre todo la fusión de capital 

nacional y extranjero. La situación era ideal para el inversionista, sin 

embargo, no era del todo tranquilizadora. A rafz del hundimiento de dos 

buques petroleros mexicanos, el "Petrolero del Llano" y el "Faja de Oro", 

México se declara abiertamente en estado de guerra contra Alemania, Italia 

y Japón, el 22 de mayo de 1942. 

a) Decreto de lo. de junio de 1942· 

... Como consecuencia del estado de guerra en que se encontraba Méxi­

co con Alemania, Italia y Japón desde el 22 de mayo de 1942, el lo. de ju­

nio del mismo al'lo, se expidió un decreto que aprobaba la suspensión de 

algunas garantías individuales consignadas en la Ley Fundamental. (11) 

El Decreto a que hago mención, será analizado ampliamente en el siguiente 

capitulo de este trabajo, sin embargo, es necesaria la referencia al mismo, 

en virtud de ser éste. la base tror:cal del Decreto de 29 de junio de 1944, 

Posteriormente a la expedición del decreto de suspensión de garan­

tiaa, el General Avila Camacho expide el 11 de junio de 1942 la Ley de Pre-

(11). Publicado en el "Diario Oficial" el Z de junio de 1942. 
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venciones Generales, relativa a la suspensión de garantfas individuales. 

(lZ). Esta Ley merece su atención, ya que en ella encontramos explicacio-

nes y declaraciones sobre la pol{tica y actuación a que México deb{a de en­

frentarse durante el tiempo que durara la suspensión de garantías. En dicha 

Ley de P;evenciones Generales, manifiesta el Ejecutivo su gran preocupación 

para atender durante el estado de guerra las exigencias de los ciudadanos y 

aún del exterior. Nunca hab(a estado el Ejecutivo investido de tan amplias 

facultades. En la mencionada ley, el Ejecutivo consideraba que las limita­

ciones que deb{an sufrir algunas de las garant(as consagradas en la Constitu­

ción y cuya suspensión fue autorizada, deb{an de realizarse exclusivamente 

por el propio Ejecutivo quien serfa la autoridad Única que podr{a dictar dis­

posiciones en esta materia, y solo a través de sus inmediatos colaboradores, los 

Secretarios de Estado, el Procurador General de la República y los Jefes de 

los Departamentos. 

Esta Ley de Prevenciones Generales, establecía en su Artfoulo lo., 

que la suspensión de garantías decretada el lo. de junio de 1942 iba a sujetar­

se, además de lo dispuesto por dicha ley, a las disposiciones que posterior­

mente expidiera el Ejecutivo de la Unión en uso de las facultades que le fue­

ron otorgadas. Continuaba estableciendo las limitaciones de algunas garan­

tías constitucionales y manifestaba lo que debfa de entenderse por "Legisla­

ción de Emergencia 11 , diciendo que era aquella dictada por el Ejecutivo fede­

ral, en uso de las facultades que le conferfa el Artículo 3o, del Decreto de 

(lZ.). Publicada en el "Diario Oficial" el 13 de junio de 1942. 
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1 o. de junio de 1942. 

Toca ahora hacer mención al Decreto de Z9 de junio de 1944, objeto 

principal del presente trabajo, expedido por el Ejecutivo en uso de las ía-

cultades que le otorgaba el mencionado Decreto de suspensión de garant(a1 

enmarcada& en una época histórica de estado de emergencia. 

b) Decreto de Z9 de junio de 1944. 

A mediados del afio de 1944, el Presidente de la República, General 

Manuel Avila Camacho, expidió el Decreto de referencia, haciendo uso se-

gún su propia declaración de las facultades extraordinarias que le conse-

dieron el Decreto de suspensión de garantías, de lo. de junio de l 94Z, y 

los artículos relativos a la ya mencionada Ley de Prevenciones Generales. (13) 

Dentro de los considerandos del Decreto de Z9 de junio de 1944, (el 

que en lo sucesivo de este trabajo lo denominaré como el "Decreto"), se ex-

ponían algunas de las causas que llevaron al Ejecutivo a la expedición del 

mismo, tales como la afluencia de capitales extranjeros, que al huir de sus 

países de origen en virtud de las restricciones que se les imponían por c.ausa 

de la guerra, se podían emplear con facilidad en adquieiciones y acaparamien-

tos de determinados inmuebles y empresas agrfcolas, ganaderas, forestales, 

industriales y comerciales, ocasionando por consiguiente un grave perjuicio 

a la distribución de nuestra propiedad territorial y a la participación de me-

xicanos en el desenvolvimiento económico del país. 

También se consider·aba que el Gobierno de México teni'a el deber 

(13 ), Decreto Publicado en el "Diario Oficial" el 7 de julio de 1944. 
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de velar porque la circulaci Ón de la riqueza no llegase a plantear en el futu-

ro problemas internos e internacionales, como ser(an una súbita inversión 

de capitales originada por conveniencias transitorias y su posterior emigra-

cíÓn por no haber vinculación con los intereses permanentes del país. Asi-

mismo se consideraba que México tenfa que acrecentar la producción y en-

cauzar los capitales sobrantes en el país hacia la formación de nuevas fuen-

tes de rendimiento que ofrecieran estabilidad, obligación que les correspon-

dÍa corno país cobeligerante en la contienda mundial. Finalmente el consi-

derando cuarto del "Decreto" exponía que era indispensable, mientras no se 

restableciera la normalidad, "didar medidas de emergencia, de carácter ge-

neral que pueden ser aplicadas por el correspondiente Órgano del Gobierno 

con la prudencia necesaria, respecto de determinadas empresas o negocia-

ciones existentes en el país, o de ramos industriales en que preferentemente 

se justiííque su protección." 

Ya expuestas algunas de las principales causas que motivaron la ex-

pediciÓn del "Decreto", se analizará en el siguiente capÍtulo el contenido 

del mismo. 

c) Decreto de 28 de septiembre de 1945. 

Al concluir la guerra que México sostenía con las naciones del Eje, 

el Presidente de la República, haciendo uso de la facultad que le concedía 

el Artículo Zo. del Decreto de lo. de junio de 1942, de prorrogar hasta por 

treinta días la suspensión de garantías en é¡ decretada, expidió un decreto 

el 3 de agosto de 1945 (14). con la finalidad, según sus propias palabras, de 

(14) Publicado en el "Diario Oficial" el 14 de agosto de 1945. 
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que el tránsito del estado de emergencia al régimen jurÍdico normal, no 

provocara graves complicaciones en la vida de México, en razón de la si-

tuación creada por la guerra. 

Seguía exponiendo, en los considerandos del mencionado decreto, 

que la brusca abrogación del sistema estatuído en materia de trabajo, pre-

c:los, comercio exterior, impuestos -"para no hacer mérito sino a 1011 as-

pectos más salientes de la legislación de emergencia-", sería suceptible de 

provocar serios desajustes que el poder público debería de preveer y evitar. 

Además mientras no se concertaran los tratados de paz respectivos, serí'a 

prematuro se dictaran disposicione~ .iobre la suerte de las propiedades que 

los nacionales del eje tenían en el país, y que fueran intervenidas por el Go-

bierno de la República. "Finalmente al amparo del estado de suspensión de 

garantías se establecieron normas jurídicas cuya vigencia debe ser perma-

nente, como las que se encaminan a elevar el nivel cultural de nuestro paí's." 

Por estos motivos se prorrogaba la suspensión de garantías hasta por 

treinta di'as, y al mes siguiente, el Decreto de ZB de septiembre de 1945 (15), 

levantaba la suspensión de garanti'as decretada el lo, de junio de 1942 y res-

tablecía el orden constitucional en toda su plenitud dejando sin eíeclo, como 

consecuencia, la Ley de Prevensiones Generales y su Reglamento, al igual 

que las disposicione.s expedidas ,por el Ejecutivo en ejercicio de la facul-

tad contenida en el Artículo Jo. del Decreto del Congreso de la Unión que 

(15), Este Decreto establecí'a en su Artículo lo. transitorio que entraría en 
vigor el lo. de octubre de 1945, sin embargo, se publicó en el "Diario 
Oficial" el ZB de diciembre de 1945. 
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aprobó la suspensi~n de garandas. Se exceptuaban de lo anterior, todas aque-. 

Has disposiciones que fueron ratificadas por el Congreso y se determinaban 

expresamente en el texto del propio Decreto de levantamiento del e'stado de 

emergencia. 

Su contenido será estudiado más adelante, dada la importancia que 

representa, para poder comprender la intervención de la Secretar{a de Re­

laciones Exteriores en relación con el Decreto de 29 de junio de 1944. 

No quisiera terminar el presente cap!t'ulo sin antes manifestar que 

a pesar de que el Decreto de 29 de junio de 1944 fue uno de tantos promulga­

dos durante el período de emergencia, representa en la actualidad una dispo­

sición de gran alcance y de especial importancia por las materias a las 

cuales se refiere. Con base en los breves antecedentes expuestos, pasaré 

a tratar algunas consideraciones acerca del "Decreto" para que, posterior­

mente, se analicen las consecuencias derivadas de su aplicación. 



CAPITULO S8GUNDO 

CONSIDERACIONES SOBRE .LA CONSTITUCIONALIDAD DEL DEC'RETO 
DE 29 D.E JUNIO DE 1944 

A.• Artículo Z9 Constituc.\.onal. .. 

B. - La Suspensión de Garant(as decretada el lo. de junio de 194Z 

C. - El Decreto de Z9 de junio de 1944 

a) Contenido. 

b) Decreto de 28 de eeptiembi'O de 1945. Contenido. 

c).Aplicación del Decreto de Z9 de junio de 1944 derivada del Ar-

t(culo 60. del Decreto de 28 de septiembre de 1945 

d) Inconstitucionalidad del Decreto de ZS de septiembre de 1945. 

e) El Decreto de 29 de junio de 1944 carece de vigencia 

D. - Amparos promovidos en relación con la aplicación del Decreto 

de 29 de junio de 1944 

a) Amparo en revisión No 507/62 promovido ante la Suprema 

Corte de Justicia po,. Química Industrial de Monterrey, S.A. 

b) Amparo en revisión No. 3596/64 promovido ante la Suprema 

Corte de Justicia por·Playtex de México, S.A. 
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CAPITULO SEGUNDO 

CONSIDERACIONES SOBB.E LA CONSTITUCIONALIDAD DEL DECRETO 
OE 29 DE: JUNIO DE 1944 

A. - EL ARTICULO 29 CONSTITUCIONAL: 

Este ArtÍculo es el Último dentro del_ Capítulo de "Garant(as Indi-

viduales" de la Constitución. En relaidad no establece ninguna garantfa 

espedfica , pero viene a :er el corolario <l<:l sistema jurídico que asegu-

ra la observancia de las normas contenidas en el Capítulo Primero del 

Título Primero de nuestra Carta Fundamental, ya que establece los ca-

sos excepcionales y los requisitos de fondo y de .forma para que las garan-

tí'as individuales puedan ser suspendidas, así como las limitaciones q•Je 

operarían sobre dicha suspensión. 

El texto original de este Artículo, que hasta ahora no ha sido obje-

to de reformas, es igual al del proyecto enviado por Venustiano Carranza 

al Constituyente de Que rétaro, pero difiere de la Constitución de 1857 en 

que é ata no permitía la suspensión de las garantias que aseguran la vida del 

hombre ni diferenciaba entre la suspensión que rige en todo el Territorio 

Nacional y la q'.le se reduce a ·ieterminada región. 

Este precepto es concordante con el Artículo lo. de la Constitución 

Federal, que dispone que las garantías que ella otorga solo podrán restrin· 

girse o suspenderse en los casos y con las condiciones que la propia Cons· 
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tituciÓn establece; asimismo está fntimamente relacionado con el Articulo 

49 que prohibe que el Poder Legislativo pueda depositarse en un soló in­

dividuo, salvo el caso de facultades extraordinarias a 1 Presidente de la 

RepÚb lica a que se refiere precisamente e 1 Articulo 2. 9. 

Otras normas constitucionales relacionadas con éste precepto son 

las contenidas en los artículos 73 Fracciones Vlll y XII. 78, 89 Fracci6n 

VIII y 90, relativas a los funcionarios, órganos y poderes que conciernen 

en la susp.ensi6n de garantías. 

Este Articulo abre la posibilidad de tina derogación-excepcional y 

transitoria-de algunos de los derechos pÚblicos individuales que normalmen­

te son inviolables, así' como del principio de la división de poderes. Su 

fundamento es evidente: hay circunstancias en las que la independencia y la 

integridad nacionales,, el mantenimiento del orden establecido y la tranqui­

lidad pÚblica, crean la necesidad de aumentar los poderes del Presidente 

de la RepÚblica. 

Dentro del precepto es necesario distinguir entre la suspensión de 

garantí'as y el otorgamiento de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la 

Unión. En el primer caso, la aprobación compete al Congreso de la Unión 

o a la Comisión Permanente; pero tratándose de las autorizaciones especiales 

al Presidente de la RE;pÚblica, so~o el Congreso y nunca la Comisión Perma­

nente, puede otorgarlas. Ello se debe a que esas autorizaciones, en casi todos 

los casos, consisten en una delegación de facultades legislativas, por lo que 

la Comisión Permanente n0 podrá delegar lo que no tiene atribuido, puesto 

que dichas facultades corresponden al Congreso. 
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La suspensión de garantías no tiene un carácter absoluto, pues el 

Artículo 29 señala imp..>rtantes !imitaciones al establecer: las garantías 

susceptibles de ser suspendidas no son todas las contenidas en la constitu­

ción, sino solamente aquellas "que fuesen obstáculo para hacer frente, rápi­

da y facilmente la situación."; que La suspensión sólo existe y opera por un 

tiempo limitado y que debe tener un carácter general. 

Expuesto lo anterior conviene transcribir textua !mente el texto vigen­

te de nuestro Artículo 2'! Constitucional, que ·a la letra dice: 

"En los casos dtJ invas'ión, perturbación grave de la paz. pÍiblica o de 

cualquiera otro que ponga a la sociedad en grande peligro o conflicto, sola­

mente el Presidente de la República Mexicana, de acuerdo con el Consejo de 

Ministros y con aprobación del Congreso de la Unión, y en los recesos de 

éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país, o en 

lugar determinado, las garantías que fue sen obstáculo para hacer frente, 

rápida y fácilmente, a la situación; pero deberá hacer lo por un tiempo limi­

tado, por medio de prevenciones generales y sin que la suspensión se contrai­

ga a determinado individuo. Si la suspensión tuviese lugar hallándose el Gon­

g re so reunido, éste concederá las autorizaciones que e'stime necesarias para 

que el Ejecutivo haga frente a la situación. Si la suspensión se verificase en 

tiempo de receso, se convocará sin demora al Congreso para que las acuer­

de. 11 

Hay algunas garantías que por su propia naturaleza no pueden ser sus­

pendidas, como h prohibición de la esclavitud consagrada en el Artículo 2o. 

Constitucional; el derecho de petición consignado en el Artf.culo 80.; la 

. ,. 
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invalidez de loe título• nobilitarioe consignada en el Artículo 120: la pro-

hibición de tratados que alteren loa derechos del hombre y del ciudadano 

o que autoricen la extradición de cblincuentea políticos o de reo• que hayan 

e ido eaciavo1 en el país en que cometieron el delito, consignada en el 

Artículo 150,, la prisión por deudas civiles, y la gratuita y expedita admi-

nistraciÓn de justicia, consignada en el Articulo 17, el número de instancias 

en loa juicios criminales, la eficacia de la verdad iegal y el carácter de-

íinitlvo de las sentencias consignadas en el Artículo Z3, la libertad re ligio-

ea, que comprende las de creencia y éle culto, consignada en el Articulo Z4. 

Los supuestos para que pueda autorizarse la suspensión de garan-

tías no se constrifie a los casos de invasión y perturbación de la paz pÚbli-

ca eino también comprenden hechos físicos como epidemias, terremotos o 

inundaciones por los cuales la sociedad puede también estar en grave pelí-

gro. 

B. LA SUSPENS!ON DE GARANT!AS DECRETADA EL lo. DE 

JUNIO DE 194Z. 

Sobre las bases sel'ialadas, el lo. de junio de 194Z, al Congreso de 

la Unión aprobó la suspensión de garantías acordada por el Presidente 

Avila Cama.cho, previa conformidad del Consejo de Ministros, durante 

el tiempo en que México estuviera en estado de guerra con Alemania, . . 
Italia y Japón. ( l .)' 

( l )•"Diario Qflcia.1 11 de Z de junio de 194Z. 
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Dicha suspensión de garantfas serfa susceptible de prorrogarse, a juicio del 

Ejecutivo, "hasta treinta días después de 'a fecha de cesación de las hoatili· 

dadea "; se autorizaba al ejecutivo en el Artículo 3o. del Decreto mencionado 

para reglamentar los términos de la suspensión ( Z ) 

El Artículo 4o. del Decreto, facultaba al Ejecutivo para imponer en 

los distintos ramos de la administración pública, todas las modificaciones 

que fuesen indispensables para la eficaz defensa. del territorio nacional, de 

su soberanía , dignidad y el mantenimiento de nut1stras instituciones funda -

mentales. Asimismo se autorizaba al Ejecutivo para legislar en.los distin-

tos ramos de la administración pública, con sujeción a los indicados. Final-

mente, el Artí'culo 60. o¡;tablilcía que ol Ejecutivo debfa de dar cuenta al ini-

ciarse cada período de sesiones ordinarias del Congreso de la Unión, del uso 

.que hubiese hecho de las facultades que se le otorgaban. 

Como se puede observar, el Ejecutivo estuvo investido de amplísimas 

facultades para legislar, y muchas fueron las disposiciones dictadas durante 

el tiempo que permaneció la suspensión de garantías, siendo una de tales dis-

posiciones el Decreto de Z9 de junio de 1944 que pasaremos a analizar más 

adelante. 

Tena Ramírez opina qu~ el Do:rato de lo. de junio de 4Z, se expidió con 

apego a los mandamientos constitucionales. El artículo lo. aprobó la suspen-

sión de varias garantías individuales. El artículo Zo. sefialÓ la duración del 

estado de emergencia. El artículo 3o. autorizó al Ejecutivo para dictar la 

reglamentación de la suspensión de garantías. El 4o. facultó al Ejecutivo pa­
( Z) Ver Capítulo I. Ley de Prevenciones Generales. p.¿7 
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ra imponer en todos los ramos de la Adminiotración Pública las modüicacio-

nea que fueren indispensables para la eficaz defensa del territorio Nacional, 

de su soberanía y dignidad y para el mantenimiento de nuestras instituciones 

fundamentales. Y el So,, autorizó igualmente al Ejecutivo de la Unión para 

legislar en los distintos ramos de la Administración Pública, con sujeción 

a lo preceptuado en el Artículo ~recedente. 

Advierte el autor citado que "la tendencia ha sido siempre a indepen-

dizar las facultades extraordinarias del sistema de excepción que consagra 

el Artículo 29 Constitucional.. Esa te~dencia apuntó cuando al discutirse en el 

G~binete ?residencial las medidas que debían adoptarse para el estado de 

guerra, se sostuvo la tesis de que no era necesario suspender garantías in-

dividuales, sino que bastaba con el otorgamiento de facultades legislativas . 

Esto era contrario ,¡11 Artfoulo Z9, el cual requiere que las facultades extra -

ordin~_rias se concedan previa la suspensión de garantías, cuando dice: "Si 

la suspensión tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá 

las autorizaciones que estime necesarias .. , " Pero más que un argumento li-

teral, podría servir en contra de la tesis sustentada la evolución misma de 

las facultades extraordinarias, pues hemos visto como ellas han procurado 

quitarse siempre la compañía de la suspensión de garantías, la otra medida 

de excepción que con.signa el Artfculo 29. Para el uso expedito de las faculta-

des extraordinarias, es un ~storbo la suspensión de garantías; las primet"as se 

aceptan como algo natural y conveniente, mientras que la segunda causa 
. ~ 
; 

si::mbra alarma y desazón. Si se hubiera aceptado la tesis a que me refier·o, 

el sistema reimplantado por la reforma de 38 hubiera fracasado en su primer 

experimento. 
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Más a pesar de ello, la legislación expedida por el Ejecutivo en uso 

de las facultades legislativas de emergencia no se ha ajustado siempre a la 

finalídad para la cual se le concedieron tales facultades, es decir para la efi­

caz defensa del territorio nacional.de su soberanía y dignidad y para el man­

tenimiento de nuestras instituciones fundamentales." 

Tena Ramírez dijo en el año de 1945 que el .P.roblema serio se iba a pre­

sentar cuando termine la situación de emergencia. "¿Será capaz el poder 

público de mantenerse dentro de los llmites es.trictos que imponen los artí­

culos 29 y 49 ? De ser así, nuestro Derecho Público en materia de facultad 

e:::tracrdina:da seguirá posiblement'l •mo de estos dos cauces: o el Congreso 

reasume de hecho, íntegramente, su función legislativa, o el Presidente sigue 

legislando de hecho, al aprobar ciegamente las Cámaras las iniciativas que pre-

sente. " 

Además agregó con una clara visión de consecuencias que "no es de 

esperarse, ni tampoco es de desear, que se siga el primer camino, que es el 

autenticamente constitucional, pero que es también el que menos confianza ins­

pira al sentir nacional. En el 2o. caso, se cumplen las formalidades externas 

de la Constitución, porque se observan las disposiciones relativas a iniciativa, 

discusión y votación; pero además esto que significa la indecorosa sumisión de 

WlO de los Poderes, ese sistema nos hace seguir viviendo la vida ajena a la 

ley, a que nuestra dolorosa historia no ha habituado. La constitución ha ima­

ginado un Poder legislativo con voluntad propia, no simple comparsa del 

Ejecutivo. 
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Si la Constitución no está de acuerdo en este punto como en otros 

tantos - con la realidad y si la realidad no tolera plegarse al molde ar-

tificial de la ley-cabe preguntarse por que no se hace un esfuerzo para 

acercar la ley a la realidad, para reformar la ley en términos tales que 

sea menos difícil su observancia." ( 3 ) 

C. EL DECRETO DE 29 DE JUNIO DE 1944 

Como hice mención en el Capítulo Primero del presente trabajo, 

el Decreto de 29 de junio de 1944 fue expedidó por el entónces Presiden-

te de la República Manuel Avila Camacho, haciendo uso de las amplísi-

mas facultades extraordinarias que le concedió el Decreto de suspensión 

de garantías de lo. de junio de 1942. 

También fueron mencionadas algunas de las prir.dpales causas 

que-~otivaron la expedición del "Decreto", que en resumida cuenta, 

fue la necesidad de controlar la desmedida inversión de capital extran-

jero en México. Pasemos ahora a analizar el contenido de éste "De-

creto". 

( 3 ) T.ena Ramírez,Fel.ipe. 11Suspensión de Gar.antías y las Facultades 
Extraordinarias en el Derecho Mexicano" Revista de la Escuela Na­
cional de Jurispruaencia. Tomo VIINos.25,2~,27,28. México, D.F. 
1945. p. 143, 144 y 146. 
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a) Contenido 

Su Artículo lo. establece que: 

Durante el tiempo en que permanezca en vigor la suspensión 

de garantías decretada el lo. de junio de 1942, los extranjeros y las 

sociedades mexicanas que tengan o puedan fener socios extranjeros, 

sólo podrán mediante permiso que previamente y en cada caso otorgue 

la SecretarÍa de Relaciones Exteriores: 

a) Adquirir negociaciones o empresas. o el control sobre ellas, 

de las ya existentes en el p11.í~. que ~e dediquen a cualquier actividad 

industrial, agrícola, ganadera, forestal, de compraventa. o de explo­

tación, con cualquier fin, de bienes inmuebles rústicos o urbanos, o 

de fraccionamiento y urbanización de dichos inmuebles; 

b) Adquirir bienes inmuebles destinados a alguna de las activida­

des señaladas en el inciso anterior; 

c) Adquirir bienes raíces, ya sean urbanos, o rústicos, cualquie­

ra que sea su finalidad a que se dediquen; 

d) Adquirir el dominio de tierras, aguas y sus accesorios a que 

re refiere la fracción I del Artículo 27 Constitucional; 

e) Adquirir concesiones de minas, aguas o combustibles mine­

rales permitidos por la legislación ordinaria. 

Fueron asimiladas a las adquisiciones a que se refieren los in-
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cisos a), b), c) y d) anteriores, el arrendamiento por más de diez afios, 

y los contratos de fideicomiso en los que el fideicomisario fuese extranjero 

o sociedades mexicanas que tengan o puedan tener socios extranjeros. 

El Artículo Zo. del "Decreto" agrega, que también es necesario 

el permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores: 

I. Para la constitución de sociedades mexicanas que tengan o puedan 

tener socios extranjeros que se dediquen a alguna actividad o adquisición 

de las cómprendidas en el artículo lo; 

ll. Para la modificación o tran'sformación de las sociedades mexi-

canas ya existentes o que en lo futuro se constituyan y que tengan las carac­

terísticas señaladas en el inciso anterior, especialmente cuando por ellas; 

a) Se substituyan socios mexicanso por socios extranjeros~ 

b) Se varíe en cualquier forma el objeto social. 

Ill. Para concertar operaciones de compraventa de acciones o par­

tes de interés por virtud de las cuales pase a socios extranjeros el control 

de algunas de las empresas a que este artículo se refiere. 

El "Decreto" en su Artículo 3o. le otorga a la Secretaría de Rela­

ciones Exteriores la facultad discrecional de negar, conceder o condicionar 

los permisos a que se refieren los Artículos lo. y 2.o., según la propia Secre­

taría estime que con. su otorgam~ento se contrarían o no las finalidades 

perseguidas por el Decreto y espuestas en los considerados a que hice men- · 

ciÓn anteriormente. Continúa este Artículo diciendo que en el caso de ser 
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otorgados los permisos requeridos, se observarán los siguientes requisitos: 

"l. Para que los extranjeros puedan efectuar alguna de las adquisi­

ciones a que se refiere el Artfculo lo. deberán acreditar: 

a) Que tienen en el pais la principal fuente de sus negocios o inversio­

nes y una residencia suficiente que acredite su radicación en él. Este re­

quisito no regirá en casos de adquisición por her7ncia; 

b) Que no tienen impedimento legal, de acuerdo con las disposiciones 

de la Ley relativa a Propiedades y Negocias del Enemigo; 

c) Que si se trata de adquisición de predios rústicos, la superficie 

del terreno no exceda de la señalada por el CÓdigo Agrario vigente para la 

propiedad agrfcola inafectable siempre que, a juicio de la Propia Secreta­

r fa de Relaciones Exteriores, no se trate de acaparamientos o de adquisi­

ción fraccionada por una o varias personas en térmir-os de hacer factible 

la explotación de mayores superficies dentro de una misma unidad o interés; 

d) La observancia de los demás requisitos aplicables fijados por b. 

legislac iÓn ordinaria;. 

II. Los requisitos señalados en la fracción anterior, excepto el de­

terminado en el inciso a), regirán también para las adquisiciones a que se 

refiere el Articulo lo. y que se. pretendan efectuar por sociedades mexicanas 

que tengan o puedan tener socios extranjeros; 

III. Los permisos a que se refieren los Artfculos lo. y Zo., tratándo­

se de sociedades mexicanas que tengan o puedan tener socios extranjeros, 

podrán ser condicionados en cuanto a su expedici1Ín y validez, a los requisi-
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tos especiales siguientes: 

a) Que los nacionales participen en el capitalsocial cuando menos 

con un 51% y dicha participación se mantenga en condiciones de poderse 

verificar en cualquier momento dado; 

b) Que por lo menos la mayoría de los socios administradores sean 

mexicanos. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores dispensará del cumplimiento 

de los requisitos a que aluden los incisos a) y b) de esta fracción a las empre­

sas que se organicen para el establecimiento en el país de una nueva explo­

tac iÓn industrial. " 

El Artículo 4o. dispone: "Las sociedades mexicanas ya.existentes 

o que en lo futuro se establezcan y que se dediquen a alguna de las acfrrida-

des o adquisiciones a que se refiere el Artículo lo., no serán consideradas 

como sociedades que tengan o puedan tener socios extranjeros si satisfacen los 

requisitos siguientes: 

a) Que en su correspondientes escrituras o estatutos obre la cláusula 

de exclusión de extranjeros a que se refiere el Articulo 80. del Reglamento 

de la Ley Orgánica de la fracción I del Artículo 27 Constitucional, previo per­

miso de la Secretaría de Relaciones Exteriores; 

b) Que las ad9uisiciones ~que se refiere el Artículo lo. se efectúen 

mediante el permiso que en ~ada caso otorgue la propia Secretaría. 

Tales sociedades no podrán organizarse, transformarse o modificar­

se en condiciones de hacer posible la existencia de socios extranjeros, ni 
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formar parte de sociedades que tengan o pueE?-n tener socios extranjeros." 

En los Articulos So. , 60. , 7o , y 80 , se establecen las penas a 

cargo de los sujetos infractores de las disposiciones de este "Decreto". 

En el primero de los articulos acabados de citar, se establece que los 

actos llevados al cabo en. contravención a las disposiciones de ese "Decre­

to",no producirán efecto de ninguna especie en favor de las personas que en 

ellos hayan intervenido y los bienes objeto de los mismos, pasaran a ser 

propiedad de la I\'aciÓn, para la cual la Procuradurfa de la República, de 

oficio G a solicitud de la Secretaria de Relaciones 8xtericrc:;, demandará 

ante el Juez de Distrito competente, la declaración de nacionalización, por 

lo que el juicio se tramitará según el CÓdigo Federal de Procedimientos Ci­

vile e, pe ro reduciéndose los plazos a la mitad. En el mismo artfculo se 

dispone que cualquier persona puede denunciar la cefobraciÓn de tales actos. 

Respecto a los notarios, jueces y demás funcionarios, que autoricen, 

registren o inscriban escrituras, documentos o actos que violen las dispo­

siciones del "Decreto", dispone el artículo siguiente, serán inhabilitados de 

su cargo por un lapso de 2 a 5 años y se les aplicará una multa hasta de 

cinco mil pesos. En el Artículo 7, se establece una calificativa y es la de 

cuando la infracción a las disposiciones del "Decreto" se verifique median­

te declaraciones, ocultáciÓn del carácter de extranjero.o por interpÓaita per­

sona se aplicará una pena mayor consistent<.! en privación de la libertad de. 

seis meses a tres afias y multa hasta de diez mil pesos. Las penas que pro­

cedan por la violación del preseme ordenan1iento serán impue atas por el 
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Juez de Distrito que corresponda. 

El Articulo 9o del "Decreto" dice asf: "Las disposiciones del 

presente decreto se aplicarán sobre la base de que se observen las prohibi­

ciones establecidas en la legislación ordinaria para la adquisición de bie­

nes inmuebles por flxtranjeros o por personas morales_." 

El mismo "Decreto" faculta a la Secretaria de Relaciones Exterior­

re s, en su Último articulo, para recabar de los organismos oficiales o par­

ticulares que estime pertinentes, todas las informaciones que puedan ser 

de utilidad para la observancia de las disposiciones que establece el "De­

creto", así como para el mejor ejercicio de las facultades que el mismo 

le otorga. 

b) Decreto de 28 de septiembre de 1945. Contenido. 

Al concluir la guerra que México sostenía con los paiese del Eje, 

el Presidente de la República, haciendo uso de la facultad que le concedía 

el· Artículo 2o. del decreto que aprobaba la suspensión de garantfas, de 

prorrogar hasta por treinta d{as dicha suspensión, expidió un Decreto el 

3 de agosto de 1945 con la finalidad, según sus propias palabras, de que 

el tránsito del estado de emergencia al régimen jurídico normal no provo- . 

cará graves complicaciones en la vida de México, en razón de la situación 

creada por la guer11a. 

Posteriormente por Decreto de ZS de septiembre de 1945, y a partir 

del lo. de octubre del mismo afio, se levantó la suspensión de garantfas de­

cretada el lo. de junio de 194Z, y se restableció el orden constitucional 
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• 
en toda su plenitud dejando sin efecto, por consiguiente, la Ley de Preven­

ciones Generales y su Reglamento, asf como todas aqudlas dispósiciones 

dictadas por el Ejecutivo en ejercicio de la facultad que le concedió el Ar­

t{culo 3 del Decreto que aprobó la suspensión de garantías. 

Este decreto además de restablecer el orden constitucional, ratifi­

có varias disposiciones legislativas que el Presid~nte de la República ex­

pidió en uso de las autorizaciones o facultades que se le confirieron en los 

Artfculos 4o. y So. del Decreto de lo. de junio de 1942. Muchas disposicio­

nes fueron ratificadas, tales como las disposiciones dictadas por el Ejecu­

tivo durante el pertodo de emergencia en materia hacendaría; las leyes y 

aisposiciones relativas al arrendamiento, de fehcas 10 de julio de 1942, 24 

de septiembre de 1943, y 5 de enero de 1945 que previnieron la congelación 

de rentas, la continuidad de los contratos de arrendamierio para las casas 

habitación y la ampliación de este Último al establecimiento de comercios 

en pequeño; la ley de compensaciones de Emergencia al Salario Insuficiente 

de 23 de septiembre de 1943, y la relativa a Contratos Colectivos de carác-

ter obligatorio expedida el 30 de mayo de 1945; la ley de 21 de agosto de 1944 

que establecfa la campaña contra el analfabetismo y se declaraban serviio.ios 

profesionales de fndole social, .para los efectos del Artfculo So. Constitu­

cional, las prestaciones impuestas por la ratificada ley; la ley relativa a 

Propiedades y Negocios del Enemigo, para el efecto de ·que se mantuviei:an 

las situacion~s creadas a su amparo, hasta que se procediera a su liquida­

ción de acuerdo con las normas legales y reglamentarias que: :-:e establecieran. 
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~l Artfculo 11 del Decreto que analizamos, estableció laa reglan 

a seguir respecto de los delitos cometidos durante el estado de suspensión 

de garantfas y bajo la vigilancia de la legislación de emergencia, a saber: 

"l. Las averiguaciones previas y los procesos pendientes se seguirán 

tramitando por la autoridad a quienes diÓ competencia aquella legislación; 

II. Los inculpados no serán incomunicados y gozarán de todas las ga-

rantfas y derechos que la Constitución y las leyes ·seflalan, debiendo sujetar-

se el procedimiento a las reglas del Código Federal de Procedimientos Pe-

nales; 

lll. La pena: de muerte, establecida por la legislación de emergencia, 

se substituye por la de treinta afl.os de prisión." 

Intencionalmente dejé al. Último el Artfoulo 60. del decreto que anali-

zamos, por la importancia que merece su estudio, ya que es aquf en donde se 

encue~~ra la base fundamental cii aplicación del Decreto de 29 de junio de 1944. 

c) Aplicación del Decreto de 29 de junio de 1944,derivada del Artículo 

60. de Decreto de 28 de septiembre de 1945. 

Se ha visto que el Decreto de 29 de junio de 1944 sefiala claramente el 

término de su vigencia, al establecer en su Articulo lo. que: "Durante el 

tiempo en que permanezca en vigor la suspensión de garantías decretada el 

lo. de j~io de 1942, ..... " Sin embargo, la Secretar(a de Relaciones Exterio-

res sigue ·aplicando lo, contra viendo en forma abierta por una parte lo dispues-

to en el propio Decreto, y por otra el Artfoulo 29 de nuestra Carta Magna 

que ya hemos comentado, estableciendo que la suspensión de garantl'.as indi-

1 

r 
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vidualea implica una cesación de la vigencia temporal y espacial de las dis-

posiciones constitucionales que las consagran, cesación motivada por un es-

tado ·de emergencia, sin que ninguno de los Poderes pueda extender la sus-

pensión, ni en el ámbito temporal, ni en el espacial, cuando la situación que 

diÓ .origen a dicha suspensión haya terminado. 

La justificación por parte de la Secretaría de Relaciones Exteriores 

se quiere fundar en el texto del Articulo 60. del Decreto de 28 de septiembre 

de 1945, que estableció: "Se ratifican con el carácter de leyes las disposicio-

nes eman¡i.da! del Ejecutivo durante la emel'gt:ncia y relacionada a con la in-

tervenciÓn del Estado en la vida económica, quedando encomendado su cum-

plimiento a la dependencia federal competente, en los términos establecidos 

por la Ley de Secretarias de Estado. El gobierno del Di~trito Federal segui-

rá regulando, dentro de su jurisdicción, el precio de los artfculos de consu-

mo necesario e interviniencb en la distribución de los mismos de conformi-

dad con las facultades que le fueron otorgadas por el decreto que sobre esta 

materia expidió el Ejecutivo federal con fecha 25 de octubre de 1944." 

Con base en el ArtÍ~ulo anterior, la Secretaría de Relaciones Exterio-

res oostiene que el Decreto de 29 de junio de 1944 se encuentra en vigor, por 

estar relacionado con la intervención del Estado en la vida económica y así" 

e!I como hasta la fecha, normando criterios propios y con base en la facultad 

discrecional que le concedió el Artí"culo 3o, del "Decreto" de emergencia, 

niega, concede y condiciona permisos a su arbitrio, yendo más alla de lo que 

faculta el propio "Decreto". 

1. 

! 
[ 
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Existe una gran unificación de criterios en el sentido de que Ja 

Secretaria de Relaciones Exteriores es la menos indicada para el otorgamien­

to de los permisos a que alude el "Decreto" de emergencia, en virtud de que 

por sus atribuciones tiene poca comunicación con el desenvolvimiento econó­

mico del pais. Sin embargo, la politica de lá Secretaria de Relaciones Exterio­

res al respecto, es la de basar su intervención en estos problemas económi­

cos, en el Articulo 3o. fracción Vil de la Ley de Secretarias y Departamentos 

de Estado de 1958, el cual dispone que corresponde a esta Secretaría el des­

pacho de asuntos relacionados con la concesión a extranjeros 11 de las licencias 

o autorizaciones que requieran conforme a las leyes para adquirir el dominio 

de las tierras, aguas y sus accesiones, o para obtener concesiones de explo­

tación de minas, aguas o combustibles minerales én la República Mexicana 

y para adquirir bienes inmuebles ubicados en el pais, para intervenir en la 

explotáeiÓn d~ recursos naturales, para hacer inversiones en empresas co­

merciales industriales e speciíicadas, as[ como para formar parte de socie­

dades mexicanas civiles y mercantiles y a éstas para modificar o reformar 

sus escrituras y sus bases éonstitutivas y para aceptar socios extranjeros o 

adquirir bienes inmuebles o derechos sobre ellos." 

Es ¡i.bsurdo como la Secretaría de Relaciones Exteriores por este me­

dio, hava tratado de encubrir la aplicaci6n del Decreto de 29 de junio de 1944, 

abusando y extralimitándose, ·por una parte, de sus facultades, y por la otra, 

de las grandes "lagunas" legales que obran hasta la fecha en nuestra legisla -

ci6n, contraviniendo de ese modo nuesto Máximo Ordenamiento Legal. 
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d) Inconstitucionalidad del Decreto de 28 de septiembre de 1945 

Ya analizada con anterioridad el contenido del Decreto de 28 de 

septiembre de 1945, el cual levantó la suspensión de garantías decretada 

en 1942 y restableció el orden constitucional en toda su plenitud, nos toca 

ahora considerar su constitucionalidad. 

Con toda claridad el decreto de "cesación'del estado suspensivo de 

garantías individuales", en su . .Artículo So. es~ablecía que se ratificaban 

y declaraban vigentes las disposiciones que fueron dictadas por el Ejecutivo 

durante el período de suspensión de garantías, "salvo las disposiciones ex­

pedidas con vigencia limitada a la emergencia o aquellas cuyo texto aearez-

ca que se basaron en la suspensión de alguna o algunas garantías individuales." 

Bajo este punto de vista, concluiría de inmediato y sin lugar a dudas, que el 

Decreto de 29 de junio de 1944 no se encuentra en vigor, ya que su Artículo 

lo. comienza su texto diciend0 que "Durante el tiempo en que permanezca 

en vigor la suspensión de garantías decretada el lo. de junio de 1942, ... "; 

se observa que el Decreto de Z9 de junio de 1944, como ya quedó asentado 

con anterioridad, íuc expedidó por el Ejecutivo haciendo uso de las faculta -

des que le concedieron el Decreto de suspensión de garantías, y la intención 

del legislador fue crear una disposición de emergencia cuya vigencia fuera 

limitada. Esta aseveración la confirma también el Artículo Zo. del Decreto 

Últimamente citado al establecer que "durante el período a que se reíie1·e 

el artículo anterior", o sea, durante el tiempo en que permanezca en vigor 

la suspensión de garantías, tendría aplicación. Es por lo tanto contradictorio 
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el sentido de interpretación que desean darle el .Artículo 60. ,del Decreto 

que levantó la suspensión de garantías. 

Por lo que respecta a la ratificación de varias disposiciones legales 

que contenía el Decreto de Z"B de septiembre de 1945, rne adhiero a la opi·-

nión que sobre este tema plantea BuJ"goa al considerar que 11dentro de la 

llamada" legislación de emergencia" existieron leyes cuya validez y íunda-

mento se derivaron del régimen suspensivo de garantías individuales insti-

tuído por la Ley de Prevenciones Gene.ralea publicada en el Diario Oficial 

del 13 de junio de 1942." ( 4). Hubo, sin embargo, otras disposiciones que 

fueron expedidas sin estar basadas en el régimen jurídico de suspensión de 

garantías ind<viduales. En este caso, vuelvo a confirmar el hecho de que el 

Decreto de 1944 se derivó del régimen suspensivo de garantías individuales, 

Ahora Men, para Burgoa la ratificación es'la confirmación o corroboración 

por parte del legistativo Federal de tos ordenamientos de emergencia que 

en el citado Decreto de ZS de septiembre de 1945, se mencionan." 

Continúa diciendo que al realizarse la ratificación de las leyes de 

emergencia mencionadas 'en el Decreto de Z8 de septiembre de 1945, el Con-

greso de la Unión declaró subsistentes, en forma indefinida, unas medidas 

legislativas que, por provenir de autcrizaciones de validez y ejercitabitidad 

transitorias confor~e al Artículo Z9 Constitucional, debieron ser despoja-

das de su imperio normati~o al desaparecer el ámbito hacia el cual estaban 

( 4) Burgoa,lgnacio. "Las Garantías Individuales". Sexta Edición. 
Méxlco, 1970. p. Z3S 
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destinadas a operar,a>tno es el estado de guerra. En consecuencia, por 

vlrtud de dicha ratificación, el Poder Legislativo Federal violó las garan-

tíaa de seguridad jurídica que otorga el expresado Artículo 29 Constitucio-

nal, consistentes en que las medidas que se adopten por el Presidente de 

la República en ejercicio de las facultades o autorizaciones previstas en 

los Artículos 29 y 49 de la Ley Suprema,_ deban ~er válidas y eficaces mien-

tras subsista la situación de emergencia en la que deben operar (5). 

Continúa afirmando que el Congreso de la Unión, al ratificar las 

leyes de emergencia que se expresaron en el decreto de levantamiento de la 

suspensión de garantías, infringió también la garantía de competencia 

constitucional consagrada en la primera parte del Artículo 16 Constitucional. 

ya que el Poder Legislativo Federal no tiene dicha competencia para ratificar 

leyes y ordenamientos elaborados por el Ejecutivo de la Unión, entendiéndo-

se por ratificación, la corroboración o confirmación de normas ya existen-

tes. 

"Bien es cierto que el Artículo 73 constitucional faculta al Congreso, 

Federal para expedir diversas leyes en las materias que el propio precepto 

menciona; mas también es verdad que una cosa es la expedición de una ley 

y otra la ratüicación de la misma, ya que en el primer caso se crea, se da 

nacirnierto, se elabora un ordenamiento, a iniciativa de cualquiera de las 

(5 ) Idem p. 238 
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autoridades o funcionarios que cita el artículo 71 de nuestra Ley Suprema, 

mientras que en el segundo se confirma, se ·convalida un ordenamiento que 

vive ya jurídicamente, que ya está investido de validez y fuerza obligato­

ria. 11 ( 6) 

Otro concepto de violación constitucional por este decreto es el de 

afectar a la garantía de legalidad .conaignada en el Artículo 16 Constitucio­

nal, ya que al no tener el Congr-eao de la Unión facultades para ratificar 

las leyes y ordenamientos ya existentes, lo hizo sin fundamentarse.en ley 

alguna y por tanto careció de causa legal. 

Con la aplicaciÓn que ha venido haciendo la Secretaría de Relaciones 

Exteriores del Decreto de 2.9 de junio de 1944 se ha llegado, como conse­

cuencia, a la violación de Artículo 14 Constituciunal, ya que p-:ir ser un 

ordenamiento ratificado por el Congreso de"la Unión, según se dice, po:r 

lo establecido en el Artículo 60. del decreto de levantamiento de la suspen­

sión de garantías, su aplicación ha operado en forma retroactiva causando 

graves perjuicios a distintas personas. 

Todo este análisis nos conduce a confirmar opiniones con respecto 

a la no ·Vigencia del Decreto de Z9 de junio de 1944. 

e) El Decreto de Z9 de junio de 1944 carece de vigencia. 

Diversos estuqios y trabajps se han elaborado en pro y en contra de 

la vigencia del Decreto de Z9. de junio de 1944. Pasaremos a analizar'd.istintas 

posiciones sostenidas en consideración con la aplicación del "Decreto'! 

(6 ) Idem p. Z39 
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Al Lic. Jorge Gaxiola le encargó la Barra Mexicana -Colegio de 

Abogados- la elaboración de la postura de la Barra, con respecto a la 

vigencia del Decreto de 29 de junio de 1944, a fin de poderla presentar 

al Presidente .de la República y Secreta rías de Estado, en demanda de 

respeto al orden constitucional. Veamos en que sentido se pronunció la 

Barra siguiendo lo expuesto en la tesis profesio~°:l de Carl.::>s Minvielle: 

"Por Decreto del Congreso de la Unión de 28 de septiembre 'de 

1945, se levantó la suspensión de garantías decretada el lo. de junio de 

1942 y se restableció, por lo tanto, el orden constitucional en toda su 

plenitud. 

Cona ecuentemente con lo anterior, se privó al Ejecutivo de la fa -

cultad extraordinaria para legislar, dejándose sin efecto la ley de Preven-

. dones Generales de ll de junio de 1942, la Reglamentaria de su artículo 

lo. y en general las disposiciones dictadas en ejercicio de la atribución 

otorgada para dictar normas de carácter general que r•eglamenlaron los 

términos de la suspensión de garantías a que se ha hecho referencia. 

Por otra parte y estimándose que con la vuelta a la normalidad, 

toda la legislación de emergencia dejaba de estar en vigor, el Congreso 

de la Unión ocurrió al procedimiento de ratificar y declarar vigentes al-

gunas disposiciones dictadas por. el Ejecutivo, "durante el período de sus-

pensión de garantías, en uso de las facultades que le fueron concedidas 

en los artículos 4o. y So. de Decreto de lo. de junio de 1942." 

Se ratificaron y declararon vigentes las disposiciones dictadas 
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durante el período de emergencia en materia hacenda ria, las relacionadas 

con la intervención del Estado en la vida económica y de una manera 

expresa, las de congelación de rentas, la de compensación de emergencia 

del salario insuficiente, así como la de la campaña contra el analfabetis­

mo y la relativa a propiedades y negocios del enemigo, esta Última única­

mente para el efecto de mantener las- situaciones creadas a su amparo, 

hasta que se procediere a su liquidación, de acuerdo con las normas que 

en el futuro se establecieren. 

Hubo, ,. iu emb<irgo, doF.1 tipos de normas que el Congreso no ratüi­

có, y que, por consecuencia,dejaron de estar en vigor: 

!. Las expedidas con vigencia limitada a la emergencia y, 

IL Las normas de cuyo texto apareciere declarado que se basaron 

en la suspensión de alguna o algunas garantías individuales. 

En eíecto, dice así el articulo So.; 

"Se ratifican y declaran vigentes las disposiciones dictadas por el 

Ejecutivo, durante el perfodo de suspensión de garantías, en uso de las 

facultades que le íueron concedidas en los artículos 4o. y So. del Decreto de lo. 

de junio de 194Z, para legislar en todos los ramos de la Administración PÚ­

blica, salvo las disposiciones expedidas con vigencia limitada a la emer­

gencia, o aquellas de. cuyo texto ~pareciere declarado que se basaron en 

la suspensión de alguna o algunas garantías individuales." 

Las razones que motivaron la imposibilidad de ratificar las leyes 

susodichas, son claras y evidentes. En primer término, se estimó que 
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las normas expedidas por el Ejecutivo para satisfacer necesidades de 

momento, peculiares de la situación porque atravesaba México durante el 

estad·o de guerra, dejaban de tener razón de ser por haber desaparecido 

las causas que las motivaron. En segundo lugar, se juzgó con acierto 

que las leyes que se basaron en la circunstancia espec(fica de estar sus­

pendida alguna o algunas garantfas individuales, no podrán subsistir, por­

que al pugnar, chocar o violar algún derecho del hombre antes suspendido, 

resultaba imposible su aplicación al restablecerse el orden constitucional 

en toda. su plenitud. De no adoptarse semejante sistema, se hubiera viol~dn 

el principio de la :supremací'a .de nuestra Carta Magna, y concretamente 

la inviolabilidad de las llamadas "garantías individuales". 

A la luz de estos principios, veamos :>i el Decreto da 7 de julio 

de 1944, en que la Secretaría de Relaciones Exteriores basa su circular, 

se halla o no en vigor. 

lo. Se han expresad-:> ya las razones de orden económico que mo­

tivaron el Decreto de 7 de julio de 1944. Veamos ahora si de su texto apa -

rece declarado que el mismo Decreto se basó en la suspensión de alguna de las 

.garantías individuales consignadas en la Constitución y si además, se expi-

dió con vigencia limitada al lla~ado perfodo de emergencia. 

Zo. Según declaración expresa, el Decreto encontró su apoyo en 

los artículos lo. y.So. y demás aplicables, de la Ley de Prevenciones Gene­

rales relátiva a la suspensión de garantías dE 11 de junio de 1942. 

Este art(culo So., en su parte conducente dice: 
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"La garant(a otorgada en el art(cul•l 4o. de la Constitución Ge­

neral de la República, tendrá las siguiente IS limitaciones: 

It. Obligación de sujetarse a las disposiciones restrictivas que 

el Ejecutivo dicte cuando estime perjudicial el ejercicio de determinada pro­

fesión, industria, comercio o trabajo, para los íines de la defensa na -

cional". 

Como se ve, el precepto que fundamenta el Decreto de 7 de julio 

de 1944, limita el derecho de libertad de comercio y de industria consig­

nado en el art(culo 4o. Constitucional: 

Sólo así se)."ía posible la aplicación de Decreto dt! 7 do julio 

de 1944, pues éste rebasa, con mucho, las disposiciones contenidas en 

el mencionado art!culo 4o. Constitucional y en las fracciones I y IV del 

27 de la Carta Magna. 

Cuando la Constitución prohibe, prohibe el máximo, cuando la 

Constitución otorga, otorga el mi'.nlmo. Tales eran dos de los principios 

ensefl.ados por el Maestro Rabasa para interpretar la Constitución., De 

esta manera, al otorgarse en el artículo 4o. de la Constituci?n, la li­

bertad de comercio y de industria, se otorga al mfoimo ,y al prohibirse 

en las fracciones [y IV del artículo Z7 Constitucional, determinado ti-

po de adquisiciones.º actividade,s industriales y comerciales, se prohibe al 

máximo. 
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Cualquiera ley que restrinja la libertad de comercio, yendo más 

allá del. artículo 4o. Constitucional, no es ley y no puede estar en vigor¡ 

y cualquier disposición que imponga restricc <ones mayores que las con­

signadas en las fracciones I y IV del artículo 27 Constitucional, pugna 

con este precepto y tampoco puede aplicarse. 

Jo. Ahora bien, si a través. de estos pi:-incipios se analiza el conte­

nido del Decreto de 7 de julio de 1944, se llega a la conclusión de que la 

mayoría de sus disposiciones chocan con la garantía del articulo 4o. y van 

más allá de los límites restrictivos consignados en el 27 , fracciones I y IV 

Por tal razón, el Decreto no ha sido ni puede ser ratificado por el 

Congreso de la Unión, al lewantarse la suspensión de garantías individuales. 

Ma11 si el Poder Legislativo lo hubiera ratificado, resultaría también de im­

posible aplicaciÓn por cuanto a que viola los artículos 4o. y 27 de la Carta 

Magna. 

4o. Por otra parte, es indiscutible que este Decreto fue expedido, 

expresamente, por un período limitado a la emergencia. Basta para demos­

trarlo, no sólo los considerados del mismo sino las siguientes circunstan-

cias: 

a) Su epígrafe dice textualmente; 

"Decreto que establece la necesidad transitoria de obtener permiso 

para adquirir bienes a extranjer.os o para la constitución o mod ificac iÓn de 

sociedades mexicanas que tengan o tuvieren socios extranjeros. 11 ; 

b) Su artículo lo. claramente dice: 
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"Durante el.tiempo €In que permanezca en vigor la suspensi6n de ga­

rantías decretada el lo. de junio de 1942, los extranjeros y las sociedades 

mexicanas que tengan o puedan tener socios extranjeros, sólo podrán me­

diante permiso que previamente y en cada ca110, otorgue la Secretaría de 

Relaciones Exteriores ..... " 

y por Último 

c) El artículo Zo. agrega que: 

"Durante el perfodo a que se refiere el artículo anterior, o sea du­

rante el tiempo en que estuviere en vigor la suspensión de garantías indivi­

dua les, será .necesario el permiso previo, en cada caso, otorgado por la 

Secretaría de Relaciones Exteriores, para los efectos a que el mismo:> se 

contrae." 

So. Más claramente el artículo 3o. dice: que la Secretaría de Rela­

cione9 Exteriores tendrá la facultad discrecional de negar, conceder o con­

dicionar los permisos, segun estime que con su otorgamiento se contraríen o 

no las finalidades perseguidas por el Decreto, expuestas en los considerandos 

del mismo y éstos se refieren precisa y limitadamente, al estado de guerra 

en que se encontraba el país cuando se expidió el Decreto. 

Por tanto, en la especie concurren las dos circunstancias que impi­

den la vigencia del D,ecreto expe~ido en uso de facultades extraordinarias. 

Por una parte, éste encuentra su apoyo en la suspensión de la garantía indi­

vidual consignada en el artfoulo 4o. y, por la otra, se consigna expresamente 

que estaría en vigor sólo durante el perfodo de emergencia. 
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Por las consideraciones expuestas, puede llegarse a la siguiente 

conclusión: 

UNIGA. El decreto de 7 de julio de 1944, que apoya la Circular 

de la Secretaría de Relaciones Exteriores, no se encuentra en vigor." ( 7) 

El Maestro Mantilla Molina discrepa de la opinión sustentada por la 

Barra Mexicana, argumentando en relación con las posturas de que el Con-

greso no revalidó, ni podría revalidar las normas dictadas durante la sus-

pensión de garan.fas que contuvieran disposiciones contrarias a éstas y que la 

vigencia del Decreto de 29 de junio de 1944 estaba limitada al tiempo en que 

pa rmaneció. en vigor la mencionada suspensión de garantías, son criterios 

basados en el ArtÍéulo So. de la Ley que levanta el estado de suspensión 

de garantías, de 28 de septiembre de 1945, mismo que ya ha sido trans -

crito anteriormente,y; que no puede olvidarse qu.e•,a continuación de este 

precepto, el Artículo 60. esta bleciÓ lo siguiente: 

"Se ratifican con el carácter de leyes las disposiciones emanadas 

del Ejecutivo durante la emergencia y relacionadas con la intervención del 

Estado en la vida económica, quedando encomendado su cumplirriento a la 

· dependencia federal competente en los términos establecidos por la Ley de 

Secretarías de Estado y la Orgánica del Gobierno del Distrito Federal." 

Asegura que la motivación del Decreto de 29 de junio de 1944 mues-

tra claramente que estfi dictado en materia económica, y basta para ello 

( 7 ) Minvielle M, Carlos. "Intervención de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores en las Sociedades Mercantiles". Tesis Profesional. México, 

1960. p. 57 a 60 
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recordar el •:onsiderando segundo, en que se expresa que "entre las obli­

gaciones que corresponden a México como beligerante en la presente con­

tienda, existe la de acrecentar la producción, y por lo tanto, la de encau­

zar los capitales sobrantes en el pafo, hacia la formación de nuevas fuentes 

de rendimiento que ofrezcan estabilidad 11 • De aquí concluye que el Decreto 

está relacionado con la intervención del Estado en la vida económica, y por 

consiguiente colocado en el supuesto del Articulo 60, del Decreto de 194S. 

Por otra parte, Mantilla Molina no considera que el Decreto sea 

violatorio en manera alguna de la garantía consagrada en el Artículo 4o. de 

la Constitución, y no cree suficiente para afirmarlo el hecho de citar el 

Artículo So. de la Ley de Prevenciones Generales que suspende dicha garan­

tía y en el cual se basa el Decreto. 

Respecto a la crítica que se le hace al "Decreto", consistente en que fue 

expedido con vigencia limitada a la emergencia, no cree-el autor comentado 

.que haya problema en acpetar la validez del acto del Congreso de.la Unión 

que le dió vigencia indefinida, ya. que sostener que el Artículo 60. se somete a 

las restricciones del Artículo So. es una interpretación absurda que no 

puede mantenerse. De todo lo anterior concluye que el Decreto de Z9 dt 

junio de 1944 se encuentra vigente. 

ErJS de abril de 1971, el Licenciado Pablo Macedo fue recibido como 

socio de número de la Academia Mexicana de Jurisprudencia y Legislación. 

Ante dicha Academia, el Líe. Macedo leyó un discurso en el que expuso su 

punto de vista en relación con la vigencia del Decreto de Z9 de junio de 1944. 
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Su postura es la siguiente: 

El Decreto de za de Septiembre de 1945 declaraba que se dejaban 

"sin efecto" ciertas leyes" y, en general, las disposiciones expedidas por 

el Ejecutivo, en ejercicio de la facultad contenida en el. .. decreto del 

Congreso de la Unión de lo. de junio de 194Z" y se exceptuaban del retor­

no al "orden constitucional en toda su plenitud" numerosas e importantes 

materias, mismas que ya han sido señaladas en este trabajo. 

Partiendo de lo anterior, el Líe. Macedo hace la siguiente interro­

gante: ¿hemos vuelto al "orden constitucional", prescindiendo desde luego 

de su "plenitud" o seguimos en estado de "emergencia"?, y se inclina por 

el segundo término de la disyuntiva y agrega que, "a pretexto del estado 

de guerra, se han indroducido subrepticiamente en nuestro derecho numero­

sas leyes que nada tienen que ver con la suspensión de garantías decretada 

el lo. de junio de 1942 " 

Continúa su exposición diciendo que la Única defensa de las garan-

tías que la Constitución le otorga al individuo, ante el gran númel!o de dispo­

siciones legales que perduran indebidamente en nuestro derecho, es la frase 

escondida en el Artículo So. del Decreto de. za de septiembre de 1945 el cual, 

como ya se ha dicho, ratifica b? y declaraba vigentes las disposiciones dicta -

das por el Ejecutivo durante el período de emergencia, salvo áquellas que fue­

ron expedidas con vigencia limitada a la emergencia. Posteriormente pasa 

al análisis del Decreto de Z9 de junio de 1944 y llega a la conclusión de que 

"limitada la suspensión de garantías a la. duración del estado de guerra 
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y a un máximo de treinta d(aa más, por Decreto de lo. de junio de 1942; 

levantada esa suspensión por diverso Decreto de 28 de septiembre de 

1945, que entró en vigor el lo. de octubre siguiente y abrogadas las diapo-

aiciones dictadas con vigenci~ limitada a la emergencia, caso en el que 

precisamente se encuentra el Decreto de Z9 de junio de 1944, éste ha deja -

do de ser ley y no deben las autor.idades seguir aplicándolo." (8 ) 

El Lic. ·José Luis Siqueiros dice lo siguiente: 

''No obatante que numerosas estudios, auspiciados algunos por la 

Barra Mexicana de A bogados, han demostrado la falta de vigencia e in-

constitucionalidad del Decreto de 29 de junio de 1944, los notarios, aboga-

dos y particulares en general, impulsados por motivaciones prácticas, no 

impugan en juicios de amparo la intervención de la Secretaría de Relacio-

nea Exteriores y aceptan fácilmente las limitaciones y normas que va seña-

lando dicha dependencia federal. " ( 9 ) . 

Expuestas hasta aquí algunas consideraciones de valiosos juristas, 

con respecto al Decreto de 29 de junio de 1944, bástame adherirme a las po-

siciones sustentadas en relación con la no vigencia del mencionado Decreto 

considerando, además, que una cosa es la inconstitucionalidad que se le ha que-

rido imputar al "Decreto" mismo, y otra cosa es que las autoridades esten 

infringiendo la ley, a ¡.estar aplicando un "Decreto" que hace mucho tiempo 

dejo de tener vigencia, apoyados en la interpretación que hacen del Artículo 

( B ) Del discurso que pronunció el Lic. Pablo Macedo ante la Academia Me-
x.icana de Jurisprudencia y Legislación, al ser recibido como Académico de Número. 

( 9) Siqueiros, José Luis. "Síntesis del Derecho Internacional Privado" 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 1971 p. 46 
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So. del Decreto de 28 de septiembre de 1945, interpretación improcedente 

que quedó demostrada tanto en el inciso anterior como en el. que nos ocu-

pa. 

Pero será interesante conocer también la opinión que ha emitido 

nuestro Máximo Tribunal, en relación con la no vigencia del multicitado 

"Decreto". 

D. AMPAROS PROMOVIDOS EN RELACION CON LA APLICACION 

DEL DECRETO DE 29 DE JUNIO DE 1944. 

a) Amparo en revisión No. 507/62 promovido ante la Suprema Corte 

de Justicia por Química Industrial de Monterrey, S.A. 

Amparo en Revisión No. 507/62 promovido ante la Suprema Corte 

por Química Industrial de Monterrey, S.A., resuelto por la Segunda Sala 

·el 30 de septiembre de 1962. Por estar estrechamente vinculado con el te­

ma de este estudio, el caso merece un examen detallado de los hechos, 

de los alegatos, tanto de la quejosa como de la Secretaría de Relaciones 

Exteriores, y de la opinión de la Corte. 

La quejosa es una sociedad mexicana con domicilio en Monterrey, 

N, L., que se formó de acuerdo con un permiso de la Secretaría de Relacio­

nes Exteriores de fecha 21 de febrero de 1955. Su escritura constitutiva con­

tiene la cláusula Calvo que se refiere a los accionistas extranjeros que de­

ben considerarse como mexicanso con relación a sus derechos como socios 

en la compafiía. Entre otras cosas, la sociedad se dedica a ~a fa bricaci.Ón 

de toda clase de productos químicos. La sociedad aumentó su capital de 

( .,' ~·- ·, j 
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acuerdo con otro permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores fechado 

el 15 de marzo de 1958. En el curso del juicio no se comprobó la existencia 

de capital extranjero alguno en la sociedad, ni tampoco la intervención de 

consejeros extranjeros. Para aumentar su capital por seg-lnda vez, la que-

josa solic itÓ un nuevo permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

El permiso se otorgó, pero bajo ~a cond.ici6n de que la sociedad emitiera 

acciones nominativas con 51% del capital en manos de rn<=xicanos y que la 

mitad más uno de los miembros del Consejo de Administración fueran me-

xicanos. En aquel entonces, la industria qu(mica ya estaba dentro de las 

actividades prohibidas para compañías cuyo capital social no sea por lo me-

nos Slo/o de mexicanos. 

La quejosa interpuso Amparo ante el Juez de Distrito contra las 

condiciones contenidas en el permiso de referencia otorgado por la Secreta -

rfa de.Relaciones Exteriores. El juez de Distrito declaró operantes los con-

ceptos de violación formulados por la quejosa. 

La autoridad responsable no estuvo conforme con el fallo del Juez 

de Distrito e interpuso el x:ecurso de revisión ante la Suprema Corte. 

Según la quejosa, el Decreto de Z.9 de junio de 1944 fue derogado y 

por eso su aplicación por parte de la Secretaría de Relaciones Exteriores 

resulta una violación .a las garant{as individuales que consagra el Artfculo 

14 Constitucional. El menc~onado artículo requiere que las sentencias sean 

conforme ;l la letra o a la interpretación jurídica de la ley. Argumentó la 

quejosa que la aplicación de los términos de un decreto derogado es una 

··« .'.'.>' 
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clara violación de este precepto constitucional. 

Según la quejosa, los Artículos lo. y 2o. del Decreto de 29 de junio 

de 1944 disponen que el propio decreto es de naturaleza transitoria y su dura­

ción está limitada al período de suspensión de garantías decretado el lo. 

de junio de 1942. Además, el Decreto de lo. de octubre de 1945, que le­

vantó la mencionada suspensión de garantías dero~ó totalmente el tantas 

veces mencionado Decreto de junio de 1944, puesto que el Artículo 5o. del 

Decreto de lo. de octubre de 1945, dispone que no se ratifican, y por eso 

no siguen vigentes, las disposiciones limitadas al per(odo de la emergencia 

y las disposiciones que suspendieron las garantfas individuales. De acuerdo 

con la quejosa, el Decreto de junio de 1944 cabe dentro tanto de una como 

de la otra excepción. 

La autoridad responsable argumentó que en primer lugar la qu'.!jo­

sa no se halla dentro de las prescripciones del Decreto de junio de 1944 y 

del permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores er: cuestión y por 

eso no puede quejarse de agravio alguno. Se recordará que, según los 

comprobantes presentados al tribunal, la sociedad quejosa no tiene capital 

ni consejeros extranjeros. 

Además, según la autorid3d responsable, la quejosa se apoyó en 

el Decreto de junio de 1944 cuando solicitó su permiso de la Secretaría de 

Relaciones para organizarse y también cuando aumentó su capital por pri­

mera vez, de modo que consintió el mencionado decreta. 

Con relación al Decreto de junio de 1944, la Secreta¡-fa de Relaciones 
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argumentó que fue ratificado como ley en virtud de lo r:ue manda el i\rtículo 

60. del Decreto de lo. de octubre de 1945 que levantó la suspensión de garan-

tías decretada el lo. de julio de 1942. El artículo 60. mantuvo en vigor 

aquellas disposiciones que, emanadas del Ejecutivo durante. el perfodo de 

emergencia, se relacionaran con la intervención del Estado, en la vida eco-

nómica. Luego agrega que no ca.be duda que las disposiciones en cuestión del 

Decreto de junio de 1944 están relacionadas con la vida económica del país. 

La Suprema Corte rechazó la argumentación de la autoridad, diciendo 

lo siguiente: 

"Se habrá notado en la precedente relación, como todas las rncncio-

nadas causales presuponen resuelto ya y en sentido afirmativo, el problema 

que es dialécticamente previo a las propias causales, relativo a si el decre-

to en cuestión está vigente o nó. Con tal presuposición es claro que las pro-

pias causales no atienden a que el fallo recurrido descansa, cabalmert e, 

no sólo en la consideración de que el decreto de que se trata ya no está vigen-

te, sino también en el argumento de que dicho dispositivo no le es aplicable en 

la especie de la compal1Ía .solicitante del amparo, atenta la misma apreciación 

de no vigencia. Y como, en cambio, los agravios de la autoridad responsable 

(C. Secretario de Relaciones Exteriores) sí combaten tal fundamento del fallo 

en recurso, de ellos .es de los qu~ procede en seguida ocuparse, y sólo que 

tales agravios acreditaran l~ vigencia del decreto, cabría entrar al estudio 

de las citadas causales de improcedenda aducidas por el C. Agente del 

Ministerio Público Federal puesto que sólo en caso de que fuera cierta dicha 
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vigencia tendría sentido hablar, ya de que la quejosa está totalmente 

dentro de las "exigencias "del decreto, ya que lo consintió." 

Luego la Suprema Corte repitió los argumentos de la quejosa para 

sostener su posición. 

De todo lo anterior se notará la clara desaprobación de la Suprema 

Corte de los procedimientos anticonstitucionales .s.eguidos por las autorida-

des. La Corte pudo haber rechazado las protestas de la quejosa porque 

de hecho, como está señalada por la Secretarfa de Relaciones, la quejosa no 

agraviaba al interponer ei amparo. La lógica del argumento de la Corte al 

efecto de que antes de examinar si existen o no agravios, hay que decidir 

sobre la validez del decreto de junio de 1944, es quizá dudosa, pero el afán 

de la-Corte para rechazar requisitos anticonstitucionales que estorban toda 

la vida económica del país es loable. (10) 

b) r\mparo en revisión No. 3596/64 prr;movido ante la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación por Playtex de México, S.A. 

El amparo en revisión No. 3596/64 fue promovido ;¡inte la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación por Playtex de México, S.A. y resuelto por 

la Segunda Sala el 7 de septiembre de 1964. 

La quejosa es una sociedad mercantil de nacionalidad mexicana, 

constituída legalmente el 24 de junio de 1945 y tiene por objeto social lo rela-

cíonado con la rama textil industrial. En la demanda que presentó la quejo-

sa ante el Juez Segundo de Distrito Federal en Materia Administrativa maoi-

( 10) Amparo en revisión No. 507/1962, ejecutoria de 20 de septiembre 
de 1962, Química Industrial de Monterrey, S.A. 
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íestó, además de los datos mencionados, que entre los artículos de confec­

ción que fabrica y distribuye, se encuentra una línea de productos para mu­

jer y para bebés que t'.equieren en ,;u elaboración, como materia prima, el 

"latex", producto que una vez procesado es hule; que ésta actividad le pre­

tende ser limitada por la Secretaría de Relaciones Exteriores, autoridad 

responsable, por el simple hecho de que desea aumentar su capital social; 

que solicitó e.n efecto, de la Secretaría de Relaciones Exteriores el permi­

so necesario para el aumento de su capital social acordado por la Asamblea 

Extraordinaria de Accionistas de 10 de octubre de 1963, elevándolo de 

$2,32.5,000.00 M.N. a $3,125,000.00 M.N. y como consecuencia, refor­

mar su escritura constitutiva; que la autoridad responsable, por conducto 

de su Dirección General de Asuntos Jurídicos, acordó favorablemente su 

petición otorgándole el 30 de octubre de 1963 el permiso No.14,246 e impo­

niéndÓle diversas limitaciones a sus actividades sociales, entre las que se 

cuenta "la elaboración y distribución de productos de hule", según se des­

prende de los términos de dicho permiso y por lo tanto, manifestó su desa­

cuerdo con tales limitaciones. Estimó por lo anterior, violados los Artícu­

los 4o., 14, 16, y 27 Constitucionales, por cuanto la autoridad responsable 

pretendía fundar esas limitaciones en diversos artículos de los Decretos de 

29. de junio Q.e 1944 y de 28 de septiembre de 1945, dictados por el Ejecutivo 

Federal en uso de las facultades extraordinarias y arguyendo que el Decre­

to de 29 de junio de 1944 se econtraba derogado desde el momento en que 

fue levantado el estado de suspensión de garantías dentro del cual fue emi-
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tido. 

El Juez de Distrito dió entrada a la demanda del Playtex de México, 

S . .A, y pi:iió el informe con justificación relativo a la autoridad responsa ble; 

en este caso la Secretaría de Relaciones Exteriores, sefialandole día y hora 

para la celebración de la audiencia de Ley. Con fecha 11 de marzo de 1964 

se concedió a la quejosa la protección constitucional, de acuerdo entre otras, 

con las siguientes consideraciones: 

"SEGUNDO. - Los conceptos de violación formulados por la quejosa 

en su dem11nda, ecn fundados. En efecto, el permiso que constituye el acto 

reclamado en el presente jaicio resulta violatorio de la garantía de legalidad a 

que se refieren los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, 

poique indudablemente los preceptos legales en que se apoya no se encuentran 

en vigor, dado que el A rtfrulo lo. del Decre1D mencionado establece que duran-

te el tiempo en que permanezca en vigor la suspensión de garantías decretada 

el lo. de junio de 1942, los extranjeros y sociedades mexicanas que tengan o 

puedan tener socios extranjeros sólo podrán mediante permiso que previamen-

te y en cada caso otorgue la Secretaría de Relaciones Exteriores ... Este pre-

cepto nos da una idea exacta de la temporalidad y este mismo concepto de 

temporalidad se advierte del arfículo Zo. del Decreto mencionado, cuando 

dice: asímismo y durante el período a que se refiere el artículo anterior, 

será necesario el permiso previo en cada caso que la Secretaría de Relacio-

nea otorgue para la mod ificaciÓn o transf:irmación de las sociedades mexi-

canas existentes o que en lo futuro se constituyan y que tengan las carac-

terísticas seílaladas en el inciso anterior, especialmente si por ellas se 

mmt.tOTIICA CEM'mAl 
U 14. A, M. 
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substituyen socios mexicanos por extranjeros, o se varía en cualquier for­

ma el objeto social. Este Decreto indudablemente quedó insubsistente por 

el de ZS de septiembre.de 1945, el·cual levantó la suspensión de garantías 

decretada el lo. de junio de 1942 y por ese motivo el Decreto no tiene 

aplicación en la limitación que se impone a la agraviada, y al hacerlo, se 

están violando los Artículos 4o., 14, 16 y Z7 Constitucionales, en lo que 

concierne a las garantías individuales .que consagran los preceptos antes 

mencionados, puesto que se le está limitado en la libertad que tiene de 

dedicarse al trabajo o industria que más le acomode, al prohibirle que 

se dedique a la elaboración y distribución de productos de hule, con lo que 

indudablemente se le impide a que continúe elaborando objetos para el uso 

de mujer y bebés, en los que se usa como materia prima "latex" una vez 

que el hule ha sido procesado; esta p1 ohibición también afecta a la autori­

zación primordial que solamente establecía prohibición respecto a la explo­

tación y comercio de la industria bulera, con apoyo en una disposición o de­

creto que se encuentra derogado por uno posterior." 

Posteriormente, el entonces Secretario de Relaciones Exteriores se 

inconformó con el fallo del Juez de Distrito e interpuso el recurso de revisión, 

mismo que fue admitido por la Suprema Corte junto con la petición del 

.Ministerl.o Público en el sentido de que se confirmara la sentencia, por 

estar apegada a derecho. 

Dentro del considerando Primero de la sentencia dictada por la Su­

prema Corte· se manifiestan los agravios que hizo valer la Secretarfa de 
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Relaciones Exteriores, y que son los siguientes:. 

"PRIMERO. Violación de los artículos 74, fracción lll, 77 y 73 

fracciones V, XI y XII de la Ley de Amparo. En el informe justificado ren­

dido por esta Secretaría en el presente asunto, por medio de oficio 7741 de 

fecha 14 de enero de 1964, se hizo valer la improcedencia del amparo, por 

consentimiento expreso de la quejosa en el acto que reclama: así como 

por falta de interés jurídico en la reclamación que plantea. Sin.embargo, 

de lo anterior, el Juez de Distrito que dictó resolución definitiva en el pre­

sente asunto, omitió considerar los conceptos de improcedencia del ampa­

rC\ en la resolución definitiva quP. se combate, con violación de los artículos 

73, fracciones V, XI y XII, 74, fracción III y 77 de la Ley de Amparo. De 

tod9 ello resulta que se ha omitido resolver una de las cuestiones plantea­

das y que debió ser materia de la sentencia, por lo que cabe se reponga la 

resolución rec,urrida y se dicte otra nueva en la que se considere la cues -

ti6n omitida. Como resulta que la improcedencia invocada da lugar al 

sobreseimiento del juicio de amparo, no será necesario entrar al estudio 

del fondo del mismo. - SEGUNDO. Violación de las fracciones XI y XII del 

artículo 73 de la Ley de Amparo. - El C. Juez de Distrito omitió sobreseer 

el presente juicio de amparo, a pesar de estar plenam_e_nte acreditadas 

las causas de improcedencia hechas valer ·ante él. - a) El acto reclamado 

se hizo consisitr en la expedición del permiso número 14246 de fecha 30 

de octubre de 1963, otorgado para que la quejosa aumentara su capital so­

cial y reformara en lo relativo su escritura constitutiva "limitando la es-

""."' ..... -- .. ;- :---.-~ 
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fera de sus actividades prohibiéndole entre otras: "dedicarse a la elabora­

ci6n y d istrib1J•ciÓn de productos de hule. " (Según libelo de demanda). -

En el caso planteado, la Secretaría de Relaciones Exteriores, por medio 

del informe justüicado que rindió ante el Juez del Amparo puso en conoci­

miento de éste, que la quejosa se constituy6 previo permiso expedido por 

la misma Secretaría, expedido el día 22 de junio de 1955, en ·~l cual se li­

mitó la esfera de las posibles actividades de la hoy quejosa, entre otras, 

en el manejo de empresas •'de explotaci6n y comercio de la industria bulera." 

Toda vez que la empresa "Playtex, de ·México, S.A." se constituyó al ampa -

ro del permiso otorgado por esta Secretaría en los términos que se detallan 

en el párrafo amerior, a partir de su constitución esta empresa ha estado 

impedida de dedicarse a la explotación y comercio de la industria bulera; el 

permiso número 14,246 que la quejosa seiiala como acto reclamado,·no impu­

so ninguna limitación nueva o diferente a la que la empresa quejosa sufrió 

a partir del acto de su constitución; tan s6lo se seftal6 en el texto del permi­

so mencionado como acto reclamado, un recordatorio de la limitación que 

aftas antes le había sido fijada a la quejosa. El acto que seftala la quejo-

sa como reclamado no es el que limitó la esfera de sus actividades¡ éstas 

quedaron reducida.e desde el otorgamiento del permiso para la constituci6n 

de la sociedad; c~ntr!l este acto ~e autoridad debió interponerse el amparo, 

cuando fue oportuno. Una vez consentida la limitación, mediante el otorga­

miento de la escritura de constituci6n de la sociedad con apego a las limita -

cienes fijadas, está plenamente consentido el acto reclamado. Nada importa 
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que esta Secretaría, en actuación ulterior, reproduzca la limitación que 

inicialmente fijó, puesto que no modifica la situación previamente creada 

y consentida. Es más: la quejosa se autolimitó en el escrito por el que se 

solicitó permiso para constituírse; en dicho documento se transcribieron 

integra y literalmente las limitaciones que se deseaba fijar a las activi­

dades de la tlocie<la<l, entre las cuales, se insertó que la sociedad no po­

dri'.'a dedicarse a la explotación y comercio de la industria hule1·a. ¿En 

donde pues, reside la violaci~n de garantías? ¿Puede la autoridad conce­

der una ampliación de objeto social, sí no se le pide? El acto de autoridad 

inicial se llevó al cabo de conformid;:d con la solicitud planteada, y por tan­

to, desde ésta, la quejosa consintió expresamente, y pidió se le fije la limi­

tación que ahora viene a reclamar en la vía de amparo. La sentencia recu-

. rrida omitió sobreseer el amparo por este motivo de improcedencia, a pe-

sar de resultar tan diáfano y de estar debidamente comprobado, mediante 

las copias de documentos que se acompañaron al informe justificado, por 

lo que causa agravio a esta Secretaría. B) Violación de la fracción V del 

artículo 73 de la Ley de Amparo. De la misma manera el C. Juez de Dill­

trito omitió declarar la improcedencia del amparo y sobreseer el juicio co­

rrespondiente, a pesar que se. invocó y probó que la quejosa carece de inte -

rés jurídico en la cuestión que plantea. En la página nueve del informe jus -

tiíicado rendido por esta Secretaría, se hizo hincapié en que en la solicitud 

de constitución de la_ sociedad hoy quejosa, se pidió que se limitaran las po­

sibles actividades de la misma, excluyendo, entre otras, la explotación y 

--.J.-.,: .. ":: .. ;-:-.,"-. 
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comercio de la industria hulera. Esto es, la sociedad quejosa, expresó 

inequívocamente su voluntad de no dedicarse a estas actividades. Según 

se desprende del número 3), primero y segundo párrafos del capítulo de 

h<"chos del escrito de demanda de amparo, la quejosa solicitó permiso a 

esta Secretaría exclusivamente para aumentar su capital social y refor­

ma.r la cláusula sexta de 8U esc:itura constitutiva, cláusula que se refie­

re al .capítal, esto es, que la sociedad antes referida no ha solicitado per­

miso para modificar su objeto social; en consecuencia·, malamente podría 

esta Secretaría haberle concedido lo qite no pidió; ni tampoco prevenciones 

de esta Secretarfo que no importan modificaciones a la situación que 

tiene desde su constitución, le afectan interés jurídico ninguno a la quejo­

sa. La mera repetición de las limitaciones a las actividades• de la socie­

dad, fijadas a solicitu1i de la quejosa hace nueve afios, no afecta los inte­

reseQ .jurídicos de la misma, pues ni en el tiempo de su constitución ni 

tampoco ahora, ha maniíestado que pretenda dedicarse legítimamente a las 

actividades que siente limitadas; y .si por el contrario, inicialmente expresó 

que a dichas actividades no se dedicaría y no ha expresado intención distinta 

con pa sterioridad. En oonsecuencia, el C. Juez de D .atrito debió haber 

declarado improcedente el amparo interpuesto, y sobreseer el juicio co­

rrespondiente, pues.el acto recl,amado no afecta los i~tereses legítimos 

de la quejosa. Esta Secre~ría se ha enterado con sorpresa, que según anun­

cio que hace la quejosa en su libelo de demanda, se ha venido dedicando a a 

fabricaci6n y distribución de productos de latex, que una vez procesado es 
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hule (según declara), lo cual contradice abiertamente lo que se expresó en 

la solicitud de permiso para constituir la oociedad, y la escritura de consti­

tución de la misma; y que, por tanto, no constituye un interés jurídico y le­

gítimo, sino una actividad subrepticia y no autorizada. 

El considerando segundo de la sentencia manifiesta que es justifica­

do el primero de los agravios de la Secretaría de Relaciones Exteriores ya 

que el Juez de Distrito omitió en su fallo hacer el estudio de las causas de 

improcedencia que la propia autoridad presponsable hizo valer en su infor­

me con justificación, por lo que pr<Jcedió a considerarlas manifestando que: 

Dicha:> cau,;a11 de improcedencia, que reiteran. los demás agravios de la au­

toridad recurrente, son las que señalan las fracciones V, XI y XII del artí­

culo 73 de la Ley de Amparo; pero las mismas son infundadas, 

En efecto, respecto de la primera, porque habiendo estimado la ~o­

ciedad quejosa en su demanda de amparo que se le causa perjuicio con el 

cambio de texto de las limitaciones que consignaba la autorización de la 

Secretaría de Relaciones para constituirse en sociedad anónima, al que in­

dica el nuevo permiso para ampliar su capital, ello ha de ser materia del 

estudio de fondo de los conceptos de violaci6n relativos, y por lo tanto, ·es 

indiscutible su interés jurídico para el ejercicio de la acción constitucional. 

Así. lo ha definido la jurisprudencia de esta Suprema Corte- Tesis No. 751 

publicada a fojas 1396 de su Última Compilación, al establecer que "la 

circunstancia de que el acto reclamado cause o no perjuicio, es cuestión 

de mera apreciación del quejoso y no es motivo de que se sobresea en el 
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La segunda causa de improced,encia, que se hizo consistir en que 

la quejosa admitió y consintió desde un principio las limitaciones que se 

le impusieron a su objeto social y que el nuevo acto no hace sino repetir, 

es asimismo infundada. En efecto,. por el solo hecho de que la agraviada 

estime en su demanda, hadéndolo valei:: como concepto de .violación, que 

el acto de que se queja varió en su perjuicio el texto de las limitaciones que 

al constituirse se le habían impuesto, ello debe. ser, como se ha dicho, obje­

to de estudio, en cuanto al fondo de la materia del juicio . .Además, la limita­

ción que se consi¡:na en la segunda autorización no es igual a la que se sefialÓ 

en la primera, para concluir con evidencia que la que ahora reclama debe con­

siderarse como consentida. Ciertamente no es lo mismo •'dedicarse a empre­

sas de explotación y comercio de la indust-ria hulera ", y cuya prohibición con­

signalíá el primer permiao, que la prohibición de "elaborar y distribuir 

productos de hule", que señala el segundo, pues no se opone a la primera 

que para la realización de su objeto social (confección y acabado de prendas 

de vestir) la quejosa junto.con otros materiales propios de su industria, 

utilice 11 latex" y lo elabore en determinadas formas adecuadas para el 

acabado de sus confecciones; lo cual; por otra parte, no significa que, co­

mo actividad distinta·de la que es propia, se constituya en empresas pa-

ra la explotación y comercio de la industria hulera. Sería absurdo suponer 

lo contrario. Por esto no cabe concluir que desde el texto de la nueva li­

mitación, la quejosa le haya consentido por haber aceptado los términos de 
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juicio de garantías. 11 

La segunda causa de improcedencia, que se hizo consistir en que 

la quejosa admitió y consintió desde un principio las limitaciones que se 

le impusieron a su objeto social y que el nuevo acto no hace sino repetir, 

es asimismo infundada. En efecto, .por el solo hecho de que la agraviada 

estir:le en su demanda, ha.:iéndolo vale;: como concepto de .violación, que 

el acto de que se queja varió en su perjuicio el texto de las limitaciones que 

al constituirse s~ le habían impuesto, ello debe. ser, como se ha dicho, obje­

to de estudio, en cuanto al fondo de la materia del jui<:io. Además, la limita­

ción que se consigna en la segunda autorización no es igual a la que se señaló 

en la primera, para concluir con evidencia que la que ahora reclama debe con­

sidera rae como consentida. Ciertamente no es lo mismo "dedicarse a empre­

sas de explotación y comercio de la industria hulera 11 , y cuya prohibición con­

signaba el primer permiso, que la prohibición de "elaborar y distribuir 

productos de hule", que señala el segundo, pues no se opone a la primera 

que para la realización de su objeto social (confección y acabado de prendas 

.·de vestir) la quejosa junto.con otros materiales propios de su industria, 

utilice 11 latex" y lo elabore en' determinadas formas adecuadas para el 

acabado ~e sus confecciones; lo cual; por otra parte, no significa que, co­

·mo actividad distinta·de la que es propia, se constituya en empresas pa-

ra la explotación y comercio de la industria bulera. Sería absurdo suponer 

lo contrario. Por esto no cabe concluir que desde el texto de la nueva li­

mitación, la quejosa le haya consentido por haber aceptado los términos de 
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la primera; y en esta virtud, no procede sobreseer en el juicio por la 

causa mencionada. 

Finalmente, respecto de la Última y que es la que señala la frac-

ción XII del citado artículo 73, porque es del todo incongruente su invoca-

ciÓn teniendo en cuenta las razones que, para fundarlas, hace valer la auto-

r.dad recurrente, dado que aquella se refiere al téi:mino para promoción 

del juicio de garantías, cuestión que no ha estado a debate en la presente 

controversia constitucional. 

Infundadas, pues, tales causas de improcedencia, y limitada esta 

Sala al solo examen de los agravios alegados contra la resolución recurrida, 

según lo previene el citado artículo 91, fracción I de la Ley de Amparo, pro-

cede por consecuencia confirmar en sus términos el fallo del a quo." 

Después de considerar .todo lo anterior, la Suprema Corte de Jus-

ticia de la Nación resolvió lo siguiente: 

"TERCERO. - La Justicia de la Unión ampara y protege a "PLAYTEX 

DE MEXICO," S.A., en contra de los actos que reclama de la Secretaría 

de Relaciones Exteriores y que han quedado sefialados en el resultando pri-

·mero de esta misma ejecutoria." (11) 

(11) Amparo en revisión No. 3596/64, ejecutoria de 7 de septiembre de 
1964, Playtex de México, S.A. 
Agrade¡o;co la ayuda que me brindaron los Sres. Lics. Raúl Cuevas Mantecón 
y José Luis Zambrano Sevilla , Secretario General de Acuerdos y 
Director del Seminario Judicial de la Federación de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, respectivamente. 
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CAPITULO TERCERO 

CRITERIOS ADOPTADOS POR LA S€CRETA'RIA DE RELACIONES EXTE· 
RIORES EN USO DE LAS FACULTADES DTSCRECIONALES QUE LE OTOR· 

OA EL DECRETO DE 29 ·DE JUNIO DE 1944. 

A • Facultades de la Secretar(a de Relaciones Exteriores. 

a) De acuerdo con la !racclón VIl del Artículo ~o de la Ley 
. . 

de Secretarías y Departamentos de Eatado. 

b) De acuerdo con el Artícu.lo 3o. del Decreto de 29 de junl.o 

de 1944 

e) La Facultad Discrecional. 

d) Loe Acuerdos de 17 de abrl\ de 1945 y de 27 de mayo de 

1947. 

B.• La Comlalón Ml.xta :1ntersecretarla\. 

Anál\al.s de algunas normaa dictadas por la Comisión Ml.xta 

!nter a ecreta r lal,. 

C.. Algunos criterios adoptados por la Secretada de Relaciones 

Exteriores 

l. Por lo que a la conatltuc:lón de aoc\edadea 8' refiere. 

a) En relación con. la \nduetrla c\nematogdflca 

b) En relación con la pslcultura y la peaca 



81. 

c) En relación con la producción de aguas gaseosas y refrescos 

embotellados. 

d) En relación con empresas editoriales y de publicidad. 

e) En relación con la industria hulera. 

f} En relación con las empresas de transportes mar(timos 

g) En relación con las empresas de transport~s aéreos 

h) En relación con las empresas de tran11portes terrestres, urba­

nos e interurbanos. 

i) En relación con la siderúrgica, cemento, vidrio, fertilizantes, 

celulosa y aluminio. 

j) En relación con art(culos de tocador y belleza. 

U. Por lo que a modificación de sociedades se refiere. 

lll. Por lo que a la _adquisición de inmuebles o derechos por extran­

jeros y oo ciedades mexicanas se refiere. 

IV. Por lo que a zonas prohibidas se refiere 

V. Por lo que a adquisición por extranjeros de sociedades mexica­

nas ya existentes. se refiere 

Vt. Por lo que adquisición de empresas mexicanas por sociedades 

también mexicanas que tengan o puedan tener socios e:ctranjeros 

se refiere. 

-- -- ·-- -" - ,.., ':""' - .,~-.- .. 
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CAPITULO TERCERO 

CRITERIOS ADOPTADOS POR LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIO­
RES EN USO DE LAS FACULTADES DISCRECIONALES QUE LE OTORGA EL 

DECRETO DE 29 DE JUNIO DE 1944. 

A, FACULTADES DE LA SECRETARIA DE RELACIONES 

EXTERIORES. 

Considero importante mencionar las facultades que tien~ la Secre­

tarfa de Relaciones Exteriores de acuerdo con la fracción VII del Articulo 

3o. de la Ley de Secretarfas y Departainentos de Estado, y en concreto, 

aquellas que le fueron otorgadas por el Decreto de 29 de junio de 1944. La 

finalidad será el determinar si dicha Secretarfa opera acorde con las facul-

tade s que expresamente tiene determinadas o se desliga y actua sin seguir 

los lineamientos y extensión que le marcan dichas facultades. 

a) De acuerdo con la fracciÓ~ Vil del Artfculo 3o. de la Ley de 

Secretarfa a y Departamentos de Estado, 

La Ley de Secretarías y Departamentos de Estado de 23 de diciem-

bre de 1958, establece en su Artfculo 3o. los asuntos que le competen des-

pachar a la Secretarfa de Rela.;:ione s Exteriores, entre los que se encuen-

tran: el manejo de las relaciones internacionales; la intervención en la cele-

braciÓn de toda clase .de tratados'. acuerdos y convenciones en los que el 

paf s sea parte; la dirección del servicio exterior diplomático y consular; 

la obtención en el extranjero de informaciones técnicas y económicas que 

sean de utilidad para la producción agrfcola e industrial del pafs; la pro-

moción, junto con la Secretaría de Industria y Comercio, del comercio 
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exterior del pais; la intervención en lo relativo a comisiones, congresos, con­

ferencias y exposiciones internacionales; la intervención en las cuestiones 

relacionadas con los limites territoriales del pa{s, y aguas internacionales; 

la intervención en todas las cuestiones relacionadas con nacionalidad y natura­

lización; la guarda y el uso del Gran Sello de la Nación; la colección de autó­

grafos de los documentos diplomáticos; la legalización de las firmas en los 

documentos que deban producir efectos en. el extranjero; la intervención en 

la extradicciÓn y en los exhortos internacionales; y la's demás que le atribuyen 

expresamente hs leyes y reglamentos. 

A px·opÓsito ha dejado en Último término la facultad que le concede a 

la Secretaria de Relaciones Exteriores la fracción VII del Artfoulo 3o. de la 

Ley que se comenta, la cual consiste en: 

"VII. Conceder a los extranjeros las licencias o autorizaciones que 

requieran conforme a las leyes para adquirir el dominio de las tierras, aguas 

y sus accesiones, o p.ira obtener concesiones de explotación de minas, aguas 

o combustibles mineralee en la RepÚblica Mexicana y para adquirir bienes in­

muebles ubicados en el pa{s, para intervenir en la explotación de recursos 

naturales, para hacer inversiones en empresas industriales especificadas, 

as( como para formar parte de sociedades mexicanas civiles y mercantiles 

y .a éstas para modificar o reformar sus esr:rituras y sus bases constituti­

vas y para aceptar socios extranjeros o adquirir bienes inmuebles o derechos 

sobre ello11. 11 

Con base en el texto legal transcrito, la Secretar{a de Relaciones 

.....,. --, - -. ----- . 



84. 

Exteriores fundamenta el otorgamiento de los permisos que otorga, al esta~ 

blecer en el texto de los mismos, la siguiente leyenda: 

"Este permiso se concede con fundamento en el Artículo 

3o. fracción Vllde la Ley de Secretarfas y Departamentos 

de Estado, en los términos del Artículo ?.7 Constitucional 

y sus leyes Orgánicas y Reglamentos ... Su uso implica su 

aceptación incondicional y obliga al cumplimiento de las 

disposiciones legales que rigen el objeto de la sociedad; 

su incumplimiento o violación origina la aplicación de las 

sanciones que determinan dichos ordenamientos legales y 

el Decreto de ?.9 de junio de 1944." 

Resulta interesante comparar el texto adl.lal de fundamento legal 

que obra inserto en los ·permisos que otorga la Secreta.ría de Relaciones 

Exteriores, con el texto que contenían los permisos, que hasta hace poco 

tiempo se otorgaban y el cual decía lo siguiente: 

"Este permiso se concede con fundamento en el Artículo 3o. fracción 

Vll de la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado y el Decreto de Z9 

de junio de 1944." 

Es lógica la comparación porque nos viene a confirmar la validez 

que para la Secr11t2ría de Relacionex Exteriores tiene el Decreto de Z9 de 

junio de 1944. Dicha Secretaría modificó el texto en los permisos que otorga, 

para no caer en la tan criticada aplicación del Decreto de Z9 de junio de 1944, , 

sin embargo, el texto actual de fundamento legal para el otorgamiento de di~ 
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chos permisos también adolece de un grave error, al establecer que en 

caso de incumplimiento o violaci6n, se aplicarán las sanciones de los or­

denamientos legales y el Decreto de 29 de junio de 1944. En este caso, lle­

garíamos a la misma conclusi6n, estableciendo que para la Secretaría de 

Relaciones Exteriores, el Decreto de 29 de junio de 1944 sigue en vigor, y 

por lo tanto, su aplicaci6n va acompañada con la amplísima facultad que 

le otorga.ª dicha. Secretaría el Artículo 3o. del Decreto de 29 de junio de 

1944, facultad considerada como discrecional, y de la que nos ocuparemos 

más adelante. 

Por lo que toca a. las atribuciones de la Secretaría de Relaciones Ex­

teriores, en cuanto a otorgamiento de permis:is se refiere, enmarcadas en 

la íracci6n VII del Artículo 3o. de la Ley de Secretarías y Departamentos de 

Estado, cabe hacer la observaci6n de,que dicha fracción no le otcrga facultad 

discr~~ional alguna a la Secretaría, y no obstante, la mencionada dependen­

cia puede otorgar, negar o condicionar, en forma discreciona 1, los· pern;iisos 

que le soliciten teniendo que fundamentar esa discrecionalldad en el .Artículo 

3o. del Decreto de 29 de junio de 1944. 

b) De acuerdo con el .Artículo 3o. del Decreto de 29 de junio de 1944. 

El principal fundamento de la Secretaría de Relaciones Exteriores pa­

ra hacer uso de su facultad discrecional, obra enmarcado en el primer pá­

rrafo del Artículo 3o. del D'ecreto de 29 de junio de 1944, al establecer que: 

"La Secretaría de Relaciones Exteriores tendrá la facultad discrecio­

nal de negar, conceder o condicionar los permisos a que se refieren los artí-
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culos anteriores según estime que con su otorgamiento se contrarían o 

no las finalidades perseguidas por este decreto, expuestas en los conside-

randos del mismo." 

Podemos afirmar, que la más amplia facultad de que esta investida 

la Secr·etaría de Relaciones Exteriores, se deriva del texto e interpretaci6n 

del primer párrafo del Artículo que acabamos de transcribir, porque además 

de ser discrecional, faculta a la Secretaría para otorgar, negar o condicio-

r¡ar los permisos necesarios para adquirir bienes a extranjeros y para la 

constitución o modificación de sociedades mexicanas que tengan o puedan 

tener socios extranjeros. Es aquí, de donde han surgido tantos problemas 

y pol(cicas en la actuación de la Secretaría, quizá, por no comprender el 

límite de la facultad discrecional o tal vez, por la tradición en los lineamien-

tos políticos de nuestr.o país . 

. c) La Facultad Discrecional. 

Como lo anotamos en le inciso anterior, la Secretaría de Relaciones 

Exteriores está investida, (según se desp,rende del Artículo 3o. del"Decre-

to") de amplísimas facultades para otorgar, negar o condicionar los permi-

sos a que alude el multicitado ."Decreto" . 

.Ahora bien, dicha facultad podemos considerarla, y el r.iismo artículo 

así lo hace, como discrecional y para el caso concreto del presente trabajo . . 
considero necesario estudiarla, para delimitar si el ejercicio de dicha facul · 

tad por parte de la Secretaría de Relaciones Exteriores, no ha sido arbitra-

río. 
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Primeramente asentaremos algunas bases doctrinales con respecto a 

la facultad discrecional. 

Bonnar.d 1Jice, que cuando la ley o el Reglamento, previendo para la 

Administración ciertaca:r.petenCia~n oc<tsión de una relación de derecho con 

un particular, dejan a la Administraci6n un poder libre de apreciación para 

decidir si debe obrar o abstenerse, en que momento debe obrar, cómo debe 

obrar, y que contenido va a dar a su actuación, hay poder discrecional. Con-

tinúa diciendo que el poder discrecional consiste en la libre apreciación de-

jada a la Administracion para decidir lo que ea oportuno hacer o no hacer. ( 1) 

Michoud afirma que la facultad de la Administración de obrar libre-

mente sin que su conducta esté determinada por la regla de derecho, es lo 

que constituye la facultad dicrecional. ( 2). 

Fraga la considera como aquella que se ejerce d~ntro de una esfera 

libre de actuación de una autoridad, con un origen leg(tirno que es la autori-

zació'n legislativa y con cierto lfmite que existe siempre en el interé's general 

que constituye la Única finalidad que pueden perseguir las autoridades adminis -

trativas, siempre y cuando no esté sefialado en la misma ley o implCcito en 

el sistema que esta adopta. ( 3 ) . 

Bielsa define al poder di.screcional como "el conjunto de facultades 

que la autoridad ejerce sin que ninguna regla positiva de derecho le trace 

( l ) Citado por Gabino Fraga. "Derecho Administrativo" ' México 1968. p.101 
( 2 ) Idem. pg. 101 
( 3) Idem. pg. 102 

. .,._ .... ---.., - .-·--.-*)"".---:--·-- .. 
/.\! ,;, • . - _::,_,_.,,_, ·.,--_-:_, ___ :,, ""¡'7~0:-;;!::~. ~'::~: .. : ....... -.,_,:·.;:; ·1 
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el camino que debe seguir en cada caso. 11 ( 4). 

"En todo sistema constitucional el poder discrecional es eje't'cic:lo, 

en mayor o menor grado, por todos los poderes, sólo que el fundamento y es-

pecialmente la extensión de ese ejercicio difiere según la actividad de que se 

trate, lo que se determina no tanto por el carácter de los órganos que la ejer-

cen (legislativo, administrativo o judic~.al) 1 sino por el fin que cada uno de 

ellos cumple al realizar la. 11 ( 5 ) 

Sabemos que el poder discrecional existe, y cada d(a en mayor exten-

si6n, en la función administrativa, la cual se desarrolla dentro de la esfera 

circundada por la ley. 

"Cuando el legislador establece una norma que impone una· limitaci6n, 

de esa limitación no puede excederse la acción administrativa, ni aun en el 

ejercicio de sus facultades discrecionales. Precisamente, el ejercicio del 

poder·'discrec ional-en razón de la mis.ma naturaleza C.e la actividad adminis -

trativa, qua es circunstancial y variable, pero concreta - debe entenderse co-

mo hecho o función normal o habitual de la actividad de la Administración pú-

blica para cumplir la ley .. Por eso puede definirse el poder discrecional de la 

Administración pública, como'la facultad de ejercer sus funciones según la 

dirección y contenido que ella imprima a su actividad, de acuerdo con cierta 

apreciación subjetiva-. Mas contra la.e desviaciones ilegales del ejercicio de 

ese poder, hay recursos proi.•:ctores." Sólo la discrecionalidad técnica, o de 

(4 )Bielsa,Rafael. "Derecho Administrativo." 6a. Ed. Tomo V. Buenos Aires. 
1966. pg.151. 
(S)Idem. p.lSZ 
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"pura administracion", se sustrae a estas limitaciones, si a ella no se vin-

cula una norma legai. " Y pi'ecisamente, le; tendencia jurisprudencia! es 

aquella que, sin deconocer el poder discrecional de la Administracion pú-

blica, examina la legalidad y la justicia intrínseca de los actos discreciona-

les, al examinar los hechos, y aun sus móviles reales, razón por la cual 

correlativamente se reducen los actos de pura adrn.inistraci6n." (6 ) . 

La administración desarrolla siempre su actividad bajo la constitu-

ción y la ley, pero varía mucho la medida en que aquellas encauzan o limi-

tan dicha actividad. En unos cases la a normas legales determinan con pre-

cisión lo que deben hacer los Órganos administrativos, en otras casos no su-

cede así. La Ley no determina lo que la administración debe hacer en los ca-

sos concretos, sino que le acuerda poderes jurídicos y le fija simplemente las 

líneas generales de suacción futura, como ocurre generalmente en materia de 

polocía del orden, por la propia naturaleza de dicha actividad. Es aquí en 

donde podemos encontrar la diferenciación de un acto reglado y un acto dis-

crecional. 

"La mayor o menor discrecionalidad dP. la administración surge de 

los textos constitucionales o legales, en forma expresa o implícita, a veces 

resulta difícil establecer la solución exacta por la redacción defectuosa o in-

suficiente de los textos. Admítase también que por vía reglamentaria la admi-

nistración puede hasta cierto punto, autolimitar lícitamente su discrecionali-

dad." ( 7) 

( 6) Idem pg. 153 y 154 
(7) Sayaguez Laso,Enrique. "Tratado de Derecho Administrativ•:>" Montevide? 
1953, p.405 
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La doctrina y jurisprudencia modernas .no niegan la discrecionalidad 

administrativa, sino que limitan el concepto y afirman la posibilidad de 
,. 

control jurisdiccional de los actos discrecionales, a efecto de establecer, 

si la administración actu6 en el ámbito discrecional o si excedió sus limites. 

"Por consiguiente, mientras la administraci6n ejerza razonablemente 

sus poderes disci:ecionales dentr<;> de lo~. límites que fije el derecho, sus deci­

siones serán licitas y no podrán ser anuladas en vía jurisdiccional. De ahí 

que Bonnard afirme con razón que la discrecionalidad considerada en sí' misma 

no admite restricciones que eixste o no existe, aunque hay límites exteriores 

que determinan su campo de acción. Claro que entonces el problema.se des-

plaza hacia la averiguación de si se traspasaron o no esos límites lo cual cons-

tituye la médula del asunto. Dichos límites pueden hallarse establecidos en 

la constitución, las leyes y los reglamentos, en forma expresa o implícita. 

Toca al-intérprete, administrador o juez determinar su alcance cuando no 

hay textos expresos. Es tarea muy delicada y no existe acuerdo sobre las 

reglas fundamentales. Pero sí hay una orientación coincidente en .,¡ c;cntido 

de restringir razonablemen.te el ámbito de discrecionalidad. 

Una primera limitación de carácter general, pero de relevante inte -

rés tratándose de actos discrecionales, surge del fin que debe perseguir to-

da actividad administr.ativa. Los P.oderes discrecionales no se ejercen capri-

chosamente ni para satisface~ fines personales, sino por motivos de interés 

público, es decir, por razones atinentes al servicio, por lo tanto si media 

un fin extrailo, el acto es ilícito y cabe su .anulación jurisdiccional. Otras 
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limitaciones surgen cuando se analiza el papel que juega la voluntad adminis­

trativa en los actos discrecionales. Ese análisis permite determinar el ver­

dadero campo de la discrecionalidad, íuera de cuyos límites surge la ilicitud 

y por lo tanto surge el control jurisdiccional. 

Todo pronunciamiento de la administración tiene como punto de par­

tida determinados antecedentes de hecho que son. el. motivo que justifica a 

áquel; el proceso volitivo de la administración princip~a apreciando la exis­

tencia de esos hechos. 

En esa apreciación no hay generalmente discrecionalidad, pues los 

hechos son o no son lo que administración declara ser. Es indiferente que 

esa apreciacion requiere conocimientos técnicos, pues la circunstancia de 

que la cuestion de hecho, sea de carácter técnico no altera la regla. 

Luego de establecidos los hechos, la administración los examina en 

el aspecto jurídico para darles la clasificación legal. En esta etapa no puede 

eicistir tampoco discrecionalidad, porque tratándose de la interpretación de 

normas jurídicas solo puede haber una verdad legal; si la clasificación ad­

ministrativa es errónea, el acto adolece de ilegalidad en el !cndo. Una vez 

·establecidos los hechos y calificados l~galmente, la administración entra 

a considerar si debe o no debe actuar, y en el caso afirmativo, cuales me­

didas adoptará; éste es el ámbito legítimo de la discrecionalidad administra­

tiva. A veces la administración dispone de una gran libertad, puede elegir el 

ljl'lomento para actuar, la forma para hacerlo, determinar el contenido del acto, 

etc. 
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Otras veces solo tiene discrecionalidad en alguno o algunos de esos 

aspectos, pero aún en este ámbito legítimo de discrecionalidad, la admlnis-

tración debe actuar razonablemente, ya que la libre apreciación en la opor-

tunidad de la acción ;vJministrativa no puede convertirae en arbitraúedad, lo 

cual importar(a salir de sus límites propios y constituiría ilegalmente," ( 8) 

De aqu( que la Administración pública deba ejercer sus poderes o fa-

cultades discrecionales, dentro del límite que le establ11cen las leyes, ya que 

de no ser as(, la ~jercibilidad de dicha facultad podría tomarse en actos ar-

bitrarios por parte de las autoridades administrativas. La Secretaría de. Re-

laciones Exteriores, en muchos casos ha ejercido la facultad discrecional 

que le concede el primer párrafo del Artículo 3o. del "Decreto", fuera de los 

límites que establecen nuestros ordenamientos legales, ya que muchas veces 

el otorgamiento, negacibn o limitación de un permiso está basad.o en simples 

circula_res, oficios u opiniones de fud~le intersecretariaL 

d) Los acuerdos de 17 de abril de 1945 y de 27 de mayo óe 1947. 

·Vimos que el Artículo 3o. del Decreto de 29 de junio de 1944 le otor-

ga a la Secretaría de Relaciones Exteriores, la facultad discrecional de con-

ceder,.negar o condicionar los.permisos que se le soliciten, entre los que 

se pueden mencionar aquéllos necesarios para constituir sociedades. Esa ía-

cultad discrecional, ha sido ejercitada por la Secretaría de Relaciones Exte-. . 
riores un sinúmero de veces, ocacionando con ello la interrogante de sí se 

está actuando dentro de los l(mttes establecidos por la ley o el ejercicio de 

(8) Idem p.407 a 412 
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dicha facultad va más allá cte esos límites. Como ejemplo de ésto, el 17 de 

abril de 1945, el entonces :Secretario de Relaciones Exteriores solicitó a la 

Direcci6n General de Asuntos Juridicos de esa misma Secretaría, una tabla 

donde se señalara el porcentaje de capital mexicano que se debería de exi­

gir para la constitucion de sociedades, tomando en considt:ración las activi­

dades a que vayan a dedicarse as( como el capital que se invertiría en ellas, 

todo ello con el objeto de contar con normas fijas para la aplicaci6n del De­

creto de 29 de junio de 1944. 

El mismo acuerdo ordenaba que, mientras tanto, no se expidieran 

permisos para la constitución áe sociedades cuyas actividades fueran de ra­

diodifusión, de produccion, distribución y exhibición de películas cinemato­

gráficas, de transportes aéreos cuando vayan a operar Únicamente dentro 

del territorio nacional, de transportes urbanos e interurbanos y de psicul­

tura y pesca, a menos de que el 51% del capital de dichas sociedades fuera 

de mexicanos. Hasta la fecha, estas limitaciones prevalecen y son exigidas 

por pai:te de la Secretaria de Relaciones Exteriores, a excepción de la radio­

difusi6n, actividad que en la <1ctualidad eetá reservada a mexicanos y a socie­

dades mexicanas con socios mexicanos. 

Pero el acuerdo que comentamos, no se concreto con todo lo hasta 

ahora mencionado, sino que además, ordenó al Director General de Asuntos 

Jurídicos, consultar con el Secreta río o en BU defecto con el Subsecretario 

o el Oficial Mayor de dicha Secreta ría, aquellos casos en que las solicitu­

des para constituir sociedades se refieran a empresas que por suB activida-
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des, tengan repercusiones en la econom(a del pa(s. Esto resulta absurdo, 

considerando que toda sociedad, cualquiera que sea su actividad, tiene re­

percusión en la vida económica del país. 

Además de las actividades mencionadas en el acuerdo de 17 de abril 

de 1945, el Secretario de Relaciones Exteriores agregó las sociedades cuya 

actividad fuere la produccion de aguas gas e.osas y la edición de libros, pe­

ri6dicos, revistas y publicidad. 

Posteriormente, el Z7 de mayo de 1947, el Secretario de Relaciones 

Exteriores complementó el acuerdo de 17 de abril de 1945, indi1:ándole a la 

Dirección General de Asuntos Juridicos de la misma Secretar(a, que no se 

expidieran permisos en aplicacion del Decreto de Z9 de junio de 1944 , a 

las sociedades que se fueran a dedicar no sólo a la fabricación de aguas 

gaseosas, sino tambien a todas aquellas actividades relacionadas con el 

mismo ramo, ~menos que el Slo/o del capital como mfuimo, fuere mexica­

no. 

Estos acuerdos revisten importancia, ya que con ellos encontramos 

el inicio de las consecuenc\aS derivadas de la aplicación del Decreto de Z9 de 

junio de 1944, a base de impl<1;ntaci6n de criterios por parte de la Secretaría 

de Rel¡¡ciones Exteriores. 

B. LA COM!SlON MIXTA INTERSECRETARlAL. 

La Comisi6n Mixta Jntersecretarial surgi6 a ra(z del Acuerdo Pre­

sidencial de Z9 de mayo de 1947. ( 9 ) Dicha Comisión fue creada con el 

( 9) Publicado en el "Diario Oficial" el 23 de junio de 1947. 
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objeto de realizar un estudio sistemático y r.:onstante, asi como para resol­

ver adecuadamente los problemas que a cada l':lecretaria de Estado les co­

rresponden, de acuerdo con los Articulas 2o., 87 y 88 de la Ley General 

de Población, la Ley Orgánica de la fracción I del Articulo Z7 de la Cons­

titucion, el Decreto de 29 de junio de 1944 y el Ardculo 251 de la Ley Gene­

ral de Sociedades Mercantiles. 

Los considerados de dicho Acuerdo, señalan que el desarrollo de la 

economía del pa{s exige una política coordinada entre las diversas dependen­

cias del Ejecutivo, en relación con la inversion armónica de capitales nacio­

nales y extranjeros. Que para lograr esa coordinación, se requiere que el 

control que las leyes vigentes atribuyen a diversas Secretarías, se ejerza 

de ac~erdo con un criterio uniforme y con los elementos de juicio que pue­

da adoptar la coope-raciÓn eficiente de las dependencias correspondientes del 

Ejecutivo y que es' el deseo del Gobierno de la República, y por consiguiente, 

será función de ese Órgano intersecretarial, el mantener el equilibrio justo 

y conveniente entre el capital nacional y el extranjero en las inversiones en 

la República. 

Según el mencionado acuerdo, la Comisión Mixta Intersecretarial 

estará integrada por seis mien:ibros que serán: un representante de la Pre­

sidenclü de l:i República y uno de cada una de las Secretarías de Goberna­

ción, de Relaciones Exteriores, de Haciienda y Crédito Público, de Econo­

mía (hoy Industria y Comercio) y de Agricultura y Ganadería. Por acuerdo 

Presidencial de lo. de diciembre de 1949, fue incluído un representante de 
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la Secretaría de> Comunicaciones y Obru Públicas. 

· El repreoenta' · ~ :l.~ la Secretaría de lá Presidencia es el que pre-

side dicha Comisión Según el acuf!rdo, la Comisión debe cada tres meses 

o antes, si la& circunamnciaa as( lo ameritan, comunicar a las Secrefar(as 

q•1·.: integran la Comiai5n, cuales son las normas generales que habt"án de 

seguirse en la aplicación de li;s disposiciones lega.les, mencionadas al pt'in· 

cipiar el presente inciso, con respecto a la inversión de ca pi tales extranje-

roe dentro del tert'itorio nacional. 

La Comisión tiene amplias facultades para revisar, de acuerdo con 
1 

loe resultados de la experiencia, las norma e generales que haya establecido 

con anterioridad. Puede solicitar iní•1rmes y datos de todas las dependen-

cias del Ejecutivo, ae( como consultar a las instituciones privadas que juzgue 

•conveniente. Sus decisiones se adoptan por unanimidad y en ca so de divergen .. 

cias de criterio, resuelve en definitiva el Presidente de la República. 

Loa representantes de las diversas Secretarías que integran la Co-

misión Mixta Intersecretarial son loe titulares de las misma~, quienes por 

lo general delegan su facultad en el Director del Departamento Jurídico de 

cada una de las Secretarías mencionadas. 

En realidad, la Comisión Mixta Intersecretarial no se reúne periódi-

camente, por lo que no comunica a las Secretarías que la integran, cada tres 

m11ses o antes las normas que habrán de seguirse Asimismo, dicha Comiei6n 

no tiene una reglamencación ínter.na o de funcionamiento. No existe un procedi-

miento para que 
0

los partlculares puedan acercarse a consultar o someter algún 
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punto de vista u opinión. La mi:sma Secretaría de Relaciones Exteriores, 

la cual es encargada de aplica:t ?.igunas de las normas que dicta la Comisión 

Mixta Intersecretarial a través de los permisos que expide para constituir. 

sociedades limitando las actividades o los porcentajes de capital a la inver-

si6n extranjera, no ha unificado el criterio existente ni la aplicación de las 

limitaciones emanadas de la Comisión y se ha auto reservado la facultad de 

aumentar las limitaciones a otros campos de actividad o de conditimar la 

inversión extranjera al cumplimiento de requisitos diversos, excediéndose 

en las facultades discrecionales que le concede el Artfculo 3o. del Decreto 

de 29 de junio de 1944, en el supuesto de que dicho decreto se considere en 

vigor, y la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado (10), 

En resumen, podemos afirmar que si la Comisión Mixta Intersecre-

tarial, creada con el fin de coordinar polrticas y criterios, tuviera un fun-

cionamiento efectivo, sería meno~ inadecuada la actitud que toma la Secre-

ta ría de Relaciones Exteriores con respecto a los permisos que otorga, pero 

tal vez, la Comisi6n dejó de funcionar para poder hacer más expédita la 

función administrativa de la Secretarfa de Relaciones Exteriores, o sea, 

una solución pura mente práctica Y. justificada. 

Análisis de algunas normas dictadas por la Comisión Mixta Inter-

secretaria l. 

Son doce las normas que la Comisión Mixta Intersecretarial ha die· 

tado desde la fecha de su nacimiento. La finalidad del presente inciso, se-

( 10 } Ramos Garza, Osear .. "México ante la Inve rslÓn Extranjera" México, 1972 

p.24 
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rá analizar Únicamente aquella• normas dictadas por la Comisión, que en una 

u otra forrna,han servido de interpretación y criterio a la Secretaría de Re· 

laciones Exteriores, en los permisos que otorga. 

Segunda Norma ( 11). 

"Se aprueba la norma hasta ahora seguida por la Secretaría de Reta-

cienes de exigir como prueba del control.,del 51% de capital mexicano el sis· 

tema de acciones nominativas en cuanto a los mexicanos, sin perjuicio de que 

en el futuro la Comisión Intersecretarial sobre Inversión de Capital Extranje-

ro, al encontrar una fórmula satisfactoria para substituir el sistema de ac-

cienes nominativas, revise esta propia norma y la modifique en los términos 

que la futura experiencia, la11 diversas opiniones que se oigan y las necesi-

dad es económica.a del país lo ameriten. Al aprobar esta norma la Comisión 

precisa ya su criterio en el sentido de que, como regla general, basta el 

51% del·capital mexicano para los efectos de control de las emp,.esas que, por su 

naturaleza, ameriten la existencia de ese control." tz) 

Esta norma se refiere el Artículo Jo., fracción III, inciso a) del De-

creta de Z9 de junio de 1944, el cual establece que en el caso ~e otorgamien-

to de permisos para adquirir negociaciones o empresas, bienes inmuebles, 

bienes ra (ces, el dominio de tierras, aguas y sus accesorios, concesiones de 

minas, o para la constitución de sociedades mexicanas o modificación de las 

ya existentes, para la compraventa de acciones cuando exista el control de 

socios extranjeros, tratándose de s ciedadcs me::dcanas que tengan o pue-

(11) Adoptada el 3 de noviembre de 1947 
( lz> Idem p. 350 
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dan tener socios extranjero!!, dichos permisos podrán ser condicionados 

a que los nacionales part~cipen en el capital social cuando menos con un 

51"/o y dicha participación se mantenga en condiciones de poderse verificar 

un cualquier momento. 

Es clara la finalidad que persigue esta segunda norma, al aprobar 

la polltica seguida por la Secretaría de Relaciones, Exteriores de exigir 

como prueba del control, el 51% de capital mexicano y el sistema de accío-

nes nominativas en la parte detentada por mexican~s, no obstante que la 

mismo norma mencionaba que en un futuro se podría encontrar una fórmula 

/: satisfactoria, que con la experiencia, modificara la prueba del control tendien-

te a la mexicanización. Considero que hoy en día, a pesar de que la Secre-

taría de Relaciones Exteriores sigue manteniendo el criterio amparado por 

esta norma, no existe un verdadero control respecto del capital sustentado 

por mexicanos, debido a que existen disposiciones legales, tales como el 

fideicomiso, que facilitan al inversionista extranjero en una forma indirecta 

mantener el control de sociedades mexicanas. 

Tercera Norma ( 13) 

"Se modifica el acuerdo dictado el 17 de abril de 1945 por el señor 

Secretario de Relaciones Exteriores por el que se determinaron las empre-

sas en las que se requiere un 51% de capital mexicano como mínimo en lo 

que respecta a las de transportes aéreos, ya sea que operen solamente 

dentro del territorio nacional o ya que operen líneas internacionales. " (14) 

( 13 ) Adoptada el 5 de enero de 1948 
(14). Idem p. 350 
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Corno se puede ver, esta norma determinó que respecto de las em-

presas de transportes aéreos, que operen tanto en el territorio nacional co-

mo en líneas internacionales, la mayoría de su capital sea mexicano, y con-

secuentemente aportó un criterio más que la Secretaría de Relaci".lnes Ex-

teriores ya tenía establecido por el acuerdo de 17 de abril de 1945 que deter-

minó las empresas en las que se requiere el 51% de capital mexicano como 

mínimo y al que más adelante nos referinos. 

Cuarta Norma. ( 15). 

"En vista de que la disposición vigente en la Dirección Jurídica de la 

Secretaría de Relaciones Ekteriores, en el sentido de exigir a los tenedores 

de acciones de sociedades que deban tener mayoría de capital mexicano 

cuando quieran hacer un traslado de dominio de las mismas deban previamen-

te solicitar de dicha Secretaría la autorización correspondiente, puede traer 

como consecuencia dificultar el movimiento de venta de acciones en el mer-

cado, con daño de los intereses de los accionistas, se estima que dicha nor-

ma debe ser suprimida en la inteligencia de que, como es natural, subsiste 

la facultad que la ley concede en el artÍcdo 3o., fracción III, inciso a), del 

Decreto de Z9 de junio de 1944, y que se encuentra vigente, que establece que 

la mayoría de capital mexicano se mantenga en condiciones de poderse veri-

ficar en cualquier momento dado. Por lo mismo, corresponde a la Secreta ría de 

Relaciones Exteriores la vigilancia en la forma conveniente para cerciorarse, 

cuando sea necesari.o, de que subsiste mayoría de capital mexicano en la 

empresa de que se trate y además cuidar estrictamente de que se apliquen 

( 15) Adoptada el Z6 de enero de 1948 
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las sanciones que la Ley establece en los casos en que acciones que deban 

ser propiedad de mexicanos pasen a manos de extranjeros .en los términos 

del art{culo So. de la citada Ley que dispone que los actos llevados al ca-

bo en contravenci6n de las disposici mes de dicha Ley no producirán efec-

tos de ninguna especie en favor de las personas que en ellos hayan interve-

nido y los bienes objeto de los mismos ·pasarán a ser propiedad de la Naci6n. 11 

( 16) 

Esta norma se muestra inadecuada, ya que la Secretaría de Relacio-

nes Exteriores no lleva ·un control efectivo de traslado de dominio o traspa-

so de acciones de sociedades que deban tener mayoría de capital mexicano, 

y suponiendo que por el traspaso se .va a adquirir el control de una sociedad 

mexica.na por extranjeros, sí es necesario el permiso de la Secretaría, mis-

moque frecuentemente no es concedi?o. Por tal motivo, en la actualidad 

esta norma es inoperante y contradictoria con la practica seguida por la 

Secretar fa de Relaciones Exteriores. 

Quinta Norma (17) 

"Cuando se trate de sociedades extranjeras que soliciten de la Secre-

taría de Economía su registro·, de acuerdo con el artfoulo ZSl de la Ley Ge-

neral de Sociedades Mercantiles, y que tengan dentro de sus objetos algunos 

de los sei'ialados en e'l acuerdo de la Secretaría de Relaciones de 17 de abril 

de 1945, la Secretaría de Economía, además de loe r·equisitos que exige 

citado precepto legal, tendrá pres ente lo dispuesto en la Ley de 29 de junio 

(16) Idem p. 351 
( 17) .Adoptada el 14 y 28 de julio de 1948 
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de 1944, en su art(culo 3o., fracción UI, y cuando lo estime necesario 

conaultará el caso concreto a la Comisión Intersecretarial que regula la 

inversión de capital extranjero." (18) 

El criterio adoptado por esta norma es absurdo, ya que las socieda-

des extranjeras que soliciten su registro en la Secretaría de Industria y 

Comercio para operar dentro de la República Mexicana y tengan como objeto 

alguna de las actividades señaladas en el acuerdo de 17 de abril de 1945, no 

se les puede exigir que su capital esté en manos de mexicanos en un 51%, ni 

tampoco que la mayoría de los administradores de esas sociedades sean de 

nacionalidad mexicana. La realidad es que la Secretaría de Industria y Co-

mercio, en tal caso, proceder fa a negarles el registro 

Séptima Norma (19) 

"Deberá exigirse el 51"/o. de capital mexicano a las empresas que se 

constituyan para los fines de: producción, compraventa y distribución de 

aguas gaseosas o sin gas, asi como escencias, concentrados y jarabes que 

sirvan para la elaboración de las mismas. 

Esta norma modifica la lista contenida en el Acuerdo de 17 de abril 

de 1945, dada por el Titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores 

a la Dirección General de Asuntos Jurídicos de dicha dependencia, y adi-

cionada el 27 de mayo de 1947, en lo referente a este punto. " (20) 

(18) Idem p.351 
(19) Adoptada el 25 de octubre de 1948 
(ZO) Idem 352 
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Esta norma sienta Un precedentt• ml!s en cuanto a la limitación 

de un Silfo de capital mexicano, y por consiguiente, rnodüica. la lista de 

actividades contenidas en el acuerdo de 17 de abril de 1945 y crea nuevas poli:-

ticas y criterios a seguir por.la Secretaria de Relaciones Exteriores. 

Novena Norma (21) 

"Las sociedades mexicanas co~~tituídas con autorización de la Se-

cretarí'a de Relaciones Exteriores, a las qu·~no se les hubiese exigido mayo-

ría de capital social en poder de mexicanos, por haberse creado antes del 

decreto de 29 de junio de 1944, o por no haberle sido aplicable el mismo en 

la fecha de su constitución, podrán adquirir los inmuebles indispensables a 

su objeto social mediante el permiso .respectivo que expida la Secretaria de 

Relaciones Exteriores, en la inteligencia de que esta Dependencia del Ejecutivo 

Federal no exigirá con tal motivo a dichas sociedades, la modificación pre-

via a sus escrituras sociales en la parte relativa et capital. La Secretaría 

de Relaciones Exteriores exigirá la debida comprobación de que los inmue-

bles de que se trate, sean realmente ind.ispensables al objeto social." (22). 

La novena Norma dictada por la Comisión Mixta Intersecretarial, 

comprende en el fondo, la no aplicación del Decreto de 29 de junio de 1944 

en forma retroactiva, o sea, que las sociedades ya constituídas con anterio-

ridad al mencionado decreto sin que su objeto social haya estado llmitado 

en su participación por un 51% de capital nacional, podrían adquirir los 

(21 )Adoptada el24 de marzo de 1949. 

(22) Idem p. 354 
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inmuebles indispensables a su objeto social, previo permis':'l de la Secreta-

ría de Relaciones Exteriores, sin que por esto se entendiera la imposición 

de la limitación en su capital social. Existe sin embargo en la actualidad, 

una incertidumbre constante en ese tipo de sociedades, ya que la práctica 

demostrada por la Secretaría en cuestión, hace pensar la inmediata nego-

ciación del permiso que se solicite. 

Décima Norma (23) 

"A. En el caso de que no exista capital mexicano disponible no se 

exigirá el 51% de dicho capital para la constitución de empresas que se de-

diquen a la explotación de servicio marítimo internacional. 

B. En la constitución de empresas para la explotación de servicio 

marítimo de cabotaje debe exigirse, en todo caso, la participación de un 51% 

de capital mexicano." (24). 

Esta norma se aprecia tendenciosa y preferente, ya que no exige el 

Sl'fo de capital mexicano en aquellas empresas dedicadas a la explotación del 

servicio marítimo, que al constituírse, no tengan el capital mexicano nece-

sario para tal inversión. Esta norma establece también a contrario sensu, 

que para la constitución de empresas que se vayan a dedicar a la explotación 

de .servicio marítimo de cabotaje, se deberá exigir, en todo caso, la parti-

cipaciónde un 510/o de capital mexicano. 

(23) Adoptada el 6 de febrero de 1951 
(24) Idem p. 354 ¡ 
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Décima Primera Norma (25) 

"Para la consti.tución de sociedades en las cuales puedan ingresar 

como accionistas personas extranjeras y entre cuyos objetos sociales se 

encuentran aquellos que para su prosecución se requiera mayoría de capi-

tal mexicano, se establece como condición indispensable para el otorga-

miento del correspondiente permiso el.que el Slo/o, por lo menos, de capital 

social este siempre en poder de mexicanos, y que, tratándose de sociedades 

por acciones' dicho porcentaje del capital social esté repr~sentado por ac-

'ciones ordinarias nominativas c.on derecho a voto en todo caso, y sin· limi-

taci6n alguna., y que los cupones de dividendos sean asimismo nomina-

tivos." (26\ 

Esta norma establece el tipo de acciones que deben representar el 

capital de una sociedad cuyo objeto s~cial este limitado a la mayoría de 

capital mexicano, y que al momento de constituírse pueda haber en dichas 

sociedades personas extranjeras. Además del previo permiso de la Seer.eta -

ría de Relaciones Exteriores, las acciones deberán ser, en este caso, or-

dinariaa, nominativas, con derecho a voto y sin límitaci6n alguna y los cu-

pones que amparen los dividendos serán también nominativos. Hay que con-

siderar que dentrc1 de los multiples esfuerzos que ha hecho la Secretaría de 

Relaciones Exteriore·s por regula'r la participaci6n del capital extranjero en 

este caso ha sido acert<do, en virtud de la intransmisibilidad de las acciones 

(25) Adoptada el 6 de febrero de 1951 
(26) ldem·p.355 
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a extranjeros en una cantidad mayor al 49%. 

·nlicima Segunda Norma. (27) 

''Se adiciona a la lista de empresas, contenida en el Acuerdo de 

17 de abril de 1945 del señor Secretario de Relaciones Exteriores, por el 

que se determinan aquellas en las cuales se requiere un cincuenta y uno por 

ciento de capital mexicano como mÚJ.imo,_ a las dedicadas a cualquier aspee-

to d.e la industria del hule." (28) 

Esta norma viene a adicionar y a sentar un nuevo precedente de ac-

tuación, en la lista de empresas contenidas en el acuerdo de 17 de abril de 

1945, al agregar las empresas que se vayan a dedicar a cualquier aspecto de 

la industria hulera, por lo que a partir de la fecha de adopción de ésta nor-

ma se exige en este tipo de empresas un 51 % de capital mexicano como mínimo. 

Como pudimos observar, algunas de las doce normas dictadas por la 

Comisi~n Mixta Intersecretarial, han derivado en los criterios de actuación 

seguidos por la Secretaria de Relaciones Exteriores en el otorgamiento de 

permisos, facil,itando al mismo tiempo el ejercicio de la facultad discrecio-

nal de que esta investida la Secretaría, según el Decreto de 29 de junio de 

1944. 

C. ALGUNOS CRITERIOS ADOPTADOS POR LA SECRETARIA. DE 

RELACIONES EXTERIORES. 

Alii:unos de de los e riterio s que han sido adoptados e11 la actuaci6n de la Se-

creta ría de Relaciones Exteriores, por lo que al otorgamiento de pennisos se re-

(27) Adoptada el 5 de octubre de 1953 
(28) ldem. p. 355 
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fiere, se pueden clasificar de la siguieme forma: 

des, 

l. Los que derivan directamente de la constituci6n de sociedades. 

Z. Los que se aplican en relaci6n con la modificación de socieda-

3, Los que se aplican en relaci6n con la adquisición de inmuebles 

por extranjeros o por sociedades mexicanas. 

4. Los que se aplican'en relación con las zonas prohibidas. 

5. Los que se aplican en relación con la adquisición por extranje­

ros de sociedades mexicanas; y 

6. Los que se aplican en relaccón con la adquisición de sociedades 

mexicanas· por otras sociedades mexicanas que tengan socios extranjeros. 

I) Por lo que a la constitución de sociedades se refiere, 

A continuación, expondremos los íundam~ntos que han llevado a la 

Secreta ría de Relaciones Exteriore!3 a determinar los criterios a seguir en 

la constitución de sociedades' en relación a distintas actividades reservadas 

por una mayoría de capital mexicano. 

a) En relación con la industria cinematogrUica. 

Corresponde al' Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría 

de Gobernación, el estudio y resolución de todos los problemas relacionados 

con la i,ndustria cinematográfica, misma que comprende la producción, die -

tribución y exhibicíón de películas nacionales o extranjeras de largo o corto 

metraje, industria considerada como de orden público. Es así como lo esta­

blece la Ley de la Industria Cinematográfica de ZO de diciembre de 1949, la 
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cual fue adicionada medlante Decreto de 15 de octubre de 195Z. 

En cuanto a la participación del capital extranjero en empresas que 

se dediquen a la producción, distribución o exhibición de pel[culas cinema­

tográficas, no existe limitación alguna, según se desprende del texto de la 

mencionada ley y su Reglamento, que estable:cen que las personas extranje­

ras no tan solo pueden tener participación en el capital social de las empre­

sas que se dediquen a la explotación de la industria cinematográfica en cual­

quiera de sus formas, sino que la pueden tener con una mayoría y aun total­

mente. 

El Artículo 84 del Reglamento de la Ley de la Industria Cinematográ­

fica de 5 de julio de 1951, establece una limitación de operación, al exigir 

la exhibición de películas mexicanas de largo y corto metraje durante un nú­

. mero determinado de días de cada año, a sociedades que exploten salones 

cinematográficos que hayan sido adquiridas por sociedades extranjeras. 

Pero el acuerdo de 17 de abril de 1945, que ya comentamos, estable­

ció con anterioridad a la expedición de la Ley de la Industria Eléctrica y 

su Reglamento, que mientras se expidieren normas fijas para la aplicación 

del Decreto de 29 de junio de 1944, se exigirá para la constitución de empre­

sas que se dediquen a la producción, distribución y exhibición de películas 

cinematográficas entre otras actividades, que su capital sea mexicano, como 

mínimo, en un 5lo/o." Esta limitación existe en la actualidad a pesar de que 

la Ley y Reglamento de la Industria C inematográíica fueron expedidos con 

posterioridad al acuerdo de 17 de abril de 1945 y ninguno de los r\os impuso 
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tal limita.ción. Con base en este acuerdo, la Secretaría de Relaciones Ex­

teriores limita en un cuarenta y nueve por ciento la participacióu de capital 

extranjero en sociedades que se vayan a dedicar a eata clase de actividad. 

Es interesante hacer notar que aunque el a.cuerdo de 1945 sólo se re­

fiere a pel.í'cula.s cinem.atográficas, la Secretaría de Relaciones Exteriores 

asimila a. peli'culas cinematográficas y las consider.a. como tales, a. películas 

para televisión, videotapes y den¡.ás ac~vidades conexas." (Z9) 

b) En relación con la pisicultura y la pesca. 

A partir del Acuerdo del Secretario de Relaciones Exteriores de 17 

de abril de 1945, quedó limitada la participación del capital extranjero a· 

un 49% en sociedades dedicadas a la p~icultura y pesca, no obstante que la 

Ley de Pesca de los Estados Unidos ~exica.noe de 31 de diciembre de 1949 no 

probibí'a ni limitaba en forma alguna la participación de capital .extranjero 

en sociedades mexicanas que se constituyeran con objeto pesquero, a excep­

ción de-la limitación que establecí'a la ley mencionada, con relación a. los 

concesionarios o permisionarioa, quienes tf!n!an prohibido admitir como so­

cios o accionistas a gobiernos o soberai;ios extranjeros o constituir a favor 

de ellos derechos sobre s-qs concesiones o permisos. El Artículo 60. de 

dicha Ley, reconocía el derecho a la explotación de los recursos naturales 

existentes en aguas de la Nación y aprovechables mediante la pesca, a los 

mexicanos por nacimiento y a las, sociedades mexicanas, y seft&laba que los 

extranjeros podrí'an obtener .el permiso para llevar .al cabo la pesca, si satis -

fac{an los requisitos establecidos en la Fracción I del Artículo Z7 Constitucio-

(29) Ramos Garza,011ca:, op. cit. p. 138 
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nal, su Le y Orgánica y el Reglamento respectivo (Cláusula Calvo). 

Ciertamente, exist(a una contravención en relación con lo dispuesto 

por el Acuerdo de 17 de abril de 1945 y lo establecido en la Ley de Pesca de 

31 d~ diciembre de 1949. Con base en ese Acuerdo, la Secretaría de Rela-

ciones Exteriores continuó aplicando dicha. limitación, la cual no era exigi-

da por la Ley sobre la materia, y no fue sino hasta el mes de mayo de 1972. 

cuando se crea una nueva ley que viene a establecer, entre otras cosas, la 

limitación del 49"/o para la participación del capital s-:icial extranjero. 

Efectivamente, la nueva Ley Federal ·para el Fomento de la Pesca 

de 10 de mayo de 197Z ( 30), abrogó la Ley de Pesca de 31 de diciembre de 

1949, as( como todas las demás disposiciones legales que se opongan a la 

nueva Ley. 

Se entiende por pesca, de acuerdo con la nueva ley mencionada, el 

.acto de extraer o capturar por cualquier procedimiento autorizado, especies 

o elementos biológicos cuyo medio de vida es el agua; así como los actos 

previos o posteriores relacionados con ella. 

El Artículo 60. de la Última Ley citada, clasifica a la pesca en cua-

tro categorías, que son: 

l) La de consumo doméstico; 

2.) La comercial; 

3) La de investigación cientlíica; y 

4) La deportiva. 

La pesca comercial, según el Artículo So. de la nueva ley, es 

(30) Publicada en el "Diario Oficial" el 2.5 de mayo de 1972. 
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aquella que efectúan las personas íCsicas o morales, las sociedades coopera• 

tivas de producción pesquera y los ejidos, .::on fines de lucro. A su vez, el 

Artículo 11 clasiíica a la pesca comercial en dos: 

l} De ribera, cuando· se realice en aguas interiores o aguas del mar 

territorial; y 

Z} De altura, cuando se éíectúe··en otras aguas. 

La misma Ley establece en su .Artfoulo ZS, que requieren concesión 

o permiso, la pesca comercial y deportiva, as( como el cultivo de especies 

cuyo medio normal de vida sea el agua. Continúa este Art(culo estableciendo 

que se otorgará concesión cuando, de acuerdo con el estudio técnico pesque­

ro, económico y social que presente el solicitante y apruebe la. SecretarCa 

de industria y Comercio, la naturaleza de las actividades por realizar y la 

cuantía de las inversiones, requiera!} un término no menor de dos af'los para 

la est,~bilidad y seguridad en el desarrollo de la empresa. 

Posteriormente, el Artículo Z7 de la Ley para el Fomento de la Pesca 

establece, a quiénes pueden otorgarse'las concesiones o permisos, sefialan-

do a: 

1. Mexicanos por nacimiento o naturalización. 

2.. Sociedades cooperativas de producción pesquera y de producción 

pesquera ejidaL 

3. Organism::is desc·entralizados o empresas de participación estatal; 

y 

4, Sociedades merncatiles que reúnan los siguientes requisitos: 
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a) Que estén constituídas conforme a las leyes del país y tengan en él 

su domicilio legal¡ 

b) Que los títulos representativos del capital social sean nominativos; 

c) Que el 51%, como mínimo, del capital social con derecho a voto, 

esté suscrito por mexicanos o sociedades mexicanas cuya escritura social 

contenga c¡áusula de exclusión de extranjeros; y· · · 

d) Que la escritura social establezca que la mayoría de los administra -

dores será designada por los socios mexicanos y que la designación deberá 

recaer en personas de nacionalidad mexicana. 

En relación con la pesca deportiva o científica, pueden otorgarse per-

mis os a extranjeros, cuya duración es de dos años naturales, siempre que 

cumplan las condiciones establecidas en la Fracción I del Artículo 27 Consti-

tucional, su Ley Orgánica y demás disposiciones legales aplicables. 

Los gobiernos extranjeros no podrán ser socios, ni constituir a su fa-

vor ningún derecho sobre concesiones o permisos. Está prohibición la esta-

blece el Artículo 31 de la ley, el cual. además incorpora la doctrina del ju-

rista argentino Carlos Calvo para el caso de contravención de ese precepto. 

En caso de concurrir varios solicitantes para obtener concesiones 

o permisos de pesca comercial; para la explotación de especies pesqueras 

no reservadas a las cooperativas, respecto de igual especie en la misma 

zona, el Artículo 34 de la citada ley, establece el orden preferencial que 

se deberá seguir, enumerando primero a los organismos descentralizados 

y empresas de participación estatal; en seguida a los pescadores ribereños 
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organizados; después a las sociedades cooperativas de producción pesquera 

y de producción pesquera ejidal; a continuación a las sociedades mercantiles; 

y por Último, a las personas físicas. 

El artículo 37 prohibe la pesca comercial por embarcaciones extran­

jeras en las aguas nacionales. "Sin embargo, la Secretaría de Industria y 

Comercio, excepcionalmente, podrá conceder permisos a embarcaciones 

extrai;ijeras, para cada viaje, cuando reúnan los siguientesrequisitos: 

I. Que abandonen las aguas terr~toriales dentro del término que se 

fije; 

II. Que no desembarquen en territorio nacional los productos captura-

dos; 

IlI. Que cuando menos el 500/o de la tripulación sea de nacionalidad 

mexicana; 

IV. Que la tripulación nacional se contrate en territorio mexicano, con 

salario y prestaciones iguales a la extranjera cuando estos sean superiores a 

los nacionales; 

V. Que el interesado acredite el tonelaje neto da bodega de la embar­

cación, con certificado de' Registro Nacional de Pesca; 

VI. Que no se practique la pesca comercial de sardinas, anchovetas, 

ni de las especies reservadas a las cooperativas; 

VII. Que no se capture sardina viva para carnada, en las zonas pro­

hibidau por la Secretaría de Industria y Comercio; 

VIII. Que no se efectúe la pesca comercial en las zonas reservadas en 
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los términos de esta Ley; y 

IX. Que mediante depósito en efectivo garantice el cumplimiento 

de las anteriores obligaciones." 

La nueva Ley para el Fomento de la Pesca, merece un especial elo­

gio, ya que integra una disposición más que vela por el desarrollo de Mé­

xico, en un campo y actividad económica importantísima para el destino 

de nuestro país . .Aporta, además, técnicas necesarias y actualizadas, 

dentro del campo económico del país, para que se revisen todas aquellas 

disposiciones que, de una u otra forma, controlan y regulan la inversión 

extranjera. 

c} En relación con la producción de aguas gaseosas y refrescos 

embotellados 

El ya mencionado Acuerdo de 17 de abril de 1945, estableció también 

que no expidieran permisos para constituir sociedades dedicadas a la pro­

ducción de aguas gaseosas, a menos de que el 5lo/o del capital de esas socie­

dades, como mínimo, fuere mexicano. 

Posteriormence, el Acuerdo de 27 de mayo de 1947 del Secretario de 

Relaciones Exteriores, hizo una aclaración a lo dispuesto por el Acuerdo 

de 17 de abril de 1945, en el sentido de que la limitación del 51% se debía 

imponer no sólo a las empresas que se fuera,n a dedicar a la fabricación de 

aguas gaseosas, sino también a todas aquellas que se fueran a dedicar a ac­

tividades relacionadas con la distribución y venta del referido producto. 



11 s. 

Anteriormente vimos que la Séptima Norma de la Comisión Mixta 

Intersecretarial amplio la limitación que hasta entonces e)(istía con respecto 

a las aguas gaseosas exigiendo el 51% de capital mexicano a las empresas 

que se constituyeren para los fines de producción, compraventa y distribu­

ción de aguas gaseosas o sin gas, así como escencias, concentrados y jara­

bes que sirvan para la elaboración de las mismas. 

Actualmente, la Secretaría de Relaciones E"teriores sostiene este 

criterio e impone la limitación expresa de que las sociedades que se desean 

constituir no pueden dedicarse a explotar, entre otras actividades, empresas 

de producción de aguas gaseosas y refresoc s embotellados, incluyendo las esen­

cias, concentrados y jarabes que sirvan para la elaboración de las mismas, a 

menos que el 51% de capital de esas sociedades sea mexicano. 

No existe ninguna otl'a disposi,ción legal que limite en forma alguna 

las acÚvidades de las empresas que produzcan aguas gaseosas y refrescos 

embotellados, teniendo el control de las mismas la Secretada de Relaciones 

Exteriores e interviniendo, por lo tanto, en una actividad económica de mucha 

importancia para el país y necesaria de una reglamentación inmediata. 

d) En relación con las ~mpresas editoriales y de publicidad. · 

O~ra de las empresas que incluye el Acuerdo de 1 7 de abril de 1945, son 

aquellas que se dediq'uen a la edieión de libros, periódicos, revistas y publi­

cidad. Dichas sociedades füeron limitadas en su capital a la participación 

de un S lo/o, cuando menos, en manes de mexicanos. 

Ninguna norma de la Comisión Mixta Intersecretarial se ocupó de 
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estas actividades específicas, sin embargo, en la actualidad, la Secretaría 

de Relaciones Exteriores engloba estas actividades, con el nombre genérico 

de empresas editoriales y de publicidad, sin tomar en consideración que en 

un sentido técnico, edición podría significar la impresión y publicación de 

cualquier obra o escrito y que en la práctica la impresión y la edición son 

dos cosas muy distinta;>, pues una empresa se puede dedicar a la impresión 

de libro a sin que tenga necesidad de editarlos por sí misma, y viceversa. A 

pesar de eso, la Secretaría de Relaciones Exteriores asimila a empresas edi­

toriales a todas las empresas qu;, impriman, publiquen o editen. 

Sea cual fuere la consideración, para la Secretaría de Relaciones Ex­

teriores, las empresas de publicidad y de editoriales, incluyendo en estas 

Últimas a las imprentas y litográficas, no pueden ser constitu{das a menos que 

un 51 o/o de su ca pita 1 fuere a esta-r en poder de mexicanos. 

e) En relación con la industria hulera. 

Vimos que la décima segunda Norma de la Comisión Mixta Intersecre­

tarial adicionó la lista de empresas contenidas en el acuerdo de 17 de abril de 

1945. Dicha adición consistió en que las sociedades que se fueran a dedicar a 

cualquier aspecto de la industria del hule, por lo menos un 51"/o de su capital 

sea m.;;Aicano. 

"En la práctica, esta limitación va encaminada a la llamada industria 

pesada del hule (llantas y neumáticos principalmente) y no afecta, o no debe 

afectar a empresas, cuyos productos que fabrican llevan una parte mínima del 

hule como, por ejemplo, fabricación de reirige"!'adores que llevan topes o 
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juntas de hule." (31) 

Un ejemplo clásico de intervención por parte de la Secretaría de Rela­

ciones Exteriores en relación con esta materia, que permitió ver la forma 

en que se excedió dicha Secretaría, lo encontramos en el Amparo promovi­

do por Playt-ex de México, S.A., expuesto en el capítulo anterior. 

f) En relación con las empresas d'1 transportes marítimos. 

El Artículo lo. de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 30 

de diciembre de 1939 señala que son vías generales de comunicación, entre 

otras, los mares territoriales, las corrientes flotables y navegables, los lagos, 

lagunas y esteros flotables o navegables y los canales destinados a la navega -

ción. 

El Artículo So. de dicha ley, establece que para la construcción, es­

tablecimiento y explotación de vías generales de comunicación o cualquier 

clase dé servicios conexos a éstas, se requiere una concesión o permiso 

del Ejecutivo Federal que otorga en este caso la Secretaría de Comunicaciones 

y Transportes, de acuerdo con un plan general que responda a las necesida -

des de la economía racional-. 

La fracción V del Artícufo 9o. de la citada Ley, dice que las embarca­

ciones qu~ presten servicio público de cabotaje o de navegación interior no re­

quiere de concesión sino de permiso. 

El Articulo 120. a su vez establece que las concesiones para la cons­

trucción, establecimiento o explotación de vfas generales de comunicación 

(31) Ramos Garza,Oscar. op. cit. p. 143 
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sólo sl? otorgarán a. ciudadanos mexicanos o a sociedades constitu(das con­

forme a las leyes del país, y cuando se trate de sociedades, se deberá ,,.Ha -

btecer en su escritura constitutiva que para el caso de que tuvieren o llega­

ren a tener uno o varios S·lcios extranjeros.éstos se considerarán como 

nacionales, respecto de la concesión, obligándose a no invocar, por lo que a 

ella se refiere, la protección de sus gobiernos, baj.o la pena de perder, si 

lo hicieren, en beneficio de la nación mexicana, todos los bienes que hubieren 

adquirido para construir, establecer o explotar la ví'a de comunicación, así 

como los demás derechos que les otorgue la concesión. 

De lo anterior se desprende que la Ley de Vías Generales de Comunicación 

no prohibe ni limita la participación de capital eittranjero en aquellas socieda­

des mexicanas dedicadas a la construcción, establecimiento o explotación de 

vías generales de comunicación en general, a excepción, del transporte te­

rrestre en zonas federales, que es una actividad reservada a mexicanos y a 

sociedades mexicanas con socios mexicanos, sin embargo, la Décima Norma 

de la Comisión M~xta Intersecretarial, adoptada con posterioridad a la Ley 

de Vías Generales de Comunicación, expresamente ordena que se deberá 

.exigir la participaci6n de un Slo/o de capital mexicano para la constitución 

de empresas cuya finalidad sea la explotación de servicio mar{timo de cabo­

taje. También esta norma sefiala que para la constitución de empresas que 

se vayan a dedicar a la explotación de servicio marfrimo in ernacional no 

se requerirá que el 51% de su capital sea mexicano cuando no exista ca­

pital nacional disponible. 
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Con base en la Décima Norma señalada, la Secretaría de Relaciones 

Exteriores norma su criterio al establecer que se necesita, por lo menos, de 

un Slo/o de capital suscrito por mexicanos para la explotación de empresas 

de transportes .mar(timos, sin distinguir si se trata de servicio mar(timo 

internacional, /de cabotaje, o de cualquier otro servicio marítimo diferente, 

o si existe o no capital mexicano disponi.ble, en el caso de ser empresas de 

servicio marítimo internacional. 

Es necesario que loo legisladores- ·enfoquen su atención a la Ley de 

Vfas Generales de Comunicación, para integrar dentro de su art1culado, dis­

posiciones más acordes' con la realidad económica de nuestro país y que a au•vez 

se implante la certeza qU:e merece este campo de inversión. 

g) En relación con las empreeas de: transportes ~s. 

También se considera como v_fa genera de comunicación el espacio 

aéreo í1ácional en que transitan las aeronaves. 

Al igual que para los transportes marítimos, se requiere de concesión 

o permiso para la explotación de esta vía de comunicación, los cuales solo 

se otorgan a ciudadanos mexicanos o a sociedades constituídae conforme a 

las leyes mexicanas. 

De conformidad c•m la Ley de Vías Generales de Comunicación no 

necesitan concesión sino permiso~ 

r. Las aeronaves que se deqiquen exclusivamente a usos particula -

res del permisional'io, a experimentación o al servicio privado de fincas 

rústicas o negociaciones indust:-iales, y 
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Z. Las aeronaves que hagan se:-vicio internacional en los términos 

de las convenciones o tratados respectivos. 

Dentro de esta actividad tampoco existe en la .Ley de Vías Generales 

de Comunicación ninguna prohibición o limitación a la participación de capital 

extranjero, 

No obstante, el Acuerdo de 17 de abril de 1945, estableció que se 

exigiera un 51% de capital mexicano, como mínimo, a empresas que se dedi­

quen al trani¡porte aéreo cuando vayan a operar Únicamente dentro del terri­

torio mexicano. 

La tercera norma de la Comisión Mixta Intersecretarial modificó el 

mencionado acuerdo, para establecer que la limitación del 5 lo/o se impondría 

no solamente a las empresas de transporte aéreo que operen dentro del terri­

torio nacional, sino también a las que operan líneas internacionales. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores norma su criterio, basada 

en la tercera norma citada, aeiialando que, se requiere de por lo menos un 51"/o de 

capital mexicano para la explotaci!)n de empresas que se dediquen al transpor-

te aéreo, [lero no hace distinción de las diferentes clases de transporte aéreo 

que pueden existir. 

h) En relación con las empresas de transportes terrestres, urbanos 

e interurbanos. 

Los caminos son también vías generales de comunicación. Para su 

explotación se requiere igualmente de un permiso o de una concesión del 

Ejecutivo Federal, los cuales también se otorgan ~nicamente a ciudadanos 
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mexicanos o a sociedades mexicanas. 

Tratándose de transportes terrestres, urbanos e interurbanos, se 

requiere siem¡Jre de una concesión. Los permisos se reservan para el trans­

porte terrestre en ca mi.nos federales. 

La Ley de Vías Generales de Comunicación tampoco prohibe o limita 

la participación de capilal t"xtranJero en.la explotación de empresas de trans­

portes urbanos e ir.terurbanos, a excepción, como ya vimos, de las empresas 

de transportes terrestres en jurisdicción federal. 

En el caso de transportes terrestres, urbanos, e interurbanos, no 

existe, como en los casos de transportes marítimos o aéreos, una justifica­

ción o fundamento en la cual la Secretarfa de Relaciones Exteriores base la 

limitaclón que desde hace muchos años viene imponiendo a este tipo de acti­

vidad y que consiste, al igual que ahor,a,con las empresa.a de transportes mar{ti.­

mos y aéreos, exigir un 51% de capital mexicano, como mínimo 

i) En relación con la siderúrgica, cemento, vidiro, fertilizantes, 

celulosa y aluminio. 

El 30 de junio de 1970, el Ejecutivo de la Unió~ expidió un decreto 

(32), con el fin- según lo indica· el considerando del mismo- de que el desa -

rrollo del país se realice de acuerdo con la orientación que mejor satisfaga 

los intereses nacionales, enfocando la atención hacia determinadas industrias 

básicas, que por tener ese carácter, representan gran importancia dentro 

de nuestra actividad económica, procurando que operen con participación 

(32) Publicado en el Diario Oficial el Z de julio de 1970 
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preponderante de capitai.:is pertenecientes a mexicanos y sean administrados 

con predominio también de ciudadanos mexicanos, sin que ello elimine la 

participación de los invers ion is tas extranjers, los que podrán tener una 

participación minoritaria en la inversión. 

El Artículo lo. del mencionado decreto establece la forma en que 

la Secretaría de Relaciones Exteriores deberá actuar cuando se le soliciten 

permisos para constituir o modificar escrituras constitutivas d.? sociedades 

cuyo objeto sea el establecer o desarrollar las siguientes industrias: side­

rúrgica, cemento, vid do, fertilizantes, celulosa y aluminio. Para otorgar 

dichos pern.isos, deb·ná cuidar que se cumplan los siguientes requisitos: 

"a) Que en ei capital social exista una proporción mínima de 51% 

con derecho a voto en todo caso, suscrita por mexicanos o sociedades me­

xicanas que tengan clát.1sula de exclusión de extranjeros, o el porcentaje 

mayor que conforme a la escritura social se requiera pat"a cualquier reso­

lución relacionada con la operación de la sociedad. 

b) Para los efe,~tos de la disposición anterior, cuando se trate 

de sociedades anónimas, el capital social deberá estar constituído por dos 

series de acciones; una exclusiva para accionistas mexicanos, debiendo constar 

en los títulos respectivos que no· pueden ser transmitidos a extranjeros o so­

ciedades mexicanas que no reúnan los requisitos indicados en el inciso a) 

de este artículo; y otra serie de libre circulación. 

c) La escritura social establecerá que la mayoría de los adminis­

tradores será. designada por los socios o accioni::itas mexicanos de la sacie-
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dad, y que esta11 designaciones deberán recaer en peri;onae de nacionalidad 

mexicana.'' 

A continuación el Artículo Zo. del decreto, establece que cuando se 

trate de operaciones de adquisición de acciones o de participaciones en socie­

dades, por extránjeros, sociedades extranjeras o sociedades mexicanas con 

cláusula de admisión de extranje·ros, los permisos solamente se otorgarán 

cuando no se infrinjan las disposiciones establecidas por el .Artículo lo. del 

decreto. 

El Artículo 3o. dispone que las sociedades constituídas y en opera -

ci.Ón a la fecha del decreto, no serán afecta.das por sus disposiciones, pero 

desde luego no podrán adqui.rir otras negociaciones, ni instalar nuevas 

unidades industriales y aún más, reformar sus estatutos sociales, sino quie­

ren verse afoctadaa por las disposicipnes del decreto. 

El Decreto de 20 de junio de 1970 muestra en forma clara los crite­

rios que a partir de la fecha de su expedición imperan en la Secretaría de Re­

laciones Exteriores, en relación con el otorgamiento de esta clase de permi­

sos, basándose además la· Dirección de Asuntos Jurídicos de esa Secretaría 

en el acuerdo que le giró el e~tónces Secretario de dicha dependencia el 31 

de· julio de 1970, para la mejor aplicación del decreto de 30 de junio de 1970, 

y el cual estableció 10 siguiente:' 

''l) Que las industrias básicas a que se refiere el Considerando y 

que están. incluída11 en el artículo lo., comprenden solamente el proceso in­

dustrial que lleva a la obtención del acero, del cemento, del vidrio, de los 



124. 

fertilizantes, de la celulosa y del aluminio, pero no abarca ni la explotación 

minera, regida por una legislación especial, ni los procesos que se inician 

c~ndo ya se han ontenido los productos ante11 enumerados. ·· 

Z) Como el artículo 3o. somete a las sociedades constituÍdas y en 

operación a la fecha del Decreto a las disposiciones de mismo solamente cuan­

do tratan de adquirir otras negociaciones o inGtalar .nuevas unidades industria­

les, deberá entenderse que no se prohlbe la ampliación de las instalaciones 

ni las modificaciones en el capital social de dichas sociedades, puesto que si 

se adoptara el criterio contrario será hacer u.na aplicación retroactiva que 

ni está en el pensamiento del Decreto ni sería acorde con la Constitución 

Federal, y que por otra parte impediría el desarrollo de las propias socieda­

des con perjuicio para la economía nacional. Las nuevas unidades industria -

les a que se refiere ese artículo 3o. son aquellas que económica y legalmente 

constituyen entidades capaces de llevar una vida económica autónoma respec­

to de las unidades existentes. 

3) También por aplicación del precepto constitucional que prohibe 

la retroactividad de la ley deberá admitirse que las sociedades existentes 

podrán establecer las industrias que les sean complemoentarias siempre 

que aquellas tengan sefialado desde anee de la vigencia del Decreto de Z 

de julio como objeto de la sociedad el establecimiento de las unidades 

complementarias. 

4) En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 14 Constitucional 

la negociación de acciones de empresas constituÍdas y en operación con an-
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terioridad al Z de julio de 1970, no requiere la autorización a que se refiere 

el art{culo Zo. del Decreto, salvo que .dichas operaciones tengan por objeto 

o produzcan la consecuencia de que el control de dichas empresas pase a 

extranjeros. 

S) Por· í.o que hace a otras objeciones y observaciones presentadas 

en contra de los art{culos lo. y ·Zo. su . .resoiución escapa a la competencia 

de esta Secr1ltar(a, y si en algún caso concreto le llegaren a ser planteadas, 

habrá de turnarlas para su resolución a las otras Secretarfas que sean com-

petentes," 

Posteriormente, el lo. de abril de 1971, la Secretar(a de Industria 

y Comercio, por conducto de la Dit~ección General de Industrias, Subdirec-

ción General,.Departamento de Fomento, giró un oficio a la Secretaríade 

Relaciones Exteriores emitiendo opinión en el sentido de que las empresas . 
cuyo'óbjeto social lo constituya la fabricación, ensamble, eemieneamble y 

acabados de productos, partes y componentes de fibra de vidrio, deber~n 

autorizarse en cuanto a su conetitució11 con un capital de Slo/o en manos de 

mexican:is.~ cuando menos; Dicho oficio pasó por alto lo ya establecido en el 

Decreto de 30 de junio de 197Ó y en la interpretación que del mismo hizo el 

31 de jul~o de 1970 el entóncee Secretario de Relaciones Exteriores. 

' j) En relación con artículos de tocador y belleza, 

A partir del Z8 de· enero de 1971, la Secretaría de Relaciones Exte-

riorea está exigiendo el Slo/o de capital mexicano cuando menos, en aquellas 

sociedades cuya actividad sea la industria de art(culos de perfumería, de be-

·'·,· 
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lleza y tocador, así como la fabricac iÓn y elaboración de perfumes, artícu­

los de belleza para damas y caballeros, cosméticos, Jabones, lociones, 

cremas, brillantinas, talcos, etc. 

Este criterio lo fundamenta la Secretaría de Relaciones Exteriores 

con base en el oficio No. 1859 de 13 de enero de 1971, que le giró la Secreta­

ri'a de lndustria y Comercio, por conducto de la .Di;rección General de Indus­

trias, Subdirección General de la Industria Química, quien emitió dicha opi-

nión. 

No creo que sob:rre el particular, tenga máo fuerza un simple oficio 

futersecretarial que una disposición legal, y al resp.ecto '·convendría se 

ajustara esta ano.rmalidad, con base en un ordenamiento legal con sólida funda­

mentación, previo estudio que se haga de esta rama de inversión. 

U. Por lo que a modificación de sociedades ae refiere. 

Como vimos en el cap(tulo anterior, el Artículo Za. del Decreto de 

29 de junio de 1944, establece la necesidad de obtener permiso de la Secretaría 

de Relaciones Exteriores para el supuesto de modiíicac ión o tra·nsformaclón 

de sociedades mexicanas que tengan o puedan tener socios extranjeros, es­

pecialmente cuando se substituyan socios mexicanos por extranjeros o se 

varíe en cualquier forma el objeto social de la empresa. Este Artículo 

y el 3o. fracción Vil de la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado, 

podemos decir que sirven de fundamento legal a la Secretaría de Relaciones 

Exteriores para el otorgamiento de ésta clase de permisos. 

Modificación, transformación o reforma, son sinónimos en la con-
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secuencia que se persigue, a saber, el cambio, la adición o la supresión a 

los estatutos sociales de una empresa, que implica la varLición de su escritura 

constitutiva. 

Con base en lo anterior, la Secretar(a de Relaciones Exteriores exi­

ge el previo permiso, sin excepción de ninguna especie, en todo caso de re­

forma, adición o transi:>rmaciÓn il los es.tatutos sociales en una empresa. 

Al respecto, es interesante hacer notar que las cláusulas esenciales de la 

escrhura constitutiva de una sociedad deben ser el objeto, la denominación 

su domicilio, la duración y el capital social, además de la cláusula accidental, 

como la llama el maestro Mantilla Melina, de admisión o exclusión de extran­

jeros. Se hizo mención de las cláusulas esenciales, no obstante que la Secre­

taría de Relaciones Exteriores se atribuye la facultad de otorgar permisos 

cuando se trate de ·reformas a otro tiP,o de cláusulas que carecen de importan­

cia para la propia Secretarí'a. 

"A e ate efecto, un grupo de notarios y abogados presentó el 9 de 

septiembre de 1971, al titular de dicha Secretaría, Sr. Lic. Emilio O. 'R.a­

basa un memorándum sometiendo a su consideración la C'1nveniencia de que 

sean suprimidos los permisos para modificar escrituras constitutivas de so­

ciedades c11ando se trate de aspectos diversos a los seis puntos sefl.alados 

mediante la interpretación o la reinterpretación del artículo 2.o. del decreto 

de Z9 de junio de 1944." (33)" 

Hasta la fecha no ha sido atendida dicha consideración, y la Secre­

(33) Ramos Garza,Oscar op.cit. p.184 
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tarfa de Relaclones Exteriores continúa exigiendo a toda sociedad que re­

forme sus estatutos sociales, el permiso respectivo. 

Algunas de las sociedades ya constituídas con anterioridad a la 

existencil de las Normas dictadas pa- la Comisión Mixta Intersecr~tarial, 

al Acuerdo de 17 de abril de 1945, y a~· al Decreto.de 29 de junio de 1944, 

viven en la incertidumbre de si por el hec.ho de solicitar a la Secretarfa 

de Relaciones Exteriores un permiso para reformar su escritura constituti­

va, dicha Secretaría les impondrfa en íorma arbitraria la limitación del Slo/o 

de capital nacional. en el supuesto de que el objeto social de este tipo de 

empresas, esté comprendido dentro de las limitaciones establecidas en la 

participación del capital social. Esta actuación de la Secretarfa en cuestión 

ha originado además de esa incertidumbre, defensa reaccionarias de los 

perjudicados, que han llegado alampa ro de la justicia, y como típico 

ejemplo de lo anterior, bástenos revisar los antecedentes del amparo promo­

vido por Playtex de México, S.A. mismo que se expuso en el capítulo ante­

rior. 

lll. Por lo que a la adquisición de inmuebles o derechos por extran­

jeros y.·sociedades mexicanas se refiere. 

La adquisición de tierras, aguas y sus accesiones por parte de 

extranjeros, se encuentra reglamentada por el Artículo Z7 Constitucional 

en sus fracciones I y IV. Dicho Artículo contie-ne el reconocimiento consti­

tucional del derecho de propiedad, pero aellala la imposibilidad, por la pro­

hibición absoluta que en él mismo se consigna, de que los extranje-ros adquie-
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ran el dominio directo sobre tierras y aguas en una faja de cien kilómetro• 

a lo largo de laa fronteras y de cincuenta en las playas. 

Existe la posibilidad para un extranjero de adquirir bienes inmue­

bles den~ro del territorlo na_cional, pero íuera de la zona prohibida a que nos 

hemo.s.1»eferido, siempre y cuando haga las renuncias a que se refiere el 

convenio que ordena para estos !=a&Os ~.l propio Artículo 27 Constitucional. 

Dicho convenio.y las renuncias a que se refiere se encuentra inspirac!O -· 

en la D.octrina de Carlos Calvo a la que ya nos hemos referido. 

Los .Artfoulos lo. y 4o. del Decreto de Z9,de junio de 1944, esta• 

blecen la necesidad del permiso previo, que en cada caso otorgue la Secre­

tar(a de Relaciones Exteriores, para que loo extranjeros y las socíedades 

mexicanas que tengan o puedan tener socios extranjeros, estén en posibilidad 

de adquirir el dominio de tierras y sus accesorios a que hace mención la 

fracción l del Artículo 27 Constitucional. 

También vimos cuando tratamos lo referente a las facultades de la 

Secretar<&, que el Art(culo 3o'.-fracci6n VII la faculta para cmceder a los 

extranjeros licencias o a~torizaciones para adquirir el dominio de las tie­

rras y bienes inmuebles ubicados en ti país. 

Sin embargo, no únicamente es la Secretaría de Relaciones Exterío• 

res la encargada del otorgamien,to de ésta clase de permisos, sino lo es 

también la Secretaría de GpbernacíÓn ya que el Artículo 71 de la Ley General 

de Población estab_lece en su pr!m~r párrafo ·que los extranjeros sólo podrán 

adquirir blenes ra (c:es, acciones o derechos reales sobre los mismos, previo 
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permiso de la Secretaría de Gobernación. 

Es interesante apuntar en estos momentos, la base inerpretativa 

que ha servido de criterio a la Secretaría de Relaciones Exteriores y de 

Gobernación para el .-otorgamiento de esta. clase de permisos 

La idea que tuvo el constituyente de Querétaro, al redactar la frac-

ci6n I del .Artículo 27 Constitucional, la estableció la Procuraduría General 

de la Nación en Oficios de 3 de diciembre de 191 7dirigidos a las entonces 

Secretarí'as de Estado, en el sentido de que sola.mente los mexicanos y las 

sociedades mexicanas tenfan derecho para adquirir terrenos, aguas y acce-

e iones en el Territorio Nacioml. Los extranjeros podrían también adquirir-

los mediante la renuncia de su nacionalidad, conforme a1 Artículo Z7 Cons-

t\tucional, pero el Estado podría negarles dicho permiso aún cuando se 

hubiese hecho dicha renuncia. Sin embargo las sociedades extranjeras no 

podrían adquirir, bajo ningún concepto, esta clase de bienes. Solo los me-

xicanos por nacimiento o por m tural.ización tendrían el derecho de adquirir 

el dominio de tierras, aguas, y el obtener concesiones .. Por lo que se refe-

ría a las personas jurídicas, o sea las sociedades, la misma fracción I es -

tableció que serían las socieJades mexicanas Únicamente las que podrfan 

adquirir dichos bienes y que por lo tanto quedaron excluídas las sociedades 

extranjeras. {34) 

El Artículo 34 de la Ley de Nacionalidad y-Naturalizaci6n al res-

pecto, dice lo siguiente: ''las personas morales extranjeras no pueden ad-

(?-4) Sique iros, José Luis. "Las Sociedades Extranjeras en México 11 

Imprenta Universitaria. México, 1953. p.153 
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quirir el dominio de las tierras, aguas y sus accesiones, ni obtener conce­

eiones para explotación de minas, aguas o com\1uatibles minerales en la 

República Mexicana, salvo en los ca sos en que expresamente lo determinen 

las leyes." Sobre esto Último, no existe ley alguna que as( lo determine, 

y únicamente encontramos la excepción para el caso de las instituciones 

de crédito extranjeras en México,que operan med i.ant!" sucursalee, las cuales 

pueden adquirir inmuebles par;i. destinarlos al exclusivo uso de: instalación de sus 

oficinas, previa autorlzación que les otorgue la Secretaria de Hacienda y Cré~ 

dito Público, ya que el Art(culo Z7 Constitucional en su fracción V as( lo 

establece, al seflalar que "los bancos debidamente autorizados, conforme 

a las Leyes de instituciones de crédito, podrán tener capitales impuestos 

sobre propiedades urbanas y rústicas de acuerdo con las prescripciones de 

dichas leyes, pero no podrán tener en propiedad o en administración más 

bienes ra(ces que los enttramente necesarios para su objeto directo". 

También el Art(culo lOo. de la Ley General de Instituciones de Crédito y 

Organizaciones .Auxiliares, establece al respecto que: "Las sociedades que 

disfruten de concesi6n para el ejercicio de la banca de depósito, estarán 

autorizadas en los términos de ést.a ley para efectu.iir las siguientes opet'a-

ciones: 

XI. Adquirir inmuebles dedicados a su oficina matriz y sucursales." 

Otra excepción a la regla, la establece: el Artículo 60. de la Ley 

Orgánica de la Fracción I del Artículo Z7 Constitucional, que a la letra dice: 

''Cuando alguna persona extranjera tuviere que adquirir por herencia 



132. 

derechos cuya adquisición estuviere prohibida a extranjeros por ley, la Se­

cretaría de Relaciones Exteriores dará el permiso para que se haga la ad­

quisición y se registre la escritura respectiva. En cae de que alguna perso­

na extranjera tenga que adjudicarse, en virtud de derecho preexistente adqui­

rido de buena fe•. un ,derecho de los que le están prohibidos por la ley, la Se­

cretaría de Relaciones Exteriores podrá dar el permis para tal adjudicación. 

En amb~s casos el permiso se otorgará can la condición de trans­

mitir los derechos de que se trate a persona capacitada conforme a la ley, 

dentro de un plazo de cinco af'los a cantár de la fecha de la muerte del autor. 

de la herencia, en el primer caso, o de la adjudicación en el segundo." 

En el caso de adjudicación por tener la persona extranjera un d.ere­

cho preexistente adquirido de buena Ce, el plazo .de los cinco afias puede ser 

prorrogado, siempre y cuando sea imposible hacer la enajenación dentro 

de dlc};o plazo por existir un juicio de nulidad de testamento o en cualquier 

otra situación análoga en que exista la imposibilidad de que se trate y siempre 

y cuando ésta sea inculpable. 

Fuera de estos casos de excepción enmarcados en la Ley, no existe 

posiblilidad alguna de obtener permisos de. la Secretaría de Relaciones Exte­

riores, que concedan a personas morales extranjeras adquirir el dominio 

de tierras en la RepÚl;>lica Mexica~a. 

Por lo que se refiere a personas físicas extranjeras, solo podrán 

adquirir bienes raíces, acciones o derechos reales sobre los mismos. .previo 

permiso de la Secretaría de Gobernación, y estando en el supuesto de ser 
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inmigrados, sin limitaclÓn;-inmigrantes, para adquirir casas pat"a su habita-

ción y no inmigrantes que se hayan internado en el país como asilados polí­

ticos o estudiantes, a discreción de la propia Secretaría de Gobernación. 

r:v. Por lo que a zonas prohibidas se refiere. 

La Fracción I de' Artículo 2.7 Constitucional establece que solo los 

mexican9s por nacimiento o por naturalización y las sociedades mexicanas, 

tienen derecho para adquirir el dominio.de las tierras. Continúa el precepto 

eei'lalando. que a los extranjerso seles podrá conceder el mismo derecho, 

siempre que convengan ante la Secretar.ía de Relaciones Exteriores en 

considerarse como nacionales respecto de dichos bienes y en no invocar la pro­

tección de su gobierno en cuanto a dichos bienes, se re!iet>e, bajo la pena, 

en caso de faltar.al convenio, de per(ier los bienes que hubiere adquirido 

en beneficio de la Nación Mexicana. A continuación dice: 

"En ~na faja de cien k!.lÓmetrus a lo largo de las fronteras y de cin­

cuenta en las playas, por ningún motivo podrán los extranjeros adquirir el 

dominio directo sobre tierras y aguas. 11 

Conforme a la práctica, el text~ constitucional resulta confuso al se­

i'ialar que el extranjet>o puede ser titular de ese derecho para adquirir el do­

minio de tierras, previo permiso que le otorgue el Estado. Por extranjet>o, 

debería entenderse tanto una periJona física c'·mo moral pero como ya lo ano­

tamos anteriormente, existe un criterio de la Procuraduría General de la Na­

ción para la interpretación de la Fracción I del Artículo 27 Constitucional. 

Ahora bien, por zonas prohibidas debe entenderse por el texto 

constitucional, como la faja de tierra de cien kilómetros a lo largo de las 
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fronteras y de cincuenta en las playas, dimensiones dentro de las cuales el 

extranjero sea persona física o moral, no puede ser titular de la propiedad. 

Además existen otras disposiciones legales que han ratificado tal 

situación o agregado alguna otra modalidad al respecto, como lo hizo la Ley 

Orgánica de la Fracción I del, Artículo Z7 Constitucional la cual reglamentó 

en su Artículo lo. la fracción I citada y amplió la prohibición establecida, 

a que ningún ectranjero puede ser socio d~ sociedades mexicanas que adquie­

ran el dominio directo en la faja de tierra referida. Por lo tanto, ni los ex­

tranjeros, personas físicas o morales ni las sociedades mexicanas que tengan 

o puedan llegar a tener socios extranjeros, pueden adquirir tierras y aguas 

dentro de la faja d.e cien kilómetros a lo largo de las fronteras y de cincuenta 

en las playas. 

El Decreto de 29 de junio de 1944, establece la necesiadad del per­

miso previo de la Secretarfa de Relaciones Exteriores para elicaso de que 

algún extranjero o sociedad mexicana con socios extranjeros, désee adqui­

rir el dominio de tierras, aguas y sus accesiones a que se refiere la frac -

ción I del Art(culo Z7 Constitucional. Logicamente, si alguna de las personas . 

. mencionadas solicita el permiso para adquirir, la secretarfa indicada se 

concreta con negar tal autorización. Sin embargo no hay una plena restric­

ción en cuanto a esta prohibición se refiere puesto que existen diversas 

formas y proc edimicntos para que los extranjeros adquieran bienes inmue­

bles ubicados en zonas prohibidas, dentro de las cuales podemos mencionar 

la adquisición por interpósita persona, el mandato sin representación, la 
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conatituclón de sociedades con acciones al portador, las dos sociedades, 

los arrendamientos sucesivos, el usufructo, las membrecías de clubes y 

el más !recuente de todos: el íideicomíso. 

Estas formas de adquisición por extranjeros de bienes inmuebles 

ubicados en zonas prohibidas, son algunos de los negocios Jurídicos de que 

se valen dichas personas para soslayar. de u~a y otra forma la prohibición 

contenida en el Artículo 2. 7 Constituclonal, y forman parte además, de las 

consecuencias derivadas de la jerarquía jur{dica. 

Ahora bien, con respecto al fideicomiso, bástenos apuntar que es 

la figura Jurídica, que en. este caso concreto, ha servido de control para 

nuestro Gobierno en cuanto a la diversidad de negocios jur(dicos indirectos 

utilizan los extranjeros y que a partir de 1971, ya concientes nuestras auto• 

ridades oo la repercusión tan grave q~e causaba la falta de control en las in­

versiones extranjeras en zona prohibida, autorizaron al !ideicomiso para dar 

la oportunidad a las lnveraiones extranjeras de adquirir inmuebles en zona 

prohibida, cona iguiendo a la vez un control en ta lee adquisiciones 

El acuerdo de la Secretaría da 'f:lelaciones Exteriores, publicado en 

el Diario Oficial de la FederaCión e.l 30 de abril de 1971, que ha autorizado 

a instituciones ílduciarias adquirir el dominio de bienes inmuebles ubicados 

en zonas prohibidas para la reall:zación de actividades industriales o turís-

ticas, no es otra cosa sino un subterfugio más con e1 carácter de legal y 

regulado a fin de permitir a loa extranjeros burlar el esp1ritu de la prohibí-

clÓn contenida en el Artículo 27 fracción l de la Constitución {35). 

{35) Hassey Perezcano,Humberto. "An~liais cr{tico a las Zonas Prohibidas" 
Tesis Profesional. UNAM p. 266 
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V. Por lo que a adquisición por extranjeros de sociedades mexicanas 

ya existentes se refiere. 

El Artículo. lo. del multicitado Decreto de 29 de junio de 1944, esta-

blece que los extranjeros sólo podrán mediante permiso que previamente 

y en cada ca so otorgue la Secreta ría de Relaciones Exteriores adquirir ne-

gociaciones o empresas, o el control sobre ellas de las ya existentes en el 

país. 

También, al analizar el contenido del Decreto en cuestión, vimos que 

el Articulo Zo. establece la necesidad del previo permiso por parte de la 

Secretaría de Relaciones Exteriores para la modificacion o transformaci6n 

de las sociedades mexicanas ya existentes o que en el futuro se constituyan 

especialmente cuando por ellas se substituyan socios mexicanos por extran-

je ros, y en el ca so de compraventa de acciones o de partes de interés, por 

medio de las cuales el control de las empresas pase a socios extranjeros. 

Es aquí en donde la Secreta rfa de F elaciones Exteriores aplica con 

mayor amplitud la·· facultad discrecion<Sl de que esta investida, de a cuerdo 

con el Artículo 3o. del ''Decreto", pudiendo en este caso otorgar, negar 

o condicionar dichos permisos. 

Por lo tanto, es necesario obtener el permiso de la Secretarfa de 

Relaciones Exteriores cuando extranjeros adquieran negociaciones o em-

presas o el control sobre ellas, incluyendo en esta Última parte las opera-

ciones de compraventa de acciones o partes de interés, y cuando por virtud 

de modifica.ciones o transformació11 de sociedades mexicanas se sustituyan 

socios mexicanos por socios extranjet"os 
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Al respecto, reaulta atinada la observación que hace Ramos Garza, 

al determinar lo que debe entenderse por "adquisición de negociaciones o 

empresas o el control sobre ellas, incluyendo en esta parte la compraventa 

de ácciones o partes de interés." 

Dice que la redacción del Decreto en este aspecto no es muy clara, 

por lo que puede entenderse que la inten~ión del legislador fue la de exigir 

el permiso previo de la Secretar(a de Relaciones Exteriores, únicamente 

en los casos en que extranjeros adquieran el conhol de negociaciones o de 

empresas mexicanas ya existentes, y no en los casos en que la adquisición 

sea parcial y en virtud de ella no pase al adquirente el control de la empre-

ea. Si se aílrmara que el permiso d~ la Secretarfa de Relaciones Exteriores 

se requiere en cada caso de adquisición de acciones o de partes de interéa so-

clal, aunque no implique el control de.la empresa, se llegaría a aceptar un 

contror estatal que además de no regular la inversión extranjera, entorpe•:e-

r(a las operaciones diarias de los mercados de valores mexicanos así co:-

mo quitaría la bursatibllldad a las acciones de empresas mercantiles, y con-

trariaría las disposiciones· inherentes a los títulos de crédito en cuanto a su 

transmisión se refiere. (36) 

El autor citado, c"oneidera que Únicamente existe una fo:rma directa 

para adquirir el control de una sociedad, y esta forma consiste en adqui:rir 

la. mayor(a de las acciones que representen el capital social de una empre-

sa, si se trata de una sociedad por acciones, afirmación que va acorde con 

(36) Ramos Oarza,Oscar op.cit. p.Z96 
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el criterio seguido por l'a Secretaría de Relaciones Exteriores, pero al 

respecto, quisiera agregar a esta afirmación, que el control de una socie­

dad no opera mediante la adquisición de una mayoría de acciones, sino 

mas bien, mediante una mayoría de acciones con derecho a voto, que en 

Última instancia es éste derecho de voto quien va a resolver sobre el iun­

cionamiento y trayecto!"ia de una sociedad, junto.con los miembros que in­

tegren la .Administración directa de Ja misma. Sin embargo, por el criterio 

que sigue la Secreta ría de Relaciones Exteriores al respecto, se entiende 

que unicamente se requiere el permiso cuando se adquiera en control y no en 

el caso contrario. 

Otra forma para adquirir empresas mexicanas ya establecidas la 

constituye el aumento del capital social de una empresa en una cantidad ma­

yor al monto de su capital y res.olviendo los accionistas, que las acciones 

representativas de dicho aumento sean suscritas y pagadas por extranjeros. 

Aquí se evita el solicitar el permiso previo a la Secretaría de Relaciones 

Exteriores, pero Únicamente en el supuesto de que el extranjero no este 

adquiriendo por este hecho el control de la sociedad mexicana, o sea, 

una participación mayor al 50"/o del capital social de la empresa. 

VI. Por lo que a adquisición de empresas mexicanas por sociedades 

~ibién mexicanas que tengan o puedan tener socios extranjeros se refiere, 

También el Decreto de ?.9 de junio de 1944, establece la necesidad 

del permiso previo de la Secretaría de Relaciones Exteriores para el caso 

de que una sociedad mexicana que tenga o pueda tener socios extranjeros 

deseé adquirir otra empresa mexicana o el control sobre las ya existentes 
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en el pa(s. Esta disposición resulta confusa por no precisar el mencionado 

Decreto lo que debe entenderse por adquisición y control. En este caso los 

térm"inos adquisición y control resultan similares y sin embargo deben enten­

derse en forma distinta. 

Como ya lo apunte anteriormente, el criterio seguido por la Secreta­

ría de Relaciones Exteriores va encaminado a la necesidad del permiso pre­

vio Únicamente para el caso l!n que por tal adquisición se haga uno poseedor 

de más de un 50% del capital o parte social de. una empresa, porque solo 

as( se lograrla el control de la misma. Al respecto, las disposiciones lega­

les en la materia, no precisan la necesidad de un previo permiso cuando se 

adquiera de una sociedad mexicana un mínimo del 50% de sus acciones. El 

términu adquisición presupone el control de la sociedad, por lo que en este 

caso, es necesario el previo per~iso de la mencionada Secretaría. 

Las principales formas de adquisición de empresas mexicanas por socie­

dades también mexicanas pero con socios extranjeros, las constituyen la 

compra de las acciones de la empresa mexicana por otra que previamente 

ha constituído el inversionista extranjero para ese efecto, la compra de los 

activos y pasivos de la empresa mexicana por otra cuyas acciones son 

propiedad del extranjero·,. y la fusión de la empresa mexicana, como fusio-

nada, con otra como fusi1,nante, cuyas acciones son propiedad del extran-

jero inversionista. 

En el caso de compra de acciones, 'l'Olveremos a insistir, .a! es 

necesario el permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores, Única-
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mente en el ca10 de que por esa compra u adquiera el control por parte de 

la empresa mexicana adquirente , con socios extranjeros. 

En relación con la compra de activos y pasivos de empresas me:ic:i· 

canas, el procedimiento cons_iste en que una empresa me:dcana con accio­

nes que pueden ser propiedad de extranjeros, adquiere los activos y pasi­

vos de la empr.esa mexicana que !iesea ~.dquitir pasando por este hecho 

a formar parte de los actívos y pasivos de la sociedad adquirente. L~ empre­

sa mexicana que vendió 1Jus activos y pasivoa, tendrá como Único activo 

el precio pagndo por la venta efectuada, mismo que balanceará con su 

capital, y posteriormente, puede optar por disolver, liquidar o iniciar nue­

vas operaciones. 

En este caso, como la empresa que adquiere dichos activos y pasi­

vos no llega a tener el control de la sociedad que ae loa vendi6, no es ne•.::e­

sario solicitar, al eíecto, el permiso de la Secretaría de Relaciones Ex­

teriores. (3 7). 

Este procedimiento, en lo partic;:ular, considero que resulta inc::os­

teable por las consecuenc::l¡ia que se derivan de tal adquisición. 

En cuanto a la !usi6n de sociedades, se crea una forma de adquirir 

mucho más acceolbie, siempre y cuando la s··ciedad fuaionante, o ¡;ea, la 

sociedad mexicana con acciones que pueden ser propiedad de extranjeros. ten­

ga un cafrital superior al de ~a sociedad fusionada, o sociedad mexicana, 

ya que en este caso no podr(a existir al mom~mto de operar la íusl6n, 

el control de la sociedad íustonante sobre la sociedad !uaionada. Sobre el 

(37) ldemp. 297 
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particular el permiso de la Secretar(a de Relaciones Exteriores sería ne­

cesario Úni¿amente para reformar su escritura constitutiva, en su cláu-

sula relativa al capital social. pero no para el caso de la fusión. A contrario 

sensu, si sería necesario el ·permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores 

por significar un control. 

Sobre esta materia, la propia Secreta r(a de Relaciones Exteriores no 

ha unlfica_do un criterio a seguir. Por ejemplo; Al solicitar un tercero a 

dicha Secretarfo 1in permiso para cone~ituir en unión de otras personas una 

Sociedad An6nima mexicana, este debe maniíesta r en su escrito loe ele­

mentos esenciales que integrarán dicha sociedad, tales como su denomina­

ción, domicilio, duración la cláusula de admisión o excluslÓn de extranjeros 

y por supuesto el objeto de la miema. A hora bien, cuando la sociedad que 

desea constituir establece dentro de s,u objeto el poder adquirir empresas 

indust~iales o cornerc ialea, Incluyendo sus acciones, activos, derechos y 

obligaciones, la Ser.retaría de Relaciones Exteriores se concreta con adi­

cionar ese objeto social agregándole en· el texto del mismo la necesidad del 

previo permiso de esa Secretaría. Este agregado que inserta la Secretaría 

en loe permisos a que me refiero, reflejan el criterio de que aunque dicha 

adquisición de acciones no implique el control de una ª?el.edad, es necesa • 

rio el permiso de dicha Secretnía, algunos funcionarios de la misma así lo 

consideran. Me imagino el trabajo de los funcionarios si tuvieran que aten­

der las solicitudes de permisos de todos los usuarios de la empresa Telé­

fonos de México, S. A, 
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El criterio que deber(a prevalecer en la Secretaría de Relaciones 

Exteriores al respecto, seri:'a el que cualquier persona moral requiere 

del permiso previo para adquirir acciones de una sociedad constitmda, 

cuando esa adquisición implique el control extranjero sobre la sociedad 

mexicana o la sustitución de socios mexicanos por extranjeros. 

Además de los criterios anotados, existen pol(ticas que la Secre­

tar(a de Relaciones Exteriores ha venido adoptando y aplicando a través 

del tiempo. Dichas pol(ticas forman el bloque de criterios cambiantes 

e inciertos y crean, como consecuencia, la incertidumbre del inversio­

nista extranjero. No por esto quiero decir que no apruebo la actitud cam­

biante de criterios y pol(ticas, ya que ese cambio corrige fallas en cuanto 

a la aplicación de una determinada norma, pero deber(a de prevalecer 

dicha actitud en la Secretaría 'de Relaciones Exteriores, no por temor 

a ser atacados sus criterios legalmente, sino con base en la conveniencia 

y provecho que represente determinada inversión para nuestro pa(s. 



CAPITULO CUARTO 
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CAPITULO CUARTO 

EL DECRETO DE 29 DE JUNIO DE 1944 COMO UN MEDIO REGULADOR DE 
LAS INVERSIONES EXTRANJERAS 

Es del conocimiento de todos, que una de las principales razones que 

llevaron al Ejecutivo a expedir el Decreto de Z9.de junio de 1944 fue la re-

gulaci6n, en cierta medida, de las inversiones extranjeras que encontraban 

en nuestro país la seguridad y el rendimiento necesarios, en perjuicio de no-

sotros mismos. 

México necesitaba de un medio que frenara la afluencia de capitales ex-

tranjeros que huían de sus países de origen atemorizados por los grandes con-

flictos mundiales que se suscitaban en aquél entonces. Dichos capitales se em-

pleaban faculmente en adquisiciones y acaparamientos de determinadoa inmue-

bles y empresas agrícolas, ganaderas, forestales, industriales y comercia-

les, afectando por este hecho, la distribuci6n de nuestra propiedad territorial 

y la participaci6n directa de los mexicanos en el desenvolvimiento econ6mico 

del país. 

Además, era necesario evitar que en el futuro no surgieran problemas 

internos o internacionales, tales como una súbita inversi6n de capitales ori-

ginada por conveniencias transitorias y, posteriormente, la emigraci.6n de 

ellos como resultado de su falta de vinculaci6n con los intereses permanen-

tes de nuestro país. Bra indispensable acrecentar la producci6n en todos sus 



145. 

campos, y encauzar los capitales sobrantes en el país hacia la formación 

de nuevas fuentes de rendimiento que ofrecieran estabilidad. 

Por todas las razones mencionadas, fue plenamente justificable la ex­

pedición del Decreto de 29 de junio de 1944. En la actualidad, este Decreto 

representa para el Gobierno Mexicano, un instrumento muy amplio para re­

gular las inversiones extranjeras directas en nuestro país, y para los par­

ticulares, representa un medio más que les perui;ite seguir creando una se­

rie de subterfugios y evacione s a los preceptos legales existentes, burlan­

do oonsecuentemente, nuestro Máximo Ordenamiento. 

l. LA INVERSION EXTRANJERA 

a) Su importancia. 

No podemog ser ajenos a la importancia que reviste la inversi6n ex­

tranjera en nuestros días. La cuantía de inversiones y sus diversas moda­

lidades, así como cierta falta de precisión en las disposicio:ies legales so­

bre esta materia, han suscitado grandes problemas jurídicos, económicos 

y sociales. 

Los países en vías de industrialización, para poder mantener un rit­

mo aceptable de desarrollo, requieren la inversión constante de grandes 

capitales, pues de otro modo su crecimiento se estancaría o por lo menos 

se volvería muy lento; pero en la mayoría de los casos, los inversionistas 

locales no cuentan con recursos suficientes, por lo que éstos países se han 

visto obligados, quiéranlo o no, a aceptar la inversión extranjera. 

En México, la inversión extranjera destinada a fines económicos, ad­

quiere importancia para el desarrollo del país durante el Porfiriatu, des-
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tiná.ndose en esa época, como ya lo vimos, al establecimiento de empre­

sas extractivas o de servicios públicos, como el petróleo, la energía 

eléctrica o loe ferrocarriles. Esta situación se prolonga durante los pri­

meros gobiernos ¡¡ostrevolucionarios, con fricciones más o menos graves 

entre éstos y loe capitalistas. extranjeros, hace crisis con la expropia.ci6n 

de las compafl!as petroleras y a partir de ése momento, éste tipo de in­

versión decrec.e hasta casi desaparecet:. con ia nacionalización de la ener­

gía eléctrica y la mexicanización del azufre. 

En la actualidad, la tendencia a la mexicanización de las empresas es 

palpable, pero sin prescindir de capitales provenientes del exterior, ya que 

estos inician la etapa de consolidación de las actividades comercia.lus e in­

dustriales. 

b) Forma de aceptarla. 

Existen diversas posturas con respecto a la forma de aceptar las in­

versiones extranjeras, nlisma.s que son necesarias analizar para poder de­

terminar aquella que resulte '.más favorable para el avance y desarrollo de 

nuestro país. 

Méndez Silva menciona tres, a saber: 

1. Aquella que acepta la lriversión extranjera sin ninguna restricción. 

Dice que esta postura fue históricamente adoptada. por aquellos gobiernos 

que veían en la. inversión extranje·ra su único medio de desarrollo. Por es­

te mofrvo, se establecfa.n regimenes jurídicos y fiscales sumamente acc_e­

sibles, de exagerado fomento y de consecuencias y efectos nocivos para un 
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sano e independiente desarrollo. Era asf como se permitía que el capi-

tal e>:tranjero se estableciera en lugares estratégicos, sin que se toma-

ra en cuenta las necesidades sociaies del país que recibía dicha inversión. 

Pone como ejemplo, la construcción de vías férreas en México, que atra-

vesaban zonas desérticas para transportar las materias primas que se 

extraían mientras dejaban incomunicado y de sartic1llado el país. 

Otrc grave mal que causa este tipo de ~nversión sin restricción, es la 

descapitalización del Estado receptor, al enviar el Estado inversionista 

a su país de origen, sumas enormes de intereses y ganancias. También, 

el desplazamiento de las empresas nacionales por capitales extranjeros, 

constituye otro factor negativo, ya que los Estados inversionistas susten-

tan mayor experiencia y un buen respaldo económico y publicitario; re-

presentan una competencia prácticamente invencible. 

"Es posible encontrar todavía argumentos a favor de este primer su-

puesto, que no dejan de estar vinculli.dos con los grandes intereses o con 

la línea ideológica que se pronuncia por la libre empresa. Es lógico pen-

sar que entre los partidarios de esta posición se encuentran los sectores 

inversionistas de los grandes centros industriales, quienes no ven más 

allá de sus propios intereses y encuentran incomprensible el hecho de que 

se tomen determinadas medidas en su contra. Es frecuente encontrar que 

las disposiciones que nosotros estimamos indispensables para 1istructurar 

una sana política de desarrollo, son atacadas por sus tratadistas, a ve-

ces con exagerada severidad, a veces con un tono paternalista. 11 1 l) 

( l ) . Méndez Silva,Ricardo. "El Régimen Jurídico d~ \as Inversiones Ex­
tranjeras". Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM, 1969. p • L7 
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2. Una segunda posición, continúa. Méndez Silva, es aquella que 

se pronuncia en contra de la inversión extranjera, misma que obedece 

a planteamientos ideológicos, como en el caso de la China Popular que se 

levantó en 1948 de la nada económica sin necesidad de inversiones extran­

jeras directas. Esta autarquía sería un resultado de absurdos y furibundos 

nacionalismos. 

No creo que en el caso concreto de México, seanecesario elevar el nivel 

de vida, fomentar la educación en su más alto nivel, crear nuevas industrias, 

perfeccionar la tecnología, etc. , basados en la ideología-ae que al aceptar las 

inversiones extranjeras, llegaríamos a enajenar nuestra economía, y por lo 

tanto, a la imposibilidad de lograr el fin propuesto. 

N:> es aceptable esta postura porque si lo fuera, seríamos un pueblo cada 

día más atrasado en comparación con aquellos países que aceptan la interven~ 

ción de capitales extranjeros para su beneficio y como medio para su desarrollo. 

Como afirma Servan-Schreiber:'' · .. la supresión de la inversión ameri-

cana en Europa sólo acrecentaría la necesidad de importar productos fabri-

. cados en América." 12 ) . Si esto le sucediera a Europa, que podríamos pen-

sar si se llegase a suprimir en México la inversión extranjera. 

3. Una tercera postura-a mi parecer la más aceptable - sería la eclé­

tica, misma que resulta más apegada a la realidad "Tenemos la convicciéri 

de que la inversión extranjera puede presentar grandes desventajas en una 

estructura económica débil, pero puede también aportar importantes be-

neficios. Sabemos que las inversiones extranjeras a lo largo de la hiato-

ria, han tenido como única finalidad el obtener cuantiosas ganancias, sin 

tomar en cuenta el desarrollo del país receptor. Es por eso que los países 

que abren sus puertas a la inversión extranjera, no lo deben hacer en una 

forma ilimitada, sino que deben necesariamente sentar bases 1egislativas de 

( 2 ) Servan-Schreiber, J ean Jacques. "El Desafío Americano". Santiago de 
Chile, 1968. p,.39 
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control al capital e.xtranjero, sei'lalar los campos y los renglones eco-

n6rnicos en los que puede participar, con el objeto de que sus efectos 

no sean daf!.inos, sino que por el contrario,beneficos." ( 3) 

Los países atrasados en su desarrollo, viven convencidos de que 

la inversi6n extranjera es imprescindible para su avance econórni.co, 

sin embargo, la ven con de·s confianza e implantan legislaciones y po-

líticas para controlarla y procuran que capital y empresarios locales 

participen asociados con las empresai! de íuera. Esto hace pensar que 

en este tipo de países se ti.ene un temor bien fundado de que al aceptar 

incondicionalmente la Í•1versi6n extra~jera, se favorece al colonialis~ 

mo econ6mico; por eso, ,;;: p:rocura ~e[o;inderse ante él. Es, después de 

todo, una reacci6n legítima. 

"Lo que suceda en el futuro dependerá en buena parte de lo que 

los países exportadores de capital hagan, porque de ellos depende i.nfun-

dir coníian:i:a para que la inversi.6n µtranjera se tratilforme en una for-

ma auténtica de colaboraci6n internacional, y no como una imposici6n 

de parte de ot:iros países. 11 ( 4 ) 

Es por eso que me inclino hacia la posici6n ecléctica ya planteada, to-

mando en conaideraci6n que las soluciones a los problemas que plantean 

en la actualidad las inversiones extranjeras, deben basarse en la idea de 

desarrollo y destino de México. 

( 3 ) Miinde:~ Silva, op. c:it, p -18 
(4) Comit.é Bilateral, op. cit; p. 60 
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Los pa.Íses exportadores de inversión, han logrado su desarrollo 

a ba<;¡e de ex·pander su territorio, su campo industrial, su campo comer­

cial y el control técnico y administrativo sobre la industria y comercio de 

los países que reciben uu inversión. Este debe de ser nuestro cambio a seguir. 

c) Los medios de control 

Del inciso anterior se desprende la necesidad que representa la 

inversión extranjera, principalmente para aquellos países subdesarrollados. 

LÓgicamente, ante esta posición, es necesario qtie el Estado ejerza un con.' 

trol sobre dichas inversiones, porque de no ser así, se vería perjudicado 

por la gran fuga de divisas que saldrían al extranjero, ocasionándole una 

tremenda descompensación económica. 

Los pa(ses receptores de inversión extranjera, la han pretendido 

controlar por medio de legislaciones que regulen y restrinjan dicha inver­

sión. 

Actualmente en México existen muchas disposiciones legales so-

bre inversión, pero todas éstas integran un cúmulo de reglas de distintas 

épocas y para diversos fines. En una entrevista que se le hizo al Dr. Miguel 

Wionczek ( s) expresó que esas reglas son, además, anticuadas y no toman 

en cuenta el papel tan importante de la importación de la tecnología. Y ante 

esta realidad alarmante, continuó diciendo que el principal objeto del Estado 

debería se.,. di de disminuir la dependencia económica de México en una 

sola fuente de inversión extranjera y tecnológica, porque actualmente el 

80"/o de la inversión y de la tecnologí'a proceden de un solo país: Estados 

( 5 ) Periódico Excélsior de 4 de octubre de 1972. 
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Unidos de Norteamérica. 

No dudo que la mayor parte de la inversión extranjera, como dlce 

Wionczek, provenga de una sola fuente de riqueza, pero sin embargo, se 

ha procurado porque esa inversión encuentre en nuestro país un control que 

la regule. Por ejemplo, los controles que se aplican a la inversión extranjera 

están formados por doctrinas o disposiciones que aseguran la efectividad de 

dicha inversión y entre las que podemos mencionar: 1. La doctrina apor-

tada por nuestro derecho del jurista argentino Carlos Calvo o mejor cono­

cida como "Cláusula Calvo", misma que ya fue comentada anteriormente; 

2.. La implantación de la zona prohlbid:i; 3. La nacionalización de determi­

nadas ramas de la producción y del comercio; 4. El otorgamiento ficticio 

de una nacionalidad a las personas morales, con el fin de someterlas a su 

propio orden jurídico y así poder controlar el porcentaje de inversión de 

su constitución y modificación; y S. Todas aquellas disposiciones directa­

mente aplicablP.s al inversionista extranjero, sea persona física o moral, 

que integran en forma muy dispersa la legislación que en materia de in­

versiones extranjeras existe en México. Cabe hacer mención de que el 

Decreto de 2.9 rle junio de 1944, representa para nuestro gobierno, en la 

actualidad, un medio mu y importante para controlar las inversiones ex­

tranjeras, a pesar de como ya lo afirmamos anteriormente, no debería de 

aplica ni e por haber dejado de tener vigencia. 

Ahora bien, si nuestro gobierno va a continuar aplicando la polúica 

ya implantada con respecto a las inversiones extranjeras es de recomendar 
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que se preíierari aquéllas inversiones que b~rieficien más a nuestro país y 

que sigan las bases siguientes: deben seleccionarse, preferentemente, las 

inversiones que provengan de extranjeros residentes en el país por ser estas 

las que máa garantías pueden otorgar, por el contrario de las inversiones 

extranjeras provinientes directamente del extranjero; deben respetar las 

leyes e instituciones mexicanas así como incorporarse plenamente a. la acti­

vidad económica del país; deben representar un papel complementario en el 

financiamiento del desarrollo económico y contribuir al aumento progresivo 

del volumen de inversión productiva y no acudir a campos que se encuentren 

saturados; deben ayudar a introducir nuevas técnicas de producción; deben 

entrar a campos que tiendan a estimular y no a desplazar o a impedir el 

desarrollo futuro de las empresas nacionales; deben coadyuvar eficazmente 

en forma directa o indirecta, a la div~rsificación del comercio exterior y a 

la substitución de importaciones; deben asociarse preferentemente con el 

capital nacional: se debe procurar porque la fuente de riqueza de donde pro­

viene la mayor parte de la inversión extranjera, no se constrifla a un solo país 

sino por el contrario se diversüique, proveniendo del mayor número posible 

de países; y por Último, prom~ver la reinversión de las utilidades obtenidas 

de la inve.rsión extranjera, ya que "al seguir reinvirtiéndose las utilidades 

durante un período caºracterizado 'al mismo tiempo por el crecimiento contí­

nuo de la nueva inversión extranjera, no debería excluirse la posibilidad de 

que llegue el momento en que para asegurar la rápida expansión de las em-
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presas extranjeras bastará la sola reinversión de sus utilidades Al al-

canzar esta nueva fase puede fácilmente presentarse una situación en 

función de alguna crisis imprevista de origen interno o externo en que 

el proceso se invierta por completo iniciándose la repartición rápida de 

las utilidades sobre el valor acumulado de la inversión exterior total sin 

las entradas del nuevo capital. En tal circunstancia la libertad de acción 

de la política económica del país receptor de la inversión extranjera se 

verá seriamente coartada, convirtiéndose el problema del servicio de las 

obligaciones con el exterior en un factor más importante que los objetivos 

económicos internos. 11 { 6) 

Personalmente considero que estas bases propuestas, las está en-

causando nuestro actual gobierno, y sea que se legizle o no en un futuro 

la inversión extranjera en forma particular, servirán sin duda de corola-

rios para nuestra política económica. 

{ 6) Wionczek, Miguel S. "El Nacionalismo Mexicano y la Inversión 
Extranjera". México, 1967. p.22 
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U. - APUCACION DEL DECRETO DE 29 DE JUNIO DE 1944 A 
CARGO DE LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES. 

La aplicación del Decreto de 29 de junio de 1944, quedó en manos 

de la Secretar{a de Relaciones Exteriores, misma que poco ha tenido que 

ver con la política económica del país. Sabemos que el "Decreto" confiere 

a la Secretaría de Relaciones Exteriores la facultad rie orientar las inver-

sienes extranjeras, lo cual se antoja impropio desde un punto de vis ta es -

trictamente funcional. Dicha Secretaría no e.stá estructurada ni tiene a su 

alcance los medios necesarios para juzgar, de acuerdo con las necesidades 

del desarrollo económico nacional, acerca de la conveniencia o inconve-

niencia de las inversiones extranjeras directas. Sin embargo, en la actua-

lidad, la intervención de la mencionada Secretaría se ha limitado a verüicar, 

por medio de los permisos que se le solicitan, que la inversión que se pre-

tende efectuar no viole ninguna de las disposiciones legales vigentes. Pero 

no termina aquí su intervención, sino que además, la actividad administra-

tiva de dicha Secretaría se ha convertido en la antesala que deberá aguardar 

la solicitud que se presente ante la misma, en virtud de que las políticas y 

criterios que imperan en materia de inversiones extranjeras, no le permiten 

decidir sobre diversos campos, originando como consecuencia la tediosa y 

tardada asesoría y consulta de diversas dependencias. Se entiende, entónces, 

que las consideraciones de tipo económico desempei'ian, para la propia Se-

cretaría, un papel secundario, con lo cual la aplicación del régimen en vigor 
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se ha reducido fundamentalmente a un mero escrutinio de disposiciones 

legales. Y en relación con el "Decreto", no existe la menor duda de que 

es una disposición de control importantísima en relación con la inversión 

extranjera al cual, más que imputarsele las inconsistencias de su articu­

lado, se debe hacer porque cese su aplicación ya que no tiene fundamento 

legal alguno. Sin embargo, la solución no es tan sencilla como parece, 

pero trataré de expresarla. a continuaci&n: 

La. solución propuesta. 

Reconocida la necesidad de la iriversión extranjera y la forma de 

aceptarla, así como establecido el papel que representa para dicha inver­

sión el Decreto de 2.9 de junio de 1944, bástenos finalizar con la solución 

que se propone para continuar regulando y controlando, en una fo(llma más 

efectiva, la inversión de capitales extranjeros. 

_ .. Hay que enfocar la atención ed principio, en la necesidad urgente de 

coordinar los criterios que imperan en la actualidad en materia de inversión 

extranjera. A continuación, se debe determinar el organismo encargado de 

implantar y llevar al cabo dichos criterios. Finalmente, procurar porque 

no se constrif1a la materia de que se trata en bloques o limitaciones rígidos, 

sino que se prevea cierta flexibilidad, por conveniencia, para la inversión. 

En relación con la coordinación de criterios en materia de inverdones 

extranjeras, es necesario reglamentarlos, ya que en la actualidad, y con base 

en la amplÍsima facultad de que está investida la Secretaría de Relaciones 
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Exteriores para otorgar, negar o condicionar los pernlisos que se le so­

liciten, se crea cada vez con mayor intensidad, la incertidumbre en los 

particulares con respecto a las políticas a que deberán de sujetarse. 

Mucho se ha hablado de la necesidad de reglamentar dichos criterios 

con base en la legislación que debería de existir en materia de inversiones 

extranjeras. 

Se ha dicho, que si bien la inversión extranjera ofrece ángulos com­

plicados, el sujetarlos a un perímetro legal no es una tarea imposible. Que 

tal vez demande estudios elaborados pero es una meta perfectamente alcan­

zable. Que el desarrollo sólo puede ser alcanzado con base en inteligentes 

sistemas de planea.clón, donde quede delinlitada., en forma congruente y 

armónica la participación de los diversos sectores económicos, de donde 

se'tienenque buscar fórmulas que regulen diversas realidades sociales. Que 

el dictar un ordenamiento en esta materia, no constituye une;. solución extre­

mista, sino por el contrario, se hará en una época de innegables atractivos 

económicos. Que al país receptor de la inversión extranjera le interesa, 

porque establece un régimen proteccionista para su desarrollo, dicta me­

didas para evitar el control de sus industrias básicas y la exagerada in­

fluencia política de tales inversiones. Por otro lado, al Inversionista le 

interesa el régimen, porque encontrará codificadas todas las disposiciones 

aplicables a su inversión y perfectamente delimitados sus derechos y sus 

obligaciones. Se dice también que de existir una legislación sobre lama­

teria, el inversionista encuentra, no el inseguro régimen de medidas polÍ-
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ticas y administrativas que pueden variar con la misma facilidad con 

que han sído elaboradas, sino que un cuadro legislativo que se5.ala en 

detalle la reglamentación a la que se sujetan los capitales extranjeros, (7 

Hay quienes no siguen este criterio y se inclinan por una postura 

imparcial, diciendo que los· riesgos que las inversiones extranjeras repre­

sentan, deben reducirse al núnimo mediante la selección de las mismas, 

enfocando la solución de la regl~mentación, en la actualización que merece 

cada disposición que se relacione o refiera a inversioneo extranjeras. 

Hay quienes afirman también, .que las inversiones extranjeras pre­

sentan problemas de suma complejidad que demandan soluciones elásticas 

y que al establecer un marco preciso o rígido con medidas de control sobre 

capitales provenientes del exterior; podría dar como consecuencia una fuga 

o una dismint:ción de la inversión foránea. 

En lo personal opino que los criterios seguidos por la Secretaría de 

Relaciones Exteriores con base en el Decreto de 29 de junio de 1944, que 

sin duda alguna se sigue aplicando, no integrao una forma efectiva de con­

trol de las inversiones extranjeras y por lo tanto entorpecen y complican 

cada día más la reglame.ntación tan dispersa que existe sobre la materia. 

Es necesario pues, una legislación, que sin perder la flexibilidad necesaria 

en este éaso, abarque toda materia regulada hasta ahora por el Decreto de 

( 7 ) Méndez Silva, Ricardo, op. cit. p. 20 



158. 

Z9 de junio de 1944 y haga posible la certeza en la inversión, con base 

en criterios coordinados, cambiantes y precisos según las necesidades 

de nuestro país. Este camino a seguir seguramente eliminaría la arbi· 

trariedad administrativa, conservando la administración, sin embargo, 

el arbitrio o la discrecionalidad necesaria cuando asr lo exigieran las 

circunstancias. 

La dependencia del Ejecutivo que consid"eromás adecuada para 

que por medio de ella se lleve al cabo la aplicación de la Ley propuesta, 

sería la Secretaría de Industria y Comercio quien tendña las facultades 

necesarias para proveer el cumplimiento de dicha Ley. Esta Secretaría 

debería de estar auxiliada por una Comisión de Estudio sobre Inversiones 

Extranjeras, la cual podría estaría integrada por representantes especiali­

zados de cada una de las Secretarías de Estado que tengan conexión o 

relación con la inversión. Considero también importante, tomar en cuenta 

a representantes de empresas estatales y del sector privado como comple­

mento de integración y funcionamiento de dicha Comisión. Esta Comisión 

se encargarfa de fomentar las inversiones extranjeras que más beneficios 

reporten al para. 

Por Último, sería necesario un control que permitiera observar el 

incremento que va teniendo la inversión extranjera en determinadas ramas 

de la producción. Este control estnría encomendado a la propia Secretaría 

de Industria y Comercio la cual lo podña realizar por medio de un Registro 

especializado para Inversiones Extranjeras. Dicho Registro tendría en todo 
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momento una descripción detallada y complota de las inveraionea extran­

jeras. Se asentaría en el Registro el dato relativo a la autorización para 

invertir, la cuant!a y la naturaleza de la inversión y lo relacionado con la 

personalidad y domicilio del inveraionista así como las condiciones o limi-

tacione1 que en su caso, se hubiera11 establecido al otorgarse el permiso 

respectivo. 

Todas estas proposiciones' integran únicamente ideas fugaces en 

relación con la necesidad de prescindir del Decreto de 29 de junio de 1944. 

El profundizar su estudio, implicaría la elaboración de otro trabajo, que 

no sería materia del presente, pero sin embargo, se han demoatrado algunas 

de las consecuencias derivadas de su aplicación y la necesidad de reao~ver 

en una u otra forma su inope:rancla, .. base fundamental de la a:> lución para al­

_ca~.zar la' superación y estabilidad que merecen nuestras máximas instituciones, 

\\, .·,, 
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CAPITULO V 

CONCLUSIONES 

l. El Decreto de 29 de jllnio de 1944 y las inversiones extranjeras 

tienen una íntima relaci6n, ya que llna de las principales causas que lleva­

ron al Ejecutivo a expedir dicho Decreto, consisti6 en la necesidad urgente 

de controlar la inversi6n de los capitales provenientes del exterior. 

2. La suspensi6n de garantías decretada en México el lo. de junio de 

1942 fue plenamente jllstificable y apegada a los preceptos legales que sobre 

sllspensi6n de garantías establece nuestra Carta Fundamen.tal en su Artí­

culo 29. 

3. La suspensi6n de garantías debe implicar una cesaci6n temporal 

y espacial de las mismas, cesaci:Sn motivada por un grave peligro o conflic­

to, y ni el poder Legislativo ni el Ejecutivo plleden extender dicha suspen­

sión cllando la situación que le di6 origen haya desaparecido, 

4. La expedición del Decreto de 29 de junio de 1944 es justificable y 

su contenido fue plenamente constitucional, ya que su promulgación la hizo 

el Poder Ejecutivo, con base en las facultades que para legislar durante el 

estado de emergencia, le concedió el decreto de suspensi6n de garantías de 

lo.de junio de 1942. 

5, Durante la época del estado de P.rnergencia, el Decreto de 29 de 

junio de 1944 constituy6 para México una disposici6n adecuada hacia los 

problemas inmediatos a resolver, en virtud de la imperiosa necesidad que 

existía para controlar la desmedida aflllencia de capitales extranjeros qlle 
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al huir de su país de origen, encontraban en' el nuestro la seguridad y e'.l 

rendimiento necesarios para, posteriormente, emigrar y descompenzar la 

balanza econ6mica de nuestro país. 

6. Mediante decreto de 28 de septiembre de 1945 se levant6º la sus-

pensi6n de garantías decretada en 1942 y se restableci6 ·el orden constitu-

cional en toda su plenitud. Dicho dec:z:!'!tO ratific6 expresamente algunas de 

las disposiciones dictadas por el Ejecutivo durante el período de emergen-

cla, sin incluir dentro de dicha ratificaci6n, al Decreto de 29 de junio de 

1944. Sin embargo, el Congreso de la Uni6n por medio del decreto de 28 de 

septiembre de 1945 declar6 subsistentes, en forma indefinida. unas medi-

das legislativas que, por provenir qe autorizaciones de validez y ejercita-

bllidad transitorias conforme al Artículo 29 Constitucional, debieron ser 

despojadas de su imperio normativo al desaparecer el estado de guerra • . 
Por consiguiente, al hacer el Poder Legislativo dicha ratificaci6n vio16 las 

garantías de seguridad jurídica, consistentes en las medidas que se adopten 

por el Presidente de la República Mexicana en ejercicio de las facultades o 

autorizaciones previstas en los Artículo!! 29 y 49 de la Ley suprema, deben 

ser vUidas y e!icaceu mientras subsista la situación de emergencia en la 

que deben operar. También se in!ring!6 la garantía de competencia constitu-

cional consagrada en· la primer<!. -parte del Artículo 16 Constitucional, ya 

que el Poder Legislativo no.tiene competencia para ratificar leyes y ordena-

mlentos elaborados por el Ejecutivo de la Unión. La garantía de legalidad 

consignada también en el Artículo 16 Constitucional fue asimismo violada. 
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ya que el Congreso de la Unión ratificó leyes y ordenamientos ya existentes 

sin fundamento legal alguno. De lo anterior se desprende que el decreto de 

28 de septiembre de 1945 es inconstitucional, y ninguna norma por él rati­

ficada debió de tener vigencia. 

7. No obstante lo anterior, la Secretaría de Relaciones Exteriores, 

después de una amplia interpretación al Artículo 60. del decreto de levan­

tamiento de la suspensión de garantías de 28 de s~ptiembre de 1945, consi­

dera que el Decreto de 29 de junio de 1944 c.ontinúa en vigor, ya que es una 

disposición emanada del Ejecutivo durante la emergencia y relacionada con 

la intervención del Estado en la vida económica. 

8, El Decreto de 29 de junio de 1944 carece de vigencia ya que el mis­

mo estableció la tempera lidad de su aplicación, -el estado de emergenci,a-, 

y el decreto de 28 de septiembre de 1945 así lo dispuso al establecer en su 

Artículo So. que no se ratificaban las disposiciones expedidas con vigencia 

limitada a la emergencia, o aquellas de cuyo texto apareciere declarado que 

se basaran en la suspensión de alguna o algunas garantías individuales. 

9. La Secretaría de Relaciones Exteriores, fundamenta la facultad dis­

crecional que tiene, en relación con el otorgamiento de permisos, en el 

Artículo 3o. del Decreto de 29 de junio de 1944, ya que de otra forma, se­

gún la facultad que le concede la frac::ci6n VII del Artículo Jo. de l.a Ley de 

Secretarras y Departamentos de Estado, dicha S.ecretarra no podrra gozar 

de la discrecionalidad para otorgar, negar o condicionar los permisos que 

le soliciten. 
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10. La facultad discrecional debe ejercerse dentro de los ltmites 

que fije el De re cho en la constituci6n, las leyes y los reglamentos. No 

deben satisfacerse fines personales sino de interés públicc. Para ejercer 

esa discrecionalidad, es necesario tener conocimientos técnicos, clasifi­

car legalmente la situaci6n de que se trate y posteriormente decidir la au­

toridad ai debe o no debe actuar, Sólo ,¡¡.sí se podrá evitar la arbitrariedad 

administrativa, 

11. De 1:1 aplicaci6n del Decreto de 29 de junio de 1944 se han derivado 

muchos criterios que integran las disposiciones existentes de control en ma­

teria de inversiones extranjera.a. 

12. La Comisi6n Mixta Inters()cretarial forma.da por acuerdo de 29 de 

mayo de 1947, constituy6 un organismo que inici6 la. coordinaci6n de los 

criterios que adoptaba la Secretaría de Relaciones Exteriores en relaci6n 

con er otorgamiento de permisos, y no creo que haya. sido una buena medi­

da, el haber dejado de funcionar a partir de 1953, a!'!o en que dict6 su última 

norma, en virtud de que constituía un organismo apto y favorable para coor­

dinar y unificar criterios en relaci6n con las inversiones ex:tranjeras, 

13. Es necesario enmar'car varios campos de inversión dentro de s6-

lidos pre.ceptos lega.les, ya que existen criterios que sigue la Secretaría de 

Relaciones Exteriores con base en aimples oficios o circulares intersecre­

tariales que emiten opini6n respecto de determinada actividad y su forma 

de limitarla, pasando por alto los textos legales existentes sobre la materia. 
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14. Además de los criterios que ha adoptado la Secretaría de Rela­

ciones .Exteriores, existen poHticas que ha venido aplicando a través del 

tiem,po, las cuales forman el bloque de criterios cambiantes e inciertos 

que crean, como consecuencia, la incertidumbre del inversionista extran­

jero. 

15. El Decreto de 29 de junio de 1944 representa para el gobierno me­

xicano, un instrumento muy amplio para regular las inversiones extranjeras 

en nuestro país, y para los particulares, representa un medio más que les 

permite seguir creando una serie de subterfugios y evaciones a los preceptos 

legales existentes, burlando consecuentemente, nuestro Máximo Ordenamien-

to. 

16. México necesita de la inversi6n extranjera, y su política a seguir 

es aceptarla siempre y cuando venga a acelerar y a promover nuestro desa­

rrollo, sin desconocer el derecho del inversionista a obtener una legítima 

ganancia por su inversión. 

17. Al inversionista extranjero se le debe de ofrecer la seguridad ju­

rídica que merece al realizar su inversión, mediante la legislación necesa­

ría en ésta materia, ya que de este modo podrá encontrar codificadas todas 

las disposiciones aplicables a su inversión y perfectamente delimitados sus 

derechos y sus. obligaciones. 

18. La Secretaría de Relaciones Exteriores no está cstrucuracla ni 

tiene a su alcance los medios necesarios para juzgar, de acuerdo con las 

necesidades del desarl!ollo económico nacional, acerca de la conveniencia 
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o inconveniencia de las inversiones extranjeras directas, y proponiendo 

como soluci6n, coordinar los criterios existentes en materia du inver­

siones extranjeras dentro de un ordenamiento normativo, le correspon­

dería a la Secretarra de Indus.tria y Comercio seleccionar, auxiliada 

por una Comisi6n de Estudio sobre Inversiones Extranjeras, aquellas que 

reporten mayores beneficios en el desarro~lo y destino de México. 
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